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- En discusión particular. 


- Manifestaciones de varios señores senadores. 


- Se resuelve, por moción del señor senador Ri- 
caldoni, pasar a cuarto intermedio hasta maña- 
na a la hora 10. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 30 de setiembre de 1993. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión ex- 


traordinaria, en régimen de cuarto intermedio, mañana viernes 
1? de octubre, a la hora 10, a fin de considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión particular del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, ejercicio 1992, 


(Carp. N* 1225/93 - Rep. N* 677/93 Anexos I, II y IID 
LOS SECRETARIOS”. 


122 -C.S, 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los sefiores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Blanco, Bouzas, Brue- 
ra, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Boismenu, Elso Goñi, 
Gargano, González Modernell, Grenno, Irurtia, Jude, Kor- 
zeniak, Lenzi, Millor, Moreira Graña, Pereyra, Pérez, Poz- 
zolo, Priore, Ricaldoni, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Belvisi, Bou- 
za, Librán Bonino y Silveira Zavala. 


3) RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE EJE- 
CUCION PRESUPUESTAL. Ejercicio 1992. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio, 


(Es la hora 10 y 19 minutos) 


-Continúa la consideración del proyecto de ley de Rendi- 
ción de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal corres- 
pondiente al ejercicio 1992. 


(Antecedentes: ver 49a. S.E.) 

-En discusión particular, 

SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Si hay acuerdo, para facilitar la 
tarea, propongo el siguiente método de trabajo. Antes que nada, 
debemos considerar el proyecto «> ley aprobado por la Comi- 
sión de Presupuesto integrada con Hacienda. A mi juicio, se 
podría poner esa iniciativa a votación excluyendo los artículos 
que algunas bancadas indiquen que desean estudiarlos por se- 
parado, Me parece que esa sería la mejor forma de trabajar ante 
un texto de esta naturaleza. Por lo tanto, si los señores senado- 
res no tienen inconveniente, hago moción en ese sentido, aun- 
que si esto diera lugar a una discusión extensa, retiraría esta 


propuesta, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia, que comparte el 
criterio del señor senador Zumarán, expresa que ya se le han 
hecho llegar los artículos de las bancadas del Herrerismo, el 
Frente Amplio y el Partido Por el Gobierno del Pueblo desean 
considerar separadamente. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR CASSINA. - Deseo apoyar la propuesta formulada 


por el señor senador Zumarán -el año pasado quien habla pre- 
sentó una igual y fue aceptada- por la cual, luego de descarta- 


CAMARA DE SENADORES 


1* de Octubre de 1993 


dos los artículos desglosados para una consideración específi- 
ca, o sea aquellos que cualquier sector objeta, ya sea por no 
estar dispuesto a votarlos o a fin de modificarlos, votaremos 
todos los demás en bloque. 


SEÑOR PEREYRA. - Solicitaría que el estudio se realizara 
por capítulos. 


SEÑOR CASSINA. - Realizamos la consideración de los 
artículos en bloque y, luego, pasamos a los capítulos para tratar 
aquellas disposiciones que se dejan para una discusión separada. 


Creo que en este proyecto de ley, que no es tan extenso 
como otros, se puede actuar de la manera que se ha indicado, 
beneficiando el trabajo que tenemos por delante, 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: en el mismo sentido 
que el señor senador Cassina, creo que la primera votación 
podría ser sobre todo el proyecto, y no por capítulo, porque 
tenemos la posibilidad de realizar un análisis en este sentido en 
el caso de los artículos desglosados. Inclusive, hemos emplea- 
do este criterio cuando consideramos la Carta Orgánica del 
Banco Central, por lo que pienso que podríamos cefiirnos a €l 
en el día de hoy. Luego, haríamos un estudio por capítulo sobre 
los artículos desglosados. 


Entonces, propongo que se vote este criterio y que la Presi- 
dencia dé cuenta de la lista de artículos que quedarían desglo- 
sados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor senador Zuma- 
rán en el sentido de que se voten en bloque todos los artículos 
cuyo desglose, o consideración por separado, no ha sido solici- 
tado. 


(Se vota:) 
-22 en 25. Afirmativa. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Deseo señalar que no he votado la 
moción, no porque discrepe con la forma de tratar el asunto, 
sino porque entiendo que votar por capítulos nos permite tener 
el tiempo necesario para acercar a la Mesa aquellos artículos 
cuya consideración especial me propongo solicitar. Al aprobar- 
se este mecanismo, me reservo el derecho de pedir la reconsi- 
deración de aquellos artículos que entiendo deben ser enmen- 
dados o rechazados. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - De todas maneras, la Presidencia 
va a leer lentamente, a fin de que se tome nota y quede cons- 
tancia en la versión taquigráfica, todos aquellos artículos cuya 
consideración separada se ha solicitado. Concretamente, se tra- 
ta de los artículos 1*%, 3%, 5%, 8* al 11, 14 al 16, 22 al 24, 26 al 
28, 32, 36, 37, 39, 43 al 45, 49, 50, $2 al 55, 59 al 62, 65 al 67, 
80, 82, 92, 94, 104, 107, 117, 134, 142 al 145, 150, 151, 163 al 
166, 172, 177, 193, 197, 200 al 203, 205, 207, 216 al 218, 222, 
223, 231 al 233, 235, 242 y 247. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Señor presidente: qui- 
siera agregar algunos artículos a la nómina que se ha leído. Me 
refiero a los artículos 100, 199, 204 y 243. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se incluyen en la lista, señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: me gustaría saber 
si en el caso de realizar simples modificaciones de redacción, 
agregar o intercalar una palabra, hay que dejar constancia pre- 


via o se solicita el desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace la aclaración pre- 
via, el artículo queda con la redacción que venía de Comisión. 


SEÑOR PEREYRA. - No me queda claro si hay que hacer 
la aclaración antes de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Como vamos a votar en bloque 
habría que separarlos. 


SEÑOR PEREYRA. - Entonces, solicito que se desglosen 
los artículos 4* y 171. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Así se hará, señor senador. 


Corresponde pasar a leer los artículos que no han sido des- 
glosados. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción en el sentido de 
que se suprima la lectura, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
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-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 2*. - La presente ley regirá a partir del 
1% de enero de 1994, excepto en aquellas disposiciones 
en que, en forma expresa, se establezca otra fecha de 
vigencia. 


Los créditos establecidos para sueldos, gastos e in- 
versiones, corresponden a valores de 1* de enero de 
1993. Dichos créditos se ajustarán en la forma dispuesta 
por los artículos 6*, 68, 69, 70 y 82 de la ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Contaduría General 
de la Nación, podrá efectuar las correcciones de los 
errores u omisiones, numéricos o formales, que se com- 
prueben en la presente ley, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


ARTICULO €*. - Incorpórase al literal A) del artícu- 
lo 17 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, a 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia, a los del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a los del 
Tribunal de Cuentas y a los de la Corte Electoral. 


ARTICULO 7”. - El fiscal de corte y procurador 
general de la Nación y el procurador del Estado en lo 
Contencioso Administrativo percibirán por concepto de 
gastos de representación el porcentaje establecido en el 
literal B) del artículo 17 de la ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


ARTICULO 12. - El Poder Ejecutivo, en acuerdo 
con el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministe- 
rio respectivo, podrá disponer las modificaciones nece- 
sarias para racionalizar las estructuras de cargos y con- 
tratos de función pública de las unidades ejecutoras de 
los Incisos 02 al 14, en las cuales hubiera quedado un 
remanente de la partida establecida por el artículo 31 
de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, una 
vez cumplido lo dispuesto por la referida norma y su 
reglamentación. 


Las modificaciones de cargos y funciones no podrán 
causar lesión de derechos y las regularizaciones deberán 
respetar las reglas del ascenso, cuando correspondiera. 


Las racionalizaciones requerirán el previo informe 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Contadu- 
ría General de la Nación y una vez aprobadas se dará 
cuenta a la Asamblea General. 


El remanente correspondiente al ejercicio 1993 se 
distribuirá entre los funcionarios pertenecientes a la Uni- 
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dad Ejecutora respectiva, en función de sus retribucio- 
nes permanentes sujetas a montepío, de monto fijo o 
variable, excluida la prima por antigiledad, de tal forma 
que resulte un porcentaje igual para todos los funciona- 
rios, 


ARTICULO 13. - Derógase el inciso segundo del 
artículo 22 de la ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 
1992, 

ARTICULO 17.- Declárase por vía interpretativa, 
que quienes ejercieron el derecho de opción consagrado 
en los artículos 7* de la ley N* 15.851, de 24 de noviem- 
bre de 1986, 23 de la ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, 20 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, debieron ser incorporados en la oficina de destino, 
siempre que se cumplieran los requisitos establecidos en 
los apartados A y B de dichos artículos, aplicándose, en 
su caso, los artículos 22 a 25 de la ley N* 16.127, de 7 
de agosto de 1990. Las incorporaciones y adecuaciones 
presupuestales correspondientes, deberán estar conclui- 
das dentro de los sesenta días de publicada la presente 
ley. 


ARTICULO 18.- Los funcionarios públicos destitui- 
dos que dedujeron sus pretensiones de acuerdo a la ley 
N" 15.783, de 28 de noviembre de 1985, cuyo trámite no 
ha culminado por paralización o perención en sede ad- 
ministrativa y contencioso administrativa o porque no se 
ha operado la recomposición de su carrera administrati- 
va, podrán continuar los procedimientos compareciendo 
en los expedientes respectivos, dentro de un plazo de 60 
días a contar de la vigencia de la presente ley. 


ARTICULO 19.- Los jerarcas de los diferentes Inci- 
sos, previa autorización del Poder Ejecutivo, podrán dis- 
poner de los fondos establecidos en los artículos 98 y 99 
de la ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, a efectos de 
dar cumplimiento a convenios internacionales. 


ARTICULO 20.- Sustitúyese el artículo 57 de la ley 
N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, por el siguiente: 


“ARTICULO 57.- Autorízase al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, a realizar trasposi- 
ciones debidamente fundadas -en cuanto a la obra 
a realizar y aquella cuya ejecución se postergue- 
entre proyectos de diferentes programas del Inci- 
so, así como a utilizar los excedentes de asigna- 
ciones de proyectos ya ejecutados, en otros de 
inversión sin asignación presupuestal, o con asig- 
nación presupuestal insuficiente, sin incrementar 
el monto máximo de ejecución establecido para 
el ejercicio. 


En todos los casos se dará cuenta a la Conta- 
duría General de la Nación, a la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, al Tribunal de Cuentas 
y a la Asamblea General. 


En las trasposiciones, los proyectos reforzan- 
tes serán exclusivamente los de “Mantenimiento” 
de los programas del Inciso y los reforzados se- 
rán en todos los casos, los creados legalmente, 


En ningún caso las trasposiciones podrán obs- 
tar ni hacer inviable la ejecución de los proyectos 
autorizados por las normas presupuestales. 


El procedimiento que se autoriza no podrá ser 
empleado a los fines de reforzar el Proyecto 702 
“Convenios del Programa 01 del Inciso 10”, 


ARTICULO 21.- Incorpóranse los siguientes proyec- 
tos de inversión: 


A) En el Inciso 02 “Presidencia de la “República”, 
Programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, Uni- 
dad Ejecutora 006 “Proyecto de Infraestructura 
Social”, el Proyecto “Fortalecimiento al Area 
Social”, con una asignación presupuestal para 
1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos trescien- 
tos cuarenta y ocho mil doscientos), equivalen- 
tes a U$S 100.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cien mil), financiada con cargo 
a Rentas Generales y $1:392,800 (pesos urugua- 
yos un millón trescientos noventa y dos mil ocho- 
cientos), equivalentes a U$S 400.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 
financiada con cargo a Endeudamiento Extemo. 


B) En el Inciso 02 “Presidencia de la República”, 
Programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, Uni- 
dad Ejecutora 004 “Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto”, el Proyecto “Fortalecimiento al 
Area Social”, con una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos tres- 
cientos cuarenta y ocho mil doscientos), equi- 
valentes a U$S 100.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América cien mil), financiada con car- 
go a Rentas Generales y $ 1:392,800 (pesos uru- 
guayos un millón trescientos noventa y dos mil 
ochocientos), equivalentes a U$S 400.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos mil), financiada con cargo a Endeuda- 
miento Extemo. 


C) En el Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca”, el Proyecto 748 “Desarrollo de 
recursos Hídricos y Naturales” del Programa 001 
“Administración Superior” con una asignación 
presupuestal para 1994 de $ 12:187.000 (pesos 
uruguayos doce millones ciento ochenta y siete 
mil), equivalentes a U$S 3:500.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América tres millones 
quinientos mil), con cargo a Rentas Generales 
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y $ 17:410.000 (pesos uruguayos diecisiete mi- 
llones cuatrocientos diez mil), equivalentes a 
U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cinco millones), con cargo a Endeuda- 
miento Externo. 


D) A la nómina de proyectos establecida en el ar- 
tículo 58 de la ley N* 16.320, de 1* de noviem- 
bre de 1992, Programa 003 “Dirección Nacional 
de Vialidad”, el Proyecto “R. 9 : R. 99 - Pan de 
Azúcar”. 


E) En el Inciso 11 “Ministerio de Educación y 
Cultura”, Programa 001 “Administración Ge- 
neral”, el Proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994 
de $ 174.100 (pesos uruguayos ciento setenta y 
cuatro mil cien), equivalentes a U$S 50.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cin- 
cuenta mil), financiada con cargo a Rentas Ge- 
nerales y $ 696.400 (pesos uruguayos seiscien- 
tos noventa y seis mil cuatrocientos), equiva- 
lentes a U$S 200.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América doscientos mil), financiada 
con cargo a Endeudamiento Externo. 


F) En el Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública, 
Programa 001 “Administración Superior”, el Pro- 
yecto “Fortalecimiento al Area Social”, con una 
asignación presupuestal para 1994 de $ 5:223.000 
(pesos uruguayos cinco millones doscientos vein- 
titrés mil), equivalentes a U$S 1:500.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América un millón 
quinientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 20:892.000 (pesos uruguayos vein- 
te millones ochocientos noventa y dos mil), equi- 
valentes a U$S 6:000.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América seis millones), financiada con 
cargo a Endeudamiento Externo. 


G) En el Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social”, Programa 001 “Administración Ge- 
neral” el Proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994 
de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatrocientos die- 
cisiete mil ochocientos cuarenta), equivalentes a 
U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo 
a Rentas Generales y $ 1:671.360 (pesos urugua- 
yos un millón seiscientos setenta y un mil tres- 
cientos sesenta), equivalentes a USS 480.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos ochenta mil), financiada con cargo a En- 
deudamiento Externo. 


ARTICULO 25.- Incorpórase al Plan de Inversiones 
Públicas del Inciso 10 “Ministerio de transporte y Obras 
Públicas”, el Proyecto de Inversión “Acceso Ferroviario 
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al Puerto de Nueva Palmira. Ramal: Estación Grito de 
Asencio-Puerto de Nueva Palmira”, declarado de interés 
nacional por el artículo 63 de la ley N* 16,170, de 28 
de diciembre de 1990. 


Para los ejercicios 1993 y 1994 ei referido Proyecto 
tendrá un asignación presupuestal anual de $ 1:741.000 
(pesos uruguayos un millón setecientos cuarenta y un 
mil), equivalentes a U$S 500.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América quinientos mil), para cuyo fi- 
nanciamiento tendrá carácter prioritario en el procedí- 
miento autorizado por el artículo 57 de la ley N* 16.320, 
de 1* de noviembre de 1992, en la redacción dada por el 
artículo 20 de la presente ley. 


ARTICULO 29.- Fíjase en $ 1.540 (pesos uruguayos 
un mil quinientos cuarenta), la compensación mensual 
que por concepto de equipo perciben los oficiales gene- 
rales y oficiales superiores. 


Declárase que la referida compensación, así como el 
reintegro que por igual concepto percibe el Personal 
Superior no comprendido en el inciso anterior, tienen 
carácter salarial, de conformidad con la legislación vi- 
gente quedando, en consecuencia, a partir del 1* de ene- 
ro de 1994, sujetas a montepío. 


ARTICULO 30.- Fíjanse como Gastos de Represen- 
tación, sobre las retribuciones básicas y complementa- 
rias sujetas a montepío, excluidas la prima por antigúe- 
dad y la permanencia en el grado, en $ 801 (pesos 
uruguayos ochocientos uno), para los comandantes en 
jefe y en $ 412 (pesos uruguayos cuatrocientos doce), 
para los oficiales generales de las Fuerzas Armadas. 


ARTICULO 31.- Transfórmase en el Programa 001 
“Administración Central del Ministerio de Defensa Na- 
cional”, Subprograma 001 “Administración Superior”, 
Unidad Ejecutora 001 “Dirección General de Secretaría 
de Estado” un cargo Técnico 8 Administración Pública, 
escalafón B, grado 5, en Asesor 9 Médico Veterinario, 
escalafón A, grado 5. 


ARTICULO 33.- Facúltase al Poder Ejecutivo a 
extender lo previsto en los artículos 280 y 281 de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, a todo el 
personal del Area de Enfermería del Servicio de Sani- 
dad de las Fuerzas Armadas. 


ARTICULO 34.- Declárase por vía interpretativa del 
Capítulo I del Título 1 de la ley N* 16.333, de 1* de 
diciembre de 1992, que el Personal Superior que haya 
pasado a situación de excedencia, en virtud de lo previs- 
to en los artículos 78 a 90 de la ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, cuando pase a situación de retiro mili- 
tar se regirá por el régimen vigente en el momento en 
que se generó la situación de excedencia. 
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ARTICULO 35.- Declárase comprendido en las 
disposiciones del literal A) del artículo 9? de la 
ley N* 16.333, de 1* de diciembre de 1992, en la 
redacción dada por el artículo 1* de la ley N* 16.336, de 
9 de diciembre de 1992, al personal militar que pasó a 
situación de retiro en el período comprendido entre el 1* 
de enero y el 31 de marzo de 1990, 


ARTICULO 38, - Establécese la compensación otor- 
gada por el artículo 118 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, en los siguientes porcentajes: 


% 
Inspector general : 30 
Inspector principal 30 
Inspector mayor 30 
Comisario inspector 30 
Comisario 30 
Subcomisario 30 
Oficial principal 30 
Oficial ayudante 30 
Oficial subayudante 30 
Suboficial mayor 25 
Sargento 1ro, 25 
Sargento 25 
Cabo 25 
Agente de ]ra. - 20 
Agente de 2da. 20 
Cadete 20 


A partir del 1* de enero de 1994 la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 


Otórgase a los inspectores generales, inspectores prin- 
cipales e inspectores mayores una compensación men- 
sual sujeta a montepío de $ 1.540 (pesos uruguayos mil 
quinientos cuarenta), por concepto de equipo. 


ARTICULO 40. - Autorízase a elevar hasta el 4% 
(cuatro por ciento), el descuento dispuesto por el artícu- 
lo 86 de la ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 


ARTICULO 41. - Otórgase al Ministerio del Inte- 
rior, con destino al Centro de Terapia Intensiva del Hos- 
pital Policial, una partida de U$S 2:500.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América dos millones quinientos 
mil), para el ejercicio 1994, que se financiará con los 
recursos provenientes del abatimiento dispuesto por el 
artículo 69 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990. 


ARTICULO 42. - Extiéndese lo previsto en los 
artículos 280 y 281 de la ley N* 16.226, de 29 de ociu- 
bre de 1991, a todo el personal del Area de Enfermería 
de la Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


ARTICULO 46. - Autorízase a la Dirección General 
del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles 
del Estado a contratar, a término, por el régimen de 
arrendamiento de servicios, a personal que preste tareas 
en el Jardín Maternal para los hijos de los funcionarios 
pertenecientes al Ministerio de Economía y Finanzas, 
quienes no tendrán la calidad de funcionarios públicos. 
Los fondos para dichas contrataciones provendrán de lo 
recaudado por lo establecido en el numeral 2) del artícu- 
lo 207 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, en la redacción dada por el artículo 160, de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


ARTICULO 47. - Los funcionarios que cumplan ta- 
reas en la Unidad Ejecutora 011 “Secretaría Administra- 
tiva del Grupo Mercado Común” del Programa 011 
“Apoyo «a las tareas ejecutivas del Tratado de Asun- 
ción”, percibirán, hasta tanto comience a regir la nueva 
estructura de cargos y funciones, una compensación men- 
sual sujeta a montepío, por concepto de tareas especia- 
les. Los funcionarios que perciban dicha compensación 
deberán cumplir como mínimo un régimen de cuarenta 
horas semanales de labor. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a 
habilitar una partida anual de $ 430.000 (pesos urugua- 
yos cuatrocientos treinta mil), a fin de atender las eroga- 
ciones generadas por el cumplimiento de lo dispuesto en 
el inciso anterior. 


ARTICULO 48. - Facúltase al Poder Ejecutivo para 
disponer dentro de los ciento ochenta días de promulga- 
da la presente ley, las modificaciones necesarias a los 
efectos de racionalizar la estructura de cargos y contra- 
tos de función pública de la Unidad Ejecutora 005, “Di- 
rección General Impositiva”. 


Tales modificaciones no podrán causar lesión de de- 
rechos debiendo las regularizaciones que se dispongan 
preservar estrictamente las reglas de ascenso y la carrera 
administrativa cuando correspondiere. 


Las dotaciones básicas de cada cargo se correspon- 
derán con las tablas de sueldos fijadas por el artículo 26 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 


Los recursos presupuestales previstos para financiar 
el régimen del artículo 142 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, que se deja sin efecto, incrementa- 
rán a partir del 1* de enero de 1994 el crédito del Rubro 
0 de la Unidad Ejecutora 005 del Inciso 05 a los fines 
previstos en el inciso primero. 


El referido crédito no excederá a valores constantes 
del 1? de enero de 1992 la suma de $ 6:943.000 (pesos 
uruguayos seis millones novecientos cuarenta y tres mil) 
y cubrirá las erogaciones por todo concepto emergentes 
de la aplicación del inciso primero de este artículo. 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


Las racionalizaciones previstas tendrán vigencia des- 
de el 1* de enero de 1994, 


De todo lo actuado se dará cuenta a la Asamblea 
General. 


ARTICULO $51. - Autorízase al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores a utilizar por única vez, el monto exis- 
tente al 31 de diciembre de 1993, del producido regla- 
mentado por el artículo 283 de la ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, exclusivamente para instrumentar un Pro- 
grama de informatización aplicable a dicha Secretaría 
de Estado. 


ARTICULO 56. - Autorízase al Ministerio de Turis- 
mo a efectuar una reestructura de sus cuadros funciona- 
les, ta que deberá contar con la aprobación previa de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y la Contaduría Ge- 
neral de la Nación. 


La nueva estructura podrá financiarse con la totali- 
dad de las asignaciones presupuestales vigentes en el 
Rubro 0 del Programa 001, disponiendo, por resolución 
fundada del Ministerio de Turismo, las trasposiciones 
que sean necesarias, pudiendo habilitarse el Renglón 
0.6.1.304. 


Los Subrubros 01, 02 y 03 podrán ser reforzados en 
los importes que se consideren necesarios. 


ARTICULO 57. - Autorízase a la Dirección Nacio- 
nal de Transporte a cobrar hasta 5$ UR (cinco unidades 
reajustables), por los permisos, certificados o autoriza- 
ciones que expida. El destino de dichos fondos será el 
Tesoro de Obras Públicas (FIMTOP). 


Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi- 
ción. 


ARTICULO 58. - El Registro de Automotores no 
inscribirá transferencias de vehículos gravados por el 
Impuesto a los Ejes, creado por el artículo 15 de la ley 
N* 12.950, de 23 de noviembre de 1961, sin que se 
compruebe estar al día con el pago del impuesto. El 
escribano interviniente en la contratación a registrar, cer- 
tificará dicha situación. 


ARTICULO 63. - Modifícase el artículo 303 de ta ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, fijando en la 
suma equivalente a USS 900.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América novecientos mil), la transferencia en 
favor del Programa de Desarrollo de Ciencias Básicas. 
La misma deberá realizarse por duodécimos a lo largo 
de cada ejercicio. 


ARTICULO 64. - Los fondos resultantes de la apli- 
cación del literal B) del artículo 390 de la ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, en la redacción dada por el 
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artículo 269 de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 
1992, serán distribuidos mensualmente y en efectivo 
entre los funcionarios que presten efectivamente servi- 
cios en la Biblioteca Nacional. 


El Ministerio de Economía y Finanzas depositará 
mensualmente en la cuenta correspondiente al “Fondo 
de Promoción y Desarrollo de la Biblioteca Nacional” 
los recursos afectados por el inciso segundo del artículo 
337 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 


ARTICULO 68. - Facúltase al Poder Ejecutivo a 
crear la Fiscalía Letrada Departamental de Tacuarembó 
de Segundo Turno, la que actuará con los cometidos 
que le son asignados a los fiscales letrados departamen- 
tales, dentro de la jurisdicción de los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia de Tacuarembó. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a crear un cargo de 
Fiscal Letrado Departamental y un cargo Ab 06 Admi- 
nistrativo V, destinados a la Fiscalía Letrada Departa- 
mental que se crea por la presente ley. 


Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación determinará los turnos de las Fis- 
calías Letradas Departamentales y el criterio de redistri- 
bución de expedientes, todo lo cual será sin perjuicio de 
la homologación posterior por el Poder Ejecutivo. 


ARTICULO 69. - En todo documento que se pre- 
sente a inscribir en los registros públicos dependientes 
de la Dirección General de Registros, deberá consignar- 
se el número de cédula de identidad de los otorgantes u 
otro documento oficial identificatorio, si se tratare de 
otorgantes extranjeros, así como el número de inscrip- 
ción en el Registro Unico de Contribuyentes de la Di- 
rección General Impositiva cuando corresponda. 


ARTICULO 70. - El Registro Nacional de Actos 
Personales tomará razón de los embargos generales de 
derechos y demás medidas cautelares, siempre que se 
indique, en los oficios respectivos, nombres y apellidos 
completos y cédula de identidad de la persona a la que 
se refieren, u otros documentos idóneos en caso de ex- 
tranjeros. 


Respecto de las asociaciones civiles, sociedades y 
demás personas jurídicas se indicará nombre, tipo so- 
cial, domicilio y número de Registro Unico de Contri- 
buyentes, cuando corresponda. 


El Registro no admitirá dichos documentos si no 
constan todos los datos referidos, salvo orden del juez 
interviniente dictada por resolución fundada de la que 
se deberá dejar constancia en el oficio respectivo, en 
cuyo caso deberán aportarse otros datos identificatorios, 
tales como nombre del cónyuge, edad, profesión u ofi- 
cio, domicilio, credencial cívica u otro documento ofi- 
cial de la persona a quien afecte la medida. 
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En el caso de embargos de cualquier especie, deberá 
indicarse además, el monto reclamado o el derecho que 
se pretende tutelar con la medida cautelar. 


El Ministerio del Interior, por intermedio de la Di- 
rección Nacional de Identificación Civil, proporcionará 
a los profesionales abogados, escribanos o procuradores, 
debidamente acreditados, los nombres y apellidos, nú- 
mero de cédula de identidad de las personas que les 
sean requeridos, para presentarlo como medida prepara- 
toria, en juicio iniciado o a iniciarse, o con otra finali- 
dad e interés igualmente legítimo. El Poder Ejecutivo 
reglamentará el procedimiento correspondiente y la tasa 
a abonarse por cada solicitud de información. 


ARTICULO 71. - Sustitúyese el literal A) del artícu- 
lo 32 de la ley N* 10.793, de 25 de setiembre de 1946, 
por el siguiente: 


“A) Los embargos de bienes raíces determinados, 
debiendo indicarse en el oficio que ordena la inscrip- 
ción los siguientes datos: número de padrón, zona, loca- 
lidad o sección catastral, según corresponda, y tratándo- 
se de propiedad horizontal, número de unidad, plano de 
fraccionamiento con indicación del nombre del agri- 
mensor, del número y de la fecha de inscripción, y del 
block y de la torre en su caso”. 


ARTICULO 72. - Sustitúyense los numerales III) y 
IV) del artículo 153 del título VIII de la ley N* 12.804, 
de 30 de noviembre de 1960, en la redacción dada por 
el artículo 10 de la ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 
1961, por los siguientes: 


“IID) Nombres y apellidos y números de cédula de 
identidad de los herederos, legatarios y cónyuge supérs- 
tite, según corresponda y fecha del auto de declaratoria 
correspondiente. 1 


1V) Departamento, localidad o sección catastral, se- 
gún corresponda, número de padrón y, si los hubiere, 
datos del plano (fecha, nombre del agrimensor y núme- 
ro de inscripción), o plano Proyecto de fraccionamiento, 
en su caso, superficie, extensión del frente y número de 
Puerta, si lo tuviere, de los inmuebles denunciados”. 


ARTICULO 73. - Autorízase a la Dirección General 
del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles 
del Estado y a la Dirección General de Registros ac- 
tuando conjuntamente, a establecer subdivisiones terri- 
toriales en cada departamento, que se denominarán Sec- 
ciones o Localidades Catastrales, para lo cual diagrama- 
rán un plano con determinación de dichas secciones y 
localidades, así como su correspondencia con parajes 
existentes actualmente. 


En zona rural, toda referencia legal o reglamentaria 
establecida para la individualización de bienes inmue- 


bles referida a Secciones Judiciales, deberá efectuarse 
en relación a las secciones catastrales, y en zona urbana 
y suburbana, toda referencia a parajes deberá efectuarse, 
a la localidad catastral. 


La Dirección del Catastro Nacional deberá incluir 
preceptivamente en las cédulas que expida, la sección o 
localidad catastral a la que corresponde el padrón solici- 
tado. 


La Dirección General de Registros establecerá la com- 
petencia o jurisdicción territorial de sus distintas ofici- 
nas, en base a la nueva organización catastral. 


ARTICULO 74. - El Registro Nacional de la Propie- 
dad no inscribirá los instrumentos que se presenten en 
sus secciones correspondientes por los que se reconozca, 
modifique, transfiera, declare o extinga el dominio so- 
bre bienes inmuebles, el usufructo, uso, habitación, ser- 
vidumbre y cualquier desmembramiento del dominio, 
así como las promesas de compraventa sobre los mis- 
mos que refieran a solares o fracciones de padrones en 
mayor área. 


Sólo se procederá a la inscripción en caso que la 
Dirección General del Catastro Nacional y Administra- 
ción de Inmuebles del Estado deje constancia por escri- 
to que no es posible el empadronamiento individual. 


En todo caso en que se verifique mutación del nú- 
mero de padrón, deberá consignarse en la cédula catas- 
tral correspondiente, así como en los instrumentos res- 
pectivos, la referencia al número de padrón anterior. 


Simultáneamente a la inscripción de un plano de 
fraccionamiento o reparcelamiento, la Dirección Gene- 
ral del Catastro Nacional y Administración de Inmue- 
bles del Estado procederá preceptivamente a adjudicar a 
cada solar o fracción, su correspondiente número de pa- 
drón. : 


ARTICULO 75. - Sustitúyese el artículo 29 de la ley 
N? 8.733, de 17 de junio de 1931, por el siguiente: 


“ARTICULO 29. - Los efectos de la inscripción ca- 
ducarán de pleno derecho a los diez años de efectuada. 


No obstante la parte promitente compradora podrá 
solicitar su reinscripción, por períodos de cinco años, y 
hasta dos veces, previamente al vencimiento del plazo 
original o prórroga que corriere, acompañando testimo- 
nio notarial de protocolización preceptiva de la misma y 
ficha registral; a cuyos efectos es de aplicación lo dis- 
puesto en el artículo 2* de la ley N* 3.003, de 24 de 
noviembre de 1905, 


Vencido el plazo original o prórroga que corriere, la 
parte promitente compradora podrá volver a inscribir la 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


promesa, con carácter de nueva inscripción, por perío- 
dos de cinco años, y hasta por dos veces, mediante la 
presentación de testimonio de su protocolización pre- 
ceptiva y ficha registral correspondiente. 


Esta facultad alcanzará a los promitentes comprado- 
res de promesas cuya caducidad se verifique a partir de 
la vigencia de la presente ley, y a las que hayan caduca- 
do con anterioridad a esa fecha”. 


ARTICULO 76. - A los efectos de las reinscripcio- 
nes en los Registros Nacional de la Propiedad y de Ac- 
tos Personales, el plazo respectivo se computará desde 
el día siguiente al del vencimiento del plazo original o 
de las sucesivas prórrogas que corrieren. 


ARTICULO 77. - El Registro Público y General de 
Comercio no inscribirá los actos y contratos modificati- 
vos y extintivos relativos a sociedades comerciales sin 
que conste en los mismos el número de inscripción en el 
Registro Unico de Contribuyentes de la Dirección Gene- 
ral Impositiva. 


ARTICULO 78. - Derógase el artículo 508 de la ley 
N? 16.320, de 1? de noviembre de 1992. 


ARTICULO 79. - Declárase, a los efectos interpreta- 
tivos, que el porcentaje afectado por el artículo 337 de 
la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, al Minis- 
terio de Educación y Cultura debe ser transferido en 
forma íntegra, no siendo de anticación, en este caso, lo 
dispuesto por el artículo 594 de la ley N” 15.903, de 10 
de noviembre de 1987. 


Asígnase al Fondo de Promoción y Desarrollo de la 
Biblioteca Nacional, el 1% (uno por ciento), de las su- 
mas que el Estado obtenga por concepto de impuestos a 
los premios y billetes de lotería, apuestas de quiniela, 
tómbola y 5 de oro y de todo otro que se creare sobre 
juegos, suertes, rifas o similares que se autoricen en el 
futuro, 


ARTICULO 81. - Agrégase al artículo 392 de la ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, el siguiente 
literal: 


“G) Creación de un Banco de Datos Electró- 
nico en materia jurídica de toda la legislación 
nacional, cuya informaciór: será liberada al usua- 
rio en general”. 


ARTICULO 83. - Los integrantes del Cuerpo de Baile 
del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Es- 
pectáculos (SODRE), que tengan una actividad en el 
Organismo no inferior a veinticinco años, continua o 
alternada tendrán derecho a jubilación conforme a lo 
dispuesto por el artículo 382 de la ley N* 14.106, de 14 
de marzo de 1973, percibiendo como asignación de pa- 
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sividad el promedio mensual del total de sus remunera- 
ciones en concepto de sueldos y compensaciones recibi- 
das en el último año de labor. 


ARTICULO 84. - El Tribunal de Cuentas y sus De- 
legados, así como la Contaduría General de la Nación, 
sólo intervendrán y darán curso en su caso, a las plani- 
llas de gastos de los organismos a que refiere el artículo 
66 de la ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, 
previa verificación de que los mismos han imputado al 
Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectá- 
culos (SODRE), el porcentaje establecido en la citada 
norma legal. 


En caso que, por incumplimiento de la obligación 
que establece dicha norma, el Tribunal de Cuentas o la 
Contaduría General de la Nación no intervengan las pla- 
nillas de gastos indicadas en el inciso anterior, dichos 
gastos no podrán efectuarse. 


Las empresas de publicidad que tengan a su cargo 
campañas publicitarias de organismos estatales, deberán 
cumplir la disposición del artículo 66 de la ley N* 13.318, 
de 28 de diciembre de 1964. De no hacerlo, no podrán 
ser contratados nuevamente por cualesquiera de dichos 
organismos. 


ARTICULO 85. - Equipárase la remuneración de los 
integrantes del elenco de radioteatro del Servicio Oficial 
de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE), 
con las de los integrantes del Coro del Organismo. 


ARTICULO 86. - Establécese que el porcentaje 
referido en el inciso segundo del artículo 61 de la ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, destinado a 
financiar obras civiles y equipamiento del Estudio Audi- 
torio, incluyendo anexos de carácter cultural, será hasta 
el 60% (sesenta por ciento). 


ARTICULO 87. - Increméntase el monto del im- 
puesto “Servicios Registrales” establecido en el artículo 
270 de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992 en 
un 20% (veinte por ciento), para cada una de las tasas. 


El 100% (cien por ciento) del producido de lo dis- 
puesto en el inciso anterior, una vez deducido el costo 
de impresión y distribución de los timbres y la comisión 
de los distribuidores, será transferido a la Secretaría del 
Ministerio de Educación y Cultura, y será destinado a 
incrementar en igual porcentaje, las retribuciones per- 
manentes sujetas a montepío con excepción de la prima 
por antigiledad de los funcionarios de las Unidades Eje- 
cutoras: Fiscalías de Gobierno de Primer y Segundo Tur- 
no, Dirección General de Registros, Fiscalías de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, Procuraduría del Es- 
tado en lo Contencioso Administrativo y Dirección Ge- 
neral del Registro de Estado Civil de las Personas, equi- 
parados a los escalafones II a VI del Poder Judicial. 
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La retribución establecida en el artículo 134 para los 
escalafones II al VI del Poder Judicial no será conside- 
rada para el cálculo de las equiparaciones de los funcio- 
narios de las unidades mencionadas. 


ARTICULO 88. - Transfórmanse los cargos de fis- 
cales letrados de lo Civil de 17%, 18%, 19 y 20* Turno, 
en fiscales letrados de lo Penal de 9%, 10%, 11% y 122 
Turno. 


ARTICULO 89. - Transfórmanse las actuales Fisca- 
lías Letradas de lo Civil de 17%, 18, 19* y 20? Turno, en 
las Fiscalías Letradas de lo Penal de 9%, 10%, 11* y 122 
Turno, con los cometidos asignados a sus similares exis- 
tentes de 1% a 8% Turno. 


ARTICULO 9. - Créase la Fiscalía Letrada Depar- 
tamental de Río Branco, la que actuará con los cometi- 
dos que les son asignados a las Fiscalías Letradas De- 
partamentales, dentro de la jurisdicción del Juzgado Le- 
trado Departamental de Primera Instancia de la ciudad 
de Río Branco. 


Creánse un cargo de fiscal letrado departamental y 
un cargo de administrativo 1V, destinados a la Fiscalía 
Letrada Departamental que por el presente artículo se crea. 


ARTICULO 91. - Créase la Fiscalía Letrada Depar- 
tamental de Chuy, la que actuará con los cometidos que 
les son asignados a las Fiscalías Letradas Departamenta- 
les, dentro de la jurisdicción del Juzgado Letrado De- 
partamental de Primera Instancia de la ciudad de Chuy. 


-  Créanse un cargo de fiscal letrado departamental y 
un cargo de administrativo IV, destinados a la Fiscalía 
Letrada Departamental que por el presente artículo se crea. 


ARTICULO 93. - Otórgase a los funcionarios del 
Ministerio de Salud Pública, con exclusión de los cargos 
políticos, de particular confianza, funciones incluidas en 
la nómina del artículo 7* de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992 y quienes perciban los beneficios 
establecidos por el artículo 305 de la ley N* 16,320, de 
1% de noviembre de 1992, una compensación mensual 
del 6,95% (seis con noventa y cinco por ciento). 


Dicha compensación se calculará a valores de 31 de 
diciembre de 1992 más los aumentos dispuestos para el 
Inciso 12 a partir del 1? de mayo de 1993 sobre: 

A) Sueldo básico. 

B) Compensación máxima al grado. 


C) Artículo 278 de la ley N* 16.226, de 29 de octu- 
bre de 1991. 


D) Decreto 203, de 12 de mayo de 1992, 


Otórgase a los funcionarios presupuestados, contra- 
tados y eventuales del Ministerio de Salud Pública que 
revistan en los Escalafones A, B, D, E y F, las siguien- 
tes compensaciones mensuales: 


Grado Importe 
Ss 
02 307,36 
03 274,13 
04 253,75 
05 227,95 
06 188,52 
07 163,99 
08 150,25 
09 131,23 
10 100,77 
11 61,91 
12 72,15 
13 64,85 
14 60,26 
15 37,15 
16 53,00 


ARTICULO 95. - Transfiérese al Banco Nacional de 
Organos y Tejidos del Ministerio de Salud Pública una 
partida, por única vez, de U$S 30.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América treinta mil), con destino a la 
adquisición de los complementos de los equipos del sis- 
tema de computación ya instalado, para permitir co- 
nexión, mediante red “Urupac”, de los diecinueve hos- 
pitales departamentales con el registro central con cargo 
a las economías del artículo 11 de la presente ley. 


ARTICULO 96. - Refuérzase el Renglón 0.3.4.333 
en la cantidad necesaria a fin de incrementar las remu- 
neraciones de las cuidadoras de ancianos, internas y ex- 
ternas, del Hospital Piñeyro del Campo para que perci- 
ban el equivalente a lo que cobran los integrantes del 
último grado del escalafón de Servicios del Ministerio 
de Salud Pública, debiendo desempeñarse las tareas en 
la misma cantidad horaria. 


ARTICULO 97. - Incorpóranse los Escalafones “C” 
y “R” a los escalafones mencionados en el artículo 281 
de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


ARTICULO 98. - Modifícase el artículo 286 de la ley 
N? 16.226, de 29 de octubre de 1991, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 286. - De las economías que se pro- 
duzcan en los Centros de Tratamiento Intensivos del 
sistema CTI del Ministerio de Salud Pública como con- 
secuencia de la no contratación con terceros del servicio 
del CTI, se utilizará el 75% (setenta y cinco por ciento), 
para incrementar las retribuciones del personal del Mi- 
nisterio de Salud Pública. 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


Las economías se determinarán por la diferencia en- 
tre el monto de la contratación y los costos de servicios, 
incluidas las amortizaciones”. 


ARTICULO 99. - Agrégase al artículo 327 de la 
ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, como ter- 
cer inciso, el siguiente: 


“Con cargo a este Fondo se atenderán los viá- 
ticos a ser percibidos por la delegación de los 
trabajadores ante la Junta Nacional de Empleo. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
reglamentará esta disposición”. 


ARTICULO 101. - Establécese que, de acuerdo al 
reordenamiento de competencias dispuestas para el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, el Programa 010, 
“Estudio, Coordinación, Contralor, Evaluación y Segui- 
miento de las Políticas de Comercialización” a aplicar 
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Unidad 
Ejecutora 010, “Dirección Nacional de Comercio”, inte- 
gra el Inciso 13 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


ARTICULO 102. - Los ingresos extrapresupuestales 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se afecta- 
rán de la siguiente manera: 


a) un 25% (veinticinco por ciento), para gastos de 
funcionamiento; 


b) un 35% (treinta y cinco por ciento), para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 442 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990; 


c) un 40% (cuarenta por ciento), con destino a lo 
establecido por el artículo 294 de la ley N? 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, en el cual queda in- 
cluido el importe correspondiente a los aportes 


patronales, 


ARTICULO 103. - Los funcionarios de la Dirección 
Nacional de Comercio percibirán un complemento por 
equiparación, equivalente a lo percibido por los fun- 
cionarios del Inciso 13, “Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social”, por concepto de “Fondo de Participa- 
ción”, en virtud de lo establecido por el artículo 294 
de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 y artículo 
439 de la ley N" 16.320, de 2* de noviembre de 1992 
inciso 2*, literal B), que se financiará con ingresos del 
giro comercial de la Unidad Ejecutora 010, “Dirección 
Nacional de Comercio”. 


Quedan exceptuados dichos funcionarios de percibir 
lo dispuesto por los artículos mencionados anteriormente. 


ARTICULO 105. - Autorízase a la Suprema Corte 
de Justicia a realizar un Programa con financiamiento 
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extemo, correspondiente a la solicitud de préstamo ges- 
tionada ante el Banco Interamericano de Desarrollo, 
Proyecto “Fortalecimiento de Area Social”, UR-0087, 
por $ 8:705.000 (pesos uruguayos ocho millones sete- 
cientos cinco mil), equivalentes a USS 2:500.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América dos millones qui- 
nientos mil), de los cuales $ 1:741.000 (pesos urugua- 
yos un millón setecientos cuarenta y un mil), correspon- 
den a la contrapartida nacional. 


Dicho Programa tendrá una asignación presupues- 
tal para 1994 de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatro- 
cientos diecisiete mil ochocientos cuarenta), equiva- 
lentes a U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo a Ren- 
tas Generales y $ 1:671.360 (pesos uruguayos un millón 
seiscientos setenta y un mil trescientos sesenta), equiva- 
lentes a U$S 480.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatrocientos ochenta mil), financiada con car- 
go a Endeudamiento Externo. 


ARTICULO 106. - Otórgase una partida de $ 1:463.000 
(pesos uruguayos un millón cuatrocientos sesenta y tres 
mil), la que se destinará a nivelar las retribuciones de 
los funcionarios. 


ARTICULO 108. - El ministro de Feria tendrá, en 
inateria administrativa, las facultades del presidente de 
la Corporación. 


ARTICULO 109. - En los asuntos relativos al con- 
tencioso anulatorio, a que refieren el llamado Acto Ins- 
titucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, las leyes 
Nos. 9.940, de 2 de julio de 1940, 10.062, de 15 de 
octubre de 1941, 12,128, de 13 de agosto de 1954, y 
el decreto-ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984, con- 
cordantes y modificativas, de competencia de los Tri- 
bunales de Apelaciones en lo Civil, así como en los 
relativos a la acción de amparo, establecidos en la ley 
N?* 16.011, de 19 de diciembre de 1988, la determina- 
ción del turno del respectivo Tribunal, se fijará por el 
sistema aleatorio y computarizado de distribución. 


ARTICULO 110. - Declárase, por vía interpretativa, 
que lo dispuesto en el artículo 386 de la ley N* 16.320, 
de 1* de noviembre de 1992, está vigente desde el 1? de 
enero de 1993 respecto a los funcionarios secretarios 
letrados (abogado) II y IV existentes al 30 de junio de 
1992. 


ARTICULO 111. - Sustitúyese el artículo 119 
de la ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 119. - Para ser secretario de los 
Tribunales de Apelaciones se requiere tener vein- 
ticinco afíos de edad y ser abogado o escribano. 
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Serán designados por la Suprema Corte de 
Justicia entre los secretarios de los jueces, los 
actuarios de los Juzgados Letrados y actuarios 
adjuntos de Juzgados Letrados o actuarios de Juz- 
gados de Paz a que refiere el artículo 470 de la 
key N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990". 


ARTICULO 112. - Agrégase al artículo 209 
de la ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988, el 
siguiente inciso: 


“Sin perjuicio de la facultad de los jueces 
suplentes o subrogantes de dictar sentencia en las 
sedes que subroguen, sólo relevarán necesaria- 
mente al titular de su deber de dictar sentencia 
definitiva, en aquellos casos en que, por licencia, 
ocupen el cargo por período superior a treinta 
días y siempre que hayan intervenido en la au- 
diencia preliminar y, en su caso, en la comple- 
mentaria de la causa que se trate”. 


ARTICULO 113. - Facúltase a la Suprema Corte de 
Justicia a instalar, por resolución fundada y comunican- 
do al Poder Ejecutivo y a la Asamblea General, Juzga- 
dos de Paz determinando su categoría en zonas que, por 
su importancia y volumen de trabajo, así lo requieran. 


ARTICULO 114. - Los Juzgados de Paz, cualquiera 
sea su categoría, serán competentes para entender en 
primera instancia en los juicios en materia laboral cuya 
cuantía no exceda de $ 8.000 (pesos uruguayos ocho 
mil), monto que se actualizará conforme con lo dispues- 
to por los artículos 50 de la ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, y 321 de la ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


En segunda instancia conocerán los Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia con competencia «en materia 
laboral que correspondan por razón de tumo y territorio. 


La Suprema Corte de Justicia determinará la fecha 
de vigencia de esta competencia en los departamentos o 
zonas que así lo requieran de acuerdo al artículo 332 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


ARTICULO 115. - Transfórmanse tres cargos de juez 
de Paz de Ciudad en tres cargos de juez de Paz Departa- 
mental del Interior o juez de Paz Departamental del 
Interior suplente, facultándose a la Suprema Corte de 
Justicia a asignar el destino de los mismos. 


ARTICULO 116. - Suprímese al vacar el carácter de 
particular confianza de los cargos de secretario letrado 
administrativo, director general y subdirector general de 
los Servicios Administrativos tel Poder Judicial. 


ARTICULO 118. - Las retribuciones del director ge- 
neral de los Servicios Administrativos y subdirector ge- 


neral de los Servicios Administrativos serán equivalen- 
tes a las que perciben, por todo concepto, los jueces 
letrados de Primera Instancia de la Capital y los jueces 
letrados de Primera Instancia del Interior, respectiva- 
mente, si en este último caso el titular se encuentra en 
régimen de dedicación total o exclusiva. Si no fuere así, 
la remuneración será del 83,33% (ochenta y tres con 
treinta y tres por ciento), de la retribución de los jueces 
letrados de Primera Instancia del Interior. 


Deróganse a estos efectos y exclusivamente para es- 
tos cargos todas las disposiciones que se opongan a lo 
establecido en el inciso anterior, 


ARTICULO 119. - Establécese que la retribución 
complementaria por alta especialización a que refiere el 
artículo 477 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, será del 25% (veinticinco por ciento), de las retri- 
buciones permanentes sujetas a ei excluida la 
prima por antigiledad. 


ARTICULO 120. - Para acceder a cargos vacantes 
de defensores de oficio, tendrán preferencia los procura- 
dores del Poder Judicial que posean título de abogado. 


ARTICULO 121. - Créanse los siguientes cargos en 
los Programas que se indican: 


Programa Escalafón Grado 


001 - “Administración Superior de Justicia 


y Superintendencia General” 

3 actuario adjunto suplente IT 12 

3 chofer vI 7 
003 - “Administración de Justicia a Nivel 

de Juzgados del Interior” 

30 oficial alguacil v 10 
004 - “Servicios Conexos y de Apoyo a la 

Administración de Justicia” 

2 defensor de oficio interior n 13 

8 médico forense (con destino 

al interior) 1 12 

2 médico forense suplente (con 

destino al interior) tl 12 

$5 médico psiquiatra (con destino 

al interior) II 12 

2 químico farmacéutico (ITF) n 12 

2 asesor contador (ITF) Il 11 

$ inspector asistente social (con 

destino al interior) U 10 


Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial o con personal decla- 
rado excedente. 


ARTICULO 122. - Créanse un cargo de director del 
Centro de Cómputos, Escalafón II, Grado 15, un cargo 
de subdirector del Centro de Cómputos, Escalafón II, 


1* de Octubre de 1993 


1% de Octubre de 1993 


Grado 14, un cargo de director de Capacitación en In- 
formática, Escalafón II, Grado 13 y un cargo de técnico 
en Electrónica, Escalafón IV, Grado 10. 


Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial o con personal decla- 
rado excedente y, en su defecto, con personas que ya 
revistan la calidad de funcionarios públicos. 


ARTICULO 123. - Agrégase al artículo 135 
de la ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, el 
siguiente inciso: 


“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, la 
Suprema Corte de Justicia podrá proveer hasta ciento 
veinte cargos de administrativo VI y hasta cincuenta de 
auxiliar III, los que serán designados entre funcionarios 
del Poder Judicial o funcionarios públicos que hayan 
sido declarados excedentes”. 


ARTICULO 124, - Asígnase una partida anual de 
$ 17.000 (pesos uruguayos diecisiete mil), a fin de 
compensar a los funcionarios que desempeñan tareas de 
chofer al servicio directo de los señores ministros de la 
Suprema Corte de Justicia, la que se distribuirá de acuer- 
do a la reglamentación que dicte la Suprema Corte de 
Justicia. 


ARTICULO 125. - Increméntase la partida creada 
por el inciso tercero del artículo 341 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, en $ 300.000 (pesos urugua- 
yos trescientos mil). 


ARTICULO 126. - Sustitúyese el inciso primero del 
artículo 385 de la ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 
1992, por el siguiente: 


“Los funcionarios que ocupen cargos en el 
Poder Judicial y los incluidos en los Escalafones 
A y B en el Programa 008 “Asesoramiento Letra- 
do a la Administración Pública” y en el Programa 
010 “Ministerio Público y Fiscal” del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura” percibirán 
la extensión horaria a cuarenta horas semanales y 
el 60% (sesenta por ciento), por cumplir sus ta- 
reas en régimen de dedicación exclusiva, calcula- 
do sobre las retribuciones sujetas a montepío co- 
rrespondientes a dicho régimen horario. Quedan 
excluidos de lo dispuesto precedentemente los fun- 
cionarios a que refiere el artículo 388 de la pre- 
sente ley”. 


ARTICULO 127. - Sustitúyese el artículo 317 
de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 317. - Los funcionarios de los 
Escalafones ll a VI, con excepción de los inclui- 
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dos en el artículo 311 de la ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, en la redacción dada por el * 
artículo 388 de la ley N* 16,320, de 1* de no- 
viembre de 1992, que durante tres meses conse- 
cutivos demuestren tener una especial asiduidad, 
de acuerdo a la reglamentación que, a tales efec- 
tos dicte la Suprema Corte de Justicia, percibi- 
rán, durante dicho lapso, una compensación a la 
asiduidad equivalente al 10% (diez por ciento), 
del total de sus remuneraciones permanentes de 
naturaleza salarial. Sin perjuicio de otras situa- 
ciones que prevea la reglamentación a dictarse, 
en ningún caso tendrán derecho quienes hayan 
gozado de licencias especiales de acuerdo a lo 
dispuesto en el Capítulo IX de la ley N* 16.104, 
de 23 de enero de 1990, o hayan registrado ina- 
sistencias, sean éstas justificadas o no”. 


ARTICULO 128. - Todo bien mueble depositado, 
por orden de cualquier Tribunal, en el Depósito Judicial 
de Bienes Muebles o en depósitos pertenecientes a orga- 
nismos públicos o privados, será rematado trimestral- 
mente en el caso que se cumplieran las siguientes con- 
diciones: 


A) Que estuviere depositado por uno o más afios. 


B) Que estuviere paralizado el expediente por el pla- 
+ zo de más de un año. 


C) Que se tratare de efectos de difícil conservación 
cualquiera fuera el tiempo de depósito. A los 
efectos de acreditar este extremo, el depositario 
dará cuenta al Depósito Judicial de Bienes Mue- 
bles, quien recabará sobre el particular las peri- 
cias que considere del caso, de todo lo cual se 
dará conocimiento al juez de la causa. 

4 

D) Los hallazgos, vencidos los plazos acordados en 
los artículos 725 y siguientes del Código Civil, 


En todos los casos deberá notificarse con la suficien- 
te antelación al Tribunal que ordenó el depósito, proce- 
diendo al remate si no mediare oposición antes de trein- 
ta días de la fecha fijada al efecto. 


ARTICULO 129, - Los rematadores serán designa- 
dos por los Tribunales respectivos, de acuerdo a las 
disposiciones vigentes en la materia. Esta designación 
se hará saber a los depositarios mencionados en el 
artículo anterior. 


En caso de no poder individualizar el Juzgado o 
autoridad competente a cuya disposición se encuentren 
los bienes depositados, éstos serán rematados por el De- 
pósito Judicial de Bienes Muebles, siendo el rematador 
designado por la Dirección General de los Servicios 
Administrativos. 
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ARTICULO 130. - El producido del remate, previa 
deducción de los gastos de comisión correspondientes, 
será depositado en el Banco Hipotecario del Uruguay a 
la orden del Juzgado y bajo el rubro de los autos corres- 
pondientes o, en el caso del inciso segundo del artículo 
anterior, a la orden de la Suprema Corte de Justicia. 


El monto de las comisiones debidas al Depósito Ju- 
dicial de Bienes Muebles, depositado en la cuenta perti- 
nente del Banco Hipotecario del Uruguay, será conside- 
rado fondo extrapresupuestal de libre disponibilidad del 
Poder Judicial. 


ARTICULO 131. - La Suprema Corte de Justicia 
establecerá por Acordada los aspectos operativos que 
permitan la aplicación de los artículos 128, 129 y 130 de 
la presente ley. 


ARTICULO 132. - Derógase el artículo 461 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


ARTICULO 133. - Créase, a valores de 1* de enero 
de 1993, una tasa de $ 20 (pesos uruguayos veinte), que 
se reajustará el 19 de enero de 1994 por la variación del 
Indice de Precios al Consumo (IPC), durante el año 
1993, a ser recaudada por el Poder Judicial, que gravará 
los siguientes actos: las peticiones de citación a conci- 
liación; la presentación de escritos de demandas y con- 
testaciones de demandas; la presentación de escritos de 
apelaciones y contestaciones de apelaciones; la presen- 
tación de escritos de transacciones para su homologa- 
ción judicial; la presentación de escritos de desistimien- 
tos; la presentación de escritos con recursos de casación 
y contestaciones de dicho recurso; la presentación de 
escritos de intimaciones de pago; escritos de diligencias 
preparatorias y medidas cautelares; y el primer escrito 
de los asuntos de jurisdicción voluntaria. El monto de 
dicha tasa deberá ser actualizado cuatrimestralmente de 
acuerdo al Índice de Precios al Consumo (IPC), a partir 
del 1* de enero de 1994, 


La tasa prevista en el inciso precedente entrará en 
vigencia en la fecha de promulgación de la presente ley. 


Quedan excluidas de la aplicación de esta tasa, en lo 
pertinente, las actuaciones establecidas en el artículo 
364 de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 


ARTICULO 135. - Increméntanse los Rubros 2, “Ma- 
teriales y Suministros”, en $ 80,000 (pesos uruguayos 
ochenta mil), 3, “Servicios no personales”, en $ 128.000 
(pesos uruguayos ciento veintiocho mil), y 9, “Asigna- 
ciones Globales”, en $ 12.000 (pesos uruguayos doce 
mil), a valores de 1* de enero de 1993. 


ARTICULO 136. - Increméntanse los proyectos de 
inversión en $ 240.000 (pesos uruguayos doscientos cua- 
renta mil), a valores de 1? de enero de 1993, 


ARTICULO 137. - Transfórmase al vacar un cargo 
de secretario general, Escalafón “C”, Grado 14, en un 
cargo de secretario general, Escalafón “A”, Grado 15. 


Créase un cargo de director de Secretaría, Escalafón 
“C”, Grado 14. 


ARTICULO 138. - Transfórmanse tres cargos de ayu- 
dante técnico, Escalafón “D”, Grado 5, en tres cargos de 
técnico 1 - contador, Escalafón “A”, Grado 11; dos car- 
gos de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 7, en 
dos cargos de técnico I - contador, Escalafón “A”, Gra- 
do 11; un cargo de ayudante técnico, Escalafón “B”, 
Grado 7, en un cargo de técnico 1 - abogado, “Escalafón 
“A”, Grado 11; cuatro cargos de ayudante técnico, Es- 
calafón “B”, Grado 7, en cuatro cargos de técnico I - 
escribano, Escalafón “A”, Grado 11; dos cargos de ad- 
ministrativo I, Escalafón “C”, Grado 8, en dos cargos de 
técnico I - escribano, Escalafón “A”, Grado 11; un car- 
go de administrativo III, Escalafón “C”, Grado 6, en un 
cargo de técnico I - escribano, Escalafón “A”, Grado 11, 
y un cargo de bibliotecólogo, Escalafón ““B”, Grado 10, 
en un cargo de bibliotecólogo, Escalafón “A”, Grado 
10. 


ARTICULO 139. - Transfórmanse diecinueve car- 
gos de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 7, en 
diez cargos de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 
9 y nueve cargos de ayudante técnico, Escalafón “B”, 
Grado 10; diecinueve cargos de administrativo V, Esca- 
lafón “C”, Grado 4, en diecinueve cargos de administra- 
tivo III, Escalafón “C”, Grado 6; treinta y ocho cargos 
de administrativo 111, Escalafón *C”, Grado 6, en treinta 
y ocho cargos de administrativo 1, Escalafón “C”, Grado 
8; cincuenta y ocho cargos de ayudante técnico, Escala- 
fón “D”, Grado 5, en veintiocho cargos de ayudante 
técnico, Escalafón “D”, Grado 7 y treinta cargos de 
ayudante técnico, Escalafón “D”, Grado 8; un cargo de 
intendente Escalafón “F”, Grado 8, en un cargo de in- 
tendente, Escalafón “F”, Grado 10; dos cargos de subin- 
tendente, Escalafón “F”, Grado 7, en dos cargos de su- 
bintendente, Escalafón “F”, Grado 9; un cargo de encar- 
gado 1, Escalafón “F”, Grado 6, en un cargo de encarga- 
do 1, Escalafón “F”, Grado 8, seis cargos de encargado 
li, Escalafón “F”, Grado 5, en seis cargos de encargado 
II, Escalafón “F”, Grado 7; cuatro cargos de auxiliar de 
servicio, Escalafón ““F”, Grado 4, en cuatro cargos de 
auxiliar de servicio, Escalafón “F”, Grado 6; cuatro car- 
gos de chofer, Escalafón “F”, Grado 4, en cuatro cargos 
de chofer, Escalafón “F”, Grado 6; cuatro cargos de 
auxiliar de servicio, Escalafón “F”, Grado 3, en cuatro 
cargos de auxiliar de servicio, Escalafón “F”, Grado $; 
cuatro cargos de auxiliar de servicio, Escalafón “F”, 
Grado 2, en cuatro cargos de auxiliar de servicio, Esca- 
lafón “F”, Grado 4, y cuatro cargos de auxiliar de servi- 
cio, Escalafón “F”, Grado 1, en cuatro cargos de auxi- 
liar de servicio, Escalafón “F”, Grado 3. 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


ARTICULO 140. - Transfórmanse dieciséis cargos 
de ayudante técnico, Escalafón “D”, Grado 5, contrata- 
do, en dieciséis cargos de ayudante técnico, Escalafón 
*“D”, Grado 5, presupuestado; un cargo de ayudante téc- 
nico, Escalafón ““B”, Grado 7, contratado, en un cargo 
de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 7, presu- 
puestado; un cargo de técnico 1 - abogado, Escalafón 
“A”, Grado 11, contratado, en un cargo de técnico 1 - 
abogado, Escalafón “A”, Grado 11, presupuestado, y un 
cargo de administrativo V, Escalafón “C”, Grado 4, con- 
tratado, en un cargo de administrativo V, Escalafón “C”, 
Grado 4, presupuestado. 


ARTICULO 141. - Auméntase en un 30% (treinta 
por ciento), las remuneraciones de carácter permanente 
de los funcionarios del Tribunal de Cuentas de los Esca- 
lafones “A”, “B”, “C”, “D” y “F”. 


ARTICULO 146. - Fíjase una retribución adicional 
sobre las remuneraciones básicas y complementarias su- 
jetas a montepío, excluida la prima por antigiledad, en 
base a la siguiente escala: 


Escalafón — Grado Cargo % 


16 director de departamento contador 40 
15 subdirector de departamento contador 40 


A 
A 
B 15 ingeniero en computación 40 
A 14 abogado asesor jefe 40 
Cc 14 director de departamento 40 
C 14 jefe de sección OED I 40 
A 13 asesor l escribano 40 
C 13 subdirector de departamento y 

secretario de la ONE 40 
C 13 secretario OED I 40 
Cc 12 jefe de sección OED H 20 
Cc 11 jefe de sección OED MI 20 
Cc 1 secretario OED HI 20 
Cc 10 secretario OED TH 20 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


ARTICULO 147. - Auméntanse en 40% (cuarenta 
por ciento), las remuneraciones que perciben los funcio- 
narios de la Corte Electoral, con cargo a los créditos 
presupuestales y leyes especiales, con excepción de los 
comprendidos en los Escalafones “P” y “Q”. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


ARTICULO 148. - Increméntase el Renglón 0.6.4,307, 
“Permanencia a la orden”, en $ 1:200.000 (pesos urugua- 
yos un millón doscientos mil). 


ARTICULO 149. - Prorrógase hasta el 30 de junio 
de 1994 el plazo establecido en el artículo 499 de la ley 
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N” 16.170, de 28 de octubre de 1990, en la redacción 
dada por el artículo 363 de la ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, no siendo de aplicación para la Corte 
Electoral el artículo 12 de la ley N” 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992, y el artículo 11 de la presente ley. 


ARTICULO 152, - La dotación de los directores de 
Departamento Técnico y actuarios del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, aumentará progresivamen- 
te hasta equipararse con la dotación del escribano de 
actuación del Poder Judicial. La progresión se efectuará 
cada dos años y será igual al 25% (veinticinco por cien- 
to), de la diferencia existente entre ambas dotaciones 
hasta llegarse a la equiparación, tomándose como punto 
de partida la fecha de toma de posesión de los respecti- 
VOS Cargos. 


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable al 
secretario del Departamento Jurídico y el porcentaje de 
progresión será con respecto al director del Departamen- 
to Jurídico. 


La progresión mencionada en los incisos anteriores 
sólo será aplicable si los cargos se encuentran en régimen 
de dedicación exclusiva. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


ARTICULO 153. - Para los funcionarios de los car- 
gos mencionados en el artículo anterior que no optaren 
por el régimen de dedicación exclusiva, la progresión será 
del 62,5% (sesenta y dos con cinco por ciento), del 
aumento que les correspondería en dicho régimen. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 

4 

ARTICULO 154. - Inclúyese el Escalafón “D” en el 
artículo 390 de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 
1991. 


ARTICULO 155. - Incorpóranse a la Unidad Ejecu- 
tora 001 en el último grado del escalafón administrati- 
vo, los funcionarios que presten funciones en comisión 
en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


ARTICULO 156. - Facúltase al Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo a disponer las modificaciones 
necesarias para racionalizar las estructuras de cargos de 
los Escalafones “*C”, “F”, “E” y “D”, de acuerdo a las 
siguientes normas: 


A) Las modificaciones de cargos no podrán causar 
lesión de derechos. 
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B) El costo de la racionalización de la estructura no 
podrá exceder el 5% (cinco por ciento), del Ru- 
bro O del Organismo 


C) De la racionalización que se efectúe se dará cuen- 
ta a la Asamblea General, al Tribunal de Cuentas 
y a la Contaduría General de la Nación. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


ARTICULO 157. - Los funcionarios del Escalafón 
“D” Especializado, que cumplan tareas en el Servicio de 
Informática Documental y de Gestión del Tribunal, per- 
cibirán una compensación del 15% (quince por ciento), 
sobre sus remuneraciones de naturaleza salarial, 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


ARTICULO 158, - La partida anual establecida en 
el artículo 517 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990, será de $ 163.293 (pesos uruguayos ciento 
sesenta y tres mil doscientos noventa y tres). 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


ARTICULO 159. - Auméntase en un 50% (cincuen- 
ta por ciento), el valor del Timbre “Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo”. 


El producido de este aumento se destinará exclusiva- 
mente a los fines establecidos en el artículo 85 de la ley 
N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990. 


ARTICULO 160. - Establécese una partida de 
U$S 12.000 (dólares de los Estados Unidos de Améri- 
ca doce mil), para la adquisición de un vehículo para 
uso de los servicios del organismo. 


ARTICULO 161. - Increméntanse los Rubros 2, 
“Materiales y Suministros”, en $ 25.000 (pesos uru- 
guayos veinticinco mil), y 3, “Servicios no persona- 
les”, en $ 25.000 (pesos uruguayos veinticinco mil), y 
el Renglón 3.0.0.824, “ANTEL”, en $ 20.000 (pesos 
uruguayos veinte mil), 


ARTICULO 162. - Asígnase una partida de $ 100.000 
(pesos uruguayos cien mil), para terminar las obras y 
refaccionar la sede del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo. 


ARTICULO 167. - Estarán exonerados del pago de 
la tasa creada en el artículo anterior: 


A) El Estado, los Gobiernos Departamentales y los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 


con excepción de aquéllos de carácter comercial 
O industrial. 


B) Los que perciban ingresos mensuales inferiores a 
dos salarios mínimos, así como sus demandos 
(artículo 254 de Constitución de la República). 
El Tribunal de lo Contencioso Administrativo re- 
glamentará la forma de acreditar el extremo. 


C) Los escritos presentados con la firma de los letra- 
dos dependientes de la Asesoría de la Defensoría 
de Oficio del Tribunal de lo Contencioso Admi. 
nistrativo. 


D) Los escritos presentados con la firma de los letra- 
dos integrantes de Jos Consultorios Jurídicos que, 
con fines docentes, funcionen en la Universidad 
de la República o Universidades Privadas. 


ARTICULO 168. - Increméntase la retribución de 
los funcionarios dependientes del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, con excepción de los pertene- 
cientes al Escalafón “N”, en el mismo porcentaje de 
aumento que resulte de la aplicación del artículo 134 de 
la presente ley para los funcionarios de los escalafones 
Il a VI del Poder Judicial. 


ARTICULO 169. - Asígnase a la Administración Na- 
cional de Educación Pública (ANEP), una partida espe- 
cial, por única vez, de $ 141:645.500 (pesos uruguayos 
ciento cuarenta y un millones seiscientos cuarenta y cin- 
co mil quinientos), para incorporar a los sueldos de su 
personal, a partir del 1% de marzo de 1993, las partidas 
de alimentación y de contribución por asistencia médica 
vigentes, al solo efecto de la liquidación del montepío y 
del Impuesto a las Retribuciones Personales. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Una vez efectuada por el Ente la liquidación estable- 
cida en el inciso primero, éste comunicará a la Contadu- 
ría General de la Nación los montos en que deberán 
disminuirse los créditos correspondientes al Rubro 2, 
“Materiales y Suministros”, de cada Programa del Inci- 
so, a fin de proceder a su adecuación en el Balance de 
Ejecución Presupuestal, ejercicio 1993. 


ARTICULO 170. - Autorízase a la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP), a realizar un 
Programa con financiamiento externo, correspondiente a 
la solicitud de préstamo gestionada ante el Banco Inte- 
ramericano de Desarrollo, Proyecto “Fortalecimiento de 
Area Social”, UR-0087, por $ 27:856.000 (pesos uru- 
guayos veintisiete miliones ochocientos cincuenta y seis 
mil), equivalentes a U$S 8:000.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América ocho millones), de los 
cuales $ 5:571.200 fpesos uruguayos cinco millones 


1* de Octubre de 1993 


1? de Octubre de 1993 


quinientos setenta y un mil doscientos), corresponden a 
la contrapartida nacional, 


Dicho Programa tendrá una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón 
trescientos noventa y dos mil ochocientos), equivalentes 
a USS 400.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica Cuatrocientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 5:571.200 (pesos uruguayos cinco millo- 
nes quinientos setenta y un mil doscientos), equivalentes 
a U$S 1:600.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón seiscientos mil), financiada con cargo a 
Endeudamiento Externo. 


ARTICULO 173. - Increméntase el Rubro O, “Retribu- 
ciones de Servicios Personales”, de la Administración Na- 
cional de Educación Pública (ANEP), en $ 218:061.000 
(pesos uruguayos doscientos dieciocho millones sesenta 
y un mil), a valores del 1* de enero de 1993, a efectos de 
incorporar a las retribuciones del personal del Ente las 
partidas de alimentación y de contribución por asisten- 
cia médica y de recomponer la relación entre grados de 
los escalafones docente y no docente vigentes al 1% de 
enero de 1993. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


ARTICULO 174. - Las asignaciones previstas en los 
artículos 612 y 613 de la ley N* 16.170, de 28 de di- 
ciembre de 1990, y en los artículos 417 y 418 de la ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, para la realiza- 
ción de los proyectos de inglés e informática en Educa- 
ción Primaria, Fortalecimiento de la Educación Técnica 
y Mejoramiento de la Calidad en Educación Primaria, 
se mantendrán vigentes hasta la aprobación del próximo 
Presupuesto Nacional, de acuerdo con lo previsto en el 
inciso segundo del artículo 228 de la Constitución, 


ARTICULO 175. - Autorízase a la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP), a contraer un 
crédito de uso en las siguientes condiciones: 


A) El objeto será un inmueble, propiedad actual de 
un organismo estatal o paraestatal, con destino a 
la sede del Consejo de Educación Secundaria. 


B) Dador, Banco de la República Oriental del Uru- 
guay. 


C) Plazo, diez años. 


D) Monto, no superior a 100.000 UR (cien mil uni- 
dades reajustables), más costos administrativas, 
financieros, e intereses que fije el dador, inclui- 
dos en las correspondientes cuotas. 
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La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos necesarios, y en su caso transferirá los que re- 
Sulten liberados del pago del arrendamiento de la actual 
sede del referido Consejo. 


ARTICULO 176. - La Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP), podrá aplicar sus ingresos 
extrapresupuestales provenientes de los productos o ser- 
vicios que los establecimientos del organismo vendan o 
arrienden, al pago de incentivos a funcionarios del orga- 
nismo y becas de ayuda económica a estudiantes que 
contribuyan a generarlos. El incentivo no podrá exceder 
el 40% (cuarenta por ciento), de las retribuciones men- 
suales permanentes sujetas a montepío. - 


ARTICULO 178. - Sustitúyese el artículo 1* del de- 
creto-ley N* 14,414, de 12 de agosto de 1975, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 1*. - Los funcionarios docentes 
de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP), que no deseen acogerse a la pasi- 
vidad al cumplir los veinticinco años de activi- 
dad, podrán continuar en ésta por períodos suce- 
sivos de cinco años, siempre que lo manifiesten 
en los treinta días subsiguientes a la fecha en que 
el funcionario haya cumplido los veinticinco o, 
en su caso, treinta o treinta y cinco años de servi- 
cio. 


El Consejo dispondrá de un plazo máximo de 
ciento ochenta días corridos, contados a partir de 
la fecha de la solicitud para verificar la correcta 
actuación docente y la capacidad psicofísica re- 
querida para el cumplimiento de sus tareas, Ven- 
cido dicho plazo, sin resolución denegatoria por 
las causales antes mencionadas, la prórroga co- 
rrespondiente se reputará concedida de pleno de- 
recho”. 


ARTICULO 179, - Facúltase a la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP), a constituir un 
fondo con los descuentos que, por inasistencias, fuera 
cual fuere su naturaleza, se practiquen a sus funciona- 
rios, con destino a incremento del Rubro 0. 


A tal efecto, la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP), comunicará a la Contaduría Ge- 
neral de la Nación las trasposiciones resultantes de la 
aplicación del inciso anterior, realizándose la habilita- 
ción en el Rubro 0, “Retribuciones de Servicios Perso- 
Nales”. 


ARTICULO 180. - Increméntase el Rubro 0, “Retri- 
buciones de Servicios Personales”, del Inciso 25 “Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública” (ANEP), 
en la cantidad necesaria, y a valores del 1% de enero de 
1993, a fin de otorgar un aumento general de sueldos de 
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un 6,6% (seis con seis por ciento), a partir del 1? de 
enero de 1994, a los funcionarios docentes y no docen- 
tes del organismo, con excepción de los cargos de los 
Escalafones “P”, “Q” y “R”. 


ARTICULO 181, - Increméntase el Rubro 9, “Asig- 
naciones Globales”, del Inciso 25 “Administración Na- 
cional de Educación Pública” (ANEP), en $ 3:482.000 
(pesos uruguayos tres millones cuatrocientos ochenta y 
dos mil), equivalentes a U$S 1:000.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América un millón), a valores de 1? 
de enero de 1993, 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


ARTICULO 182, - Autorízase a la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP), a adquirir ma- 
terial y equipamiento didáctico con financiación externa 
por hasta $ 87:050.000 (pesos uruguayos ochenta y siete 
millones cincuenta mil), equivalente a USS 25:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América veinticinco 
millones), en el marco del convenio celebrado por la 
República con el Reino de España. 


Autorízase a contratar directamente las obras y su- 
ministros necesarios con ajuste a los principios genera- 
les de la contratación administrativa. 


ARTICULO 183. - Sustitúyese los literales “D”, “E” 
y “F” del artículo 519 de la ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, por el siguiente: 


*“*D) Para reforzar las asignaciones de inversiones con 
créditos asignados a gastos corrientes o al Ru- 
bro 0, “Retribuciones de Servicios Personales”. 


E) Para reforzar los créditos de los Rubfos 2, “Ma- 
teriales y Suministros” y 3, “Servicios no Perso- 
nales”, se podrá utilizar hasta un 10% (diez por 
ciento), de los créditos asignados a inversiones. 


F) No podrán servir como partidas de refuerzo para 
otros rubros, las de carácter estimativo del Ru- 
bro 8, “Servicios de Deudas y Anticipos”, y 
Subrubro 7.5, “Transferencias a Unidades Fa- 
miliares”, por personal en actividad. El Consejo 
Directivo Central podrá disponer trasposiciones 
de crédito entre renglones pertenecientes al Su- 
brubro 7.5, “Transferencias a Unidades Fami- 
liares”, con el límite del crédito permanente asig- 
nado al Inciso en dicho subrubro”. 


ARTICULO 184. - Increméntase el Rubro 0 
de la Universidad de la República en el equiva- 
lente a USS 18:161.765 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América dieciocho millones ciento sesenta y un 
mil setecientos sesenta y cinco). 


ARTICULO 185. - Consolídase la partida estableci- 
da en el artículo 424 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, con cargo a Rentas Generales y con 
el destino previsto en el artículo 408 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, la que tendrá carácter perma- 
nente. 


ARTICULO 186. - Consolídase la partida estableci- 
da en el artículo 425 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, con cargo a Rentas Generales y con 
destino a los gastos de funcionamiento del Hospital de 
Clínicas “Doctor Manuel Quintela”, excluidas las retri- 
buciones personales, la que tendrá carácter permanente. 


ARTICULO 187. - Otórgase una partida anual de 
$ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón trescien- 
tos noventa y dos mil ochocientos), equivalentes 
a U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatrocientos mil), para financiar el dictado de 
cursos intensivos de actualización, especialización y re- 
ciclaje de graduados. 


ARTICULO 188. - Otórgase una partida anual 
de $ 2:089.200 (pesos uruguayos dos millones ochen- 
ta y nueve mil doscientos), equivalentes a USS 600.000 
(dólares de los Estados Unidos de América seiscientos 
mil), a efectos de ser utilizada como contrapartida de 
convenios de carácter nacional o internacional, 


ARTICULO 189. - Otórgase una partida anual 
de $ 696.400 (pesos uruguayos seiscientos noventa y 
seis mil cuatrocientos), equivalentes a U$S 200.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América doscientos mil), 
a efecto de apoyar las actividades que desarrollen los 
investigadores que se han perfeccionado en el exterior. 


ARTICULO 190. - Otórgase una partida anual 
de $ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón trescien- 
tos noventa y dos mil ochocientos), equivalentes a 
U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatrocientos mil), destinada a la mejora de 
gestión de los servicios universitarios. 


ARTICULO 191. - Otórgase una partida anual 
de $ 2:785.600 (pesos uruguayos dos millones sete- 
cientos ochenta y cinco mil seiscientos), equivalentes a 
U$S 800.000 (dólares de los Estados Unidos de Améri- 
ca ochocientos mil), con destino al Proyecto “Construc- 
ción, Reparación y Mantenimiento del Hospital de Clí- 
nicas Doctor Manuel Quintela”. 


Autorízase a la Universidad de la República a ges- 
tionar un Programa con financiamiento externo para el 
reciclaje del Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quin- 
tela”, 


ARTICULO 192. - Otórgase una partida anual de 
$ 2:785.600 (pesos uruguayos dos millones setecientos 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


ochenta y cinco mil seiscientos), equivalentes a USS 
800.000 (dólares de los Estados Unidos de América ocho- 
cientos mil), a efecto de atender el funcionamiento del 
Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quintela”. 


ARTICULO 194. - Otórgase a los funcionarios del 
Instituto Nacional del Menor (INAMB), con excepción 
de los titulares de los cargos políticos y de particular 
confianza y personal docente, una compensación men- 
sual de $ 248,48 (pesos uruguayos doscientos cuarenta y 
ocho con cuarenta y ocho centésimos), y un incremento 
del 13,38% (trece con treinta y ocho por ciento), sobre 
sus retribuciones de carácter permanente sujetas a mon- 
tepío, con excepción de la prima por antigiledad y la 
compensación establecida en e; presente artículo. 


ARTICULO 195. - Otórgase a los funcionarios del 
Instituto Nacional del Menor (INAMB), con excepción 
de los cargos políticos y de particular confianza, una 
compensación mensual del 6,6% (seis con seis por cien- 
to), a partir del 19 de enero de 1994, y del 3,19% (tres 
con diecinueve por ciento), a partir del 1* de julio de 
1994, las que se calcularán sobre el total de retribucio- 
nes sujetas a montepío, con excepción de la prima por 
antiglledad. 


ARTICULO 196. - Sustitúyese el artículo 230 
de la ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 230. - Los establecimientos pri- 
vados de tiempo completo que alberguen meno- 
res a cargo del Instituto Nacional del Menor, per- 
cibirán mensualmente por el cuidado y manteni- 
miento integral de los mismos, sin perjuicio de 
los aportes en especies que se convengan, un rein- 
tegro de gastos de $ 400 (pesos uruguayos cua- 
trocientos). Este importe se incrementará en un 
10% (diez por ciento), en un 20% (veinte por 
ciento), o en un 100% (cien por ciento), según se 
trate de escolares, liceales o discapacitados, res- 
pectivamente. 


Dichos reintegros se ajustarán en la forma 
dispuesta por los artículos 68, 69 y 70 de la ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986". 


ARTICULO 198. - Declárase, por vía interpretati- 
va, que los docentes del Instituto Nacional del Menor 
(INAMB), que se acogieron a los beneficios jubilatorios 
en el periodo comprendido entre el 1? de enero de 1986 
y el 31 de diciembre de 1991 tienen derecho a reformar 
sus cédulas jubilatorias en base a los sueldos docentes 
de la Administración Nacional de Educación Pública 
de ese período, en virtud de la equiparación resultante 
del artículo 413 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre 
de 1991. 


ARTICULO 206. - Los contribuyentes del Banco de 
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Previsión Social promitentes compradores o poseedores 
de vehículos de carga o transporte, cuya adquisición sea 
anterior al 1* de enero de 1989, podrán inscribir la com- 
praventa ante los Registros correspondientes previa pre- 
sentación del certificado habilitante que a estos solos 
efectos expedirá el Banco de Previsión Social siempre 
que se hagan cargo de las obligaciones tributarias gene- 
radas desde la fecha antes referida y regularicen su si- 
tuación contributiva. 


ARTICULO 208. - Fíjase en el equivalente a 
U$S 60.000 (dólares de los Estados Unidos de Améri- 
ca sesenta mil), la partida anual destinada a funciona- 
miento e inversiones de la Comisión Nacional Honora- 
ria del Discapacitado creada por la ley N* 16.095, de 26 
de octubre de 1989. 


ARTICULO 209. - Incorpórase a la nómina 
del artículo 618 de la ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986, la siguiente institución sin fines de lucro, con el 
monto que se indica: 


“Museo Marítimo Malvín” $ 12.000 (pesos urugua- 
yos doce mil). 


ARTICULO 210. - Increméntase en $ 40.000 (pe- 
sos uruguayos cuarenta mil), la partida anual estable- 
cida en el artículo 435 de la ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, con destino a la Asociación Uruguaya 
de Enfermedades Musculares. 


ARTICULO 211. - Fíjase en $ 50.000 (pesos uru- 
guayos cincuenta mil), la partida establecida en el 
artículo 618 de la ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, 
con destino a la Asociación Pro Recuperación del Invá- 
lido. 


Increméntase en $ 50.000 (pesos uruguayos cincuen- 
ta mil), la partida anual destinada a la Asociación Na- 
cional para el Niño Lisiado (Escuela Franklin Delano 
Roosevelt) y en $ 25.000 (pesos uruguayos veinticinco 
mil), la partida anual destinada a la Escuela N* 200 de 
Discapacitados. 


ARTICULO 212. - Increméntase en el Inciso 21 
“Subsidios y Subvenciones”, Programa 002 “Subsidios”, 
Renglón 7.3.5.001, la partida, con destino al Movimien- 
to de la Juventud Agraria en $ 30.000 (pesos urugua- 
yos treinta mil), establecida por el artículo 618 de la 
ley N? 15,809, de 8 de abril de 1986. 


ARTICULO 213. - Asígnase una partida anual para 
los años 1993 y 1994 de $ 17:400.000 (pesos urugua- 
yos diecisiete millones cuatrocientos mil), equivalen- 
tes a U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cinco millones), que se financiará con recursos 
del Fondo de Inversiones del Ministerio de Transporte y 
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Obras Públicas para la ejecución directa de obras de 
mantenimiento y adecuación de infraestructura física de- 
partamental que esté a cargo de las Intendencias Muni- 
cipales del interior del país o como contrapartida local 
de obras financiadas con recursos provenientes de orga- 
nismos internacionales de crédito. 


Las Intendencias Municipales del interior no podrán 
aplicar, en ningún caso, estos fondos al pago de sueldos 
y jomales, 


Dichos montos se aplicarán proporcionalmente al co- 
eficiente de distribución en función de superficie y po- 
blación establecido en el artículo 2? de la ley N* 14.082, 
de 29 de agosto de 1972, 


La asignación de estas partidas no excluye la partici- 
pación de todas las Intendencias Municipales en la con- 
cesión de recursos provenientes de organismos interna- 
cionales de crédito. 


ARTICULO 214. - Asígnase a la Asociación de Ayu- 
da y Servicio la suma de $ 135.000 (pesos uruguayos 
ciento treinta y cinco mil), la que será vertida directa- 
mente al Banco de Previsión Social por concepto de 
adeudos los que estarán exentos de multas y recargos. 


Otórgase, asimismo, una partida anual de $ 70.000 
(pesos uruguayos setenta mil), para la referida Asocia- 
ción, destinada a solventar sus cometidos específicos. 
Dicha partida será liberada mensualmente, previa certi- 
ficación de estar al día en sus aportes al Banco de Previ- 
sión Social. 


ARTICULO 215. - Otórgase, por única vez, una par- 
tida de U$S 100.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cien mil), a la Caja de Auxilio de Vendedores 
de Diarios y Revistas, destinada a la compra de un mon- 
tacargas con su estructura especial y equipamiento de su 
sanatorio propio. 


La referida institución deberá recabar del Ministerio 
de Salud Pública la aprobación preliminar de las com- 
pras a efectuar y posteriormente presentará los recaudos 
necesarios en el Ministerio de Economía y Finanzas. 


ARTICULO 219. - Agrégase al artículo 24 del Títu- 
lo 4 del Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


“B) Los dividendos o utilidades no compren- 
didos en el literal D) del artículo 2”. 


ARTICULO 220. - Sin perjuicio de la facultad que 
otorga al Poder Ejecutivo el artículo 5? del Título 10 del 
Texio Ordenado 1991, para determinar las operaciones 
que quedan comprendidas en el concepto de exportación 
de servicios, se entienden por tales los fletes internacio- 
nales para el transporte de bie. es que circulan en tránsi- 
to en el territorio nacional. 


ARTICULO 221. - Sustitúyese el inciso tercero del 
artículo 9* del Título 10 del Texto Ordenado 1991, por 
el siguiente: 


“En los casos previstos en los apartados pre- 
cedentes se requerirá que dichos impuestos pro- 
vengan de bienes y servicios que integran directa 
o indirectamente el costo de bienes y servicios 
destinados a las operaciones gravadas. Cuando se 
trate del impuesto incluido en la adquisición de 
vehículos, sólo se permitirá deducir, en las con- 
diciones de este inciso, el correspondiente a 
vehículos utilitarios (camiones y camionetas) y 
el de los restantes vehículos que en base a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, sean 
necesarios para la gestión del contribuyente, de- 
biéndose comunicar a la Dirección General Im- 
positiva, en cada caso, el precio de compra, mar- 
ca, tipo, modelo de vehículo y finalidad de su uso”. 


ARTICULO 224. - Sustitúyese el inciso primero del 
artículo 9% del Título 14 del Texto Ordenado 1991, por 
el siguiente: 


“Las personas físicas, núcleos familiares y su- 
cesiones indivisas, solamente podrán deducir 
como pasivo el promedio en el ejercicio de los 
saldos a fin de cada mes de las deudas contraídas 
en el país con los sujetos pasivos del Impuesto a 
los Activos Bancarios, a condición de que dichos 
saldos sean computables para el pago de dicho 
impuesto. Á este último efecto, será prueba sufi- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor”. 


ARTICULO 225. - Sustitúyese el artículo 13 del 
Título 14 del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 13. - El patrimonio de las per- 
sonas jurídicas, de las personas jurídicas del ex- 
terior y el afectado a actividades comprendidas 
en el Impuesto a las Rentas de Industria y Co- 
mercio, se avaluarán, en lo pertinente, por las 
normas que rijan para dicho impuesto. 


El valor de los inmuebles urbanos y suburba- 
nos, a excepción de los que sirvan de asiento a 
explotaciones industriales o comerciales, se com- 
putará por el mayor entre el valor real y el deter- 
minado conforme a las normas aplicables para la 
liquidación del Impuesto a las Rentas de Indus- 
tria y Comercio, vigente al cierre del ejercicio. 


Los bienes muebles del equipo industrial di- 
rectamente afectado al ciclo productivo y que se 
adquieran con posterioridad al 1* de enero de 
1988, se computarán por el 50% (cincuenta por 
ciento), de su valor fiscal. 


1* de Octubre de 1993 


1” de Octubre de 1993 


Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las 
industrias manufactureras y extractivas una de- 
ducción complementaria de hasta el 25% (veinti- 
cinco por ciento), del patrimonio ajustado fiscal- 
mente, en función de la distancia de su ubicación 
geográfica con respecto a Montevideo. 


Sólo se admitirá deducir como pasivo: 


A) El promedio en el ejercicio de los saldos a 
fin de cada mes de las deudas contraídas en el 
país con los sujetos pasivos del Impuesto a los 
Activos Bancarios, a condición de que dichos sal- 
dos sean computables para el pago de dicho im- 
puesto. A este último efecto, será prueba sufi- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor. 


B) Las deudas contraídas con organismos in- 
ternacionales de crédito que integre el Uruguay. 


C) Las deudas contraídas con proveedores de 
bienes y servicios de todo tipo, salvo préstamos, 
colocaciones, garantías y saldos de precios de 
importaciones, siempre que dichos bienes y ser- 
vicios se destinen a la actividad del deudor. Las 
deudas a que refiere este literal, cuyo acreedor 
sea una persona de Derecho Público, no serán 
deducibles. 


D) Las deudas por tributos y prestaciones co- 
activas a personas públicas no estatales, cuyo plazo 
para el pago no haya vencido al cierre del ejerci- 
cio. 


Las limitaciones establecidas en el presente 
inciso no serán aplicables a los sujetos pasivos 
del Impuesto a los Activos Bancarios. 


Cuando existan activos en el exterior y acti- 
vos exentos se computará como pasivo el impor- 
te de las deudas deducibles que exceda el valor 
de dichos activos. 


El patrimonio de las sociedades personales y 
en comandita por acciones afectado a explotacio- 
nes agropecuarias se determinará de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 9* y 10". 


ARTICULO 226. - Considéranse corno activo exen- 
to para el Impuesto al Patrimonio, los bienes inmuebles, 
excluidas las mejoras, destinados a la explotación agro- 


pecuaria. 


El porcentaje máximo a que refiere el literal F) del 
artículo 10 del Título 14 del Texto Ordenado 1991, será 


del 40% (cuarenta por ciento). 
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Estas disposiciones regirán para los ejercicios finali- 
zados entre el 31 de diciembre de 1993 y el 30 de 
noviembre de 1995. 


ARTICULO 227. - Considéranse activos no compu- 
tables a los efectos del Impuesto al Patrimonio de los 
Ejercicios finalizados hasta el 31 de diciembre de 1995 
inclusive, los bienes muebles e inmuebles y sus mejo- 
ras, directamente afectados al ciclo productivo indus- 
trial, incorporados entre el 1? de agosto de 1993 y el 31 
de diciembre de 1995. Sin perjuicio de lo dispuesto 
precedentemente, estos bienes serán considerados como 
activos gravados a los efectos del cálculo del pasivo 
computable para determinar el patrimonio neto gravado. 


ARTICULO 228. - Agréganse al artículo 619 
de la ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
la redacción dada por el artículo 457 de la ley N” 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, los incisos siguientes: 


“En este último caso, el impuesto se considerará 
mensual tomándose un duodécimo de su importe anual 
para cada mes que restare del ejercicio. 


Facúltase al Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas a aplicar esta disposición a los adeudos pendientes 
de ejercicios anteriores”. 


ARTICULO 229. - Sustitúyese, con vigencia al 1? 
de enero de 1993, el artículo 6” del Título 19 del Texto 
Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 6”. (Tasas). - Los hechos grava- 
dos por este impuesto tributarán de acuerdo con 
las siguientes tasas: a) enajenante 2% (dos por 
ciento); b) adquirente 2% (dos por ciento), y c) 
los demás contribuyentes el 4% (cuatro por cien- 
to), excepto los herederos y legatarios en línea 
recta ascendente o descendente con el causante, 
para los cuales será el 3% (tres por ciento)”. 


ARTICULO 230. - Lo dispuesto por el artículo 461 
de la ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992, será 
aplicable a las obligaciones de los sujetos pasivos de los 
tributos que recauda la Dirección General Impositiva. 


ARTICULO 234. - Sustitúyese el artículo 1* 
de la ley N” 16.298, de 18 de agosto de 1992, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - En las enajenaciones 
previstas en el numeral 8) del artículo 663 
y en los numerales 3), 4) y 5) del artículo 
664 de la ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, se prescindirá de los certificados expedi- 
dos por el Banco de Previsión Social a que refie- 
ren esas normas, cuando dichas operaciones se 
lleven a cabo por expropiación, por cumplimien- 
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to forzado de la ley N* 8.733, de 17 de junio de 
1931 y concordantes, o por ejecución forzada ju- 
dicial o extrajudicial y en las adjudicaciones al 
Banco Hipotecario del Uruguay posteriores a re- 
mates frustrados. 


En tales no serán de aplicación los artículos 
667 y 668 de la referida ley". 


ARTICULO 236. - La cuantía de las sanciones por 
infracciones al régimen de aportaciones a la Caja Nota- 
rial de Jubilaciones y Pensiones, una vez que se hu- 
bieren cancelado los aportes, será actualizada de 
acuerdo con el procedimiento previsto por el de- 
creto-ley N* 14,500, de 8 de marzo de 1976. 


ARTICULO 237. - Cuando los beneficiarios de la 
Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones no cumplie- 
ran con las obligaciones a su cargo, o con los deberes 
formales que les sean impuestos, podrán ser suspendidos 
en el goce de las prestaciones hasta tanto regularicen su 
situación. 


ARTICULO 238. - El aporte jubilatorio de monte- 
pío notarial que devengue la actividad de los afiliados 
referidos en los literales B) y C) del artículo 20 de la 
ley N* 10.062, de 15 de octubre de 1941, corresponderá 
por mitades entre patrono y empleado y se calculará 
sobre las remuneraciones fijadas administrativamente o 
por convenio colectivo, o sobre las reales percibidas si fue- 


El patrono será agente de retención del aporte del 
empleado. En caso de que la parte empleadora esté cons- 
tituida por más de un escribano, los mismos responderán 
solidariamente por las obligaciones para con la Caja. 


En el caso de reconocimiento de servicios anteriores 
a la vigencia de la presente ley, la aportación correspon- 
diente deberá hacerse sobre los sueldos fictos vigentes 
al momento de la resolución respectiva, con más el inte- 
rés previsto por el decreto-ley N* 14,500, de 8 de marzo 
de 1976 desde la fecha de comienzo de la actividad. 


ARTICULO 239. - Cuando los afiliados comprendi- 
dos en el literal A) del artículo 20 de la ley N* 10.062, 
de 15 de octubre de 1941, no alcancen a satisfacer en el 
año civil una suma equivalente a la que resulte de la 
aplicación de la tasa fijada por el artículo 18 de la refe- 
rida ley y sus modificativas, sobre el monto anual de la 
jubilación mínima por la causal común, deberán com- 
pletar la aportación hasta la suma concurrente. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso anterior, el 
Directorio podrá reducir dicha suma estableciendo pro- 
porciones diferentes de aportación mínima, o fraccionar 
su pago, atendiendo a la antigiiedad en la afiliación, la 
situación económico-financiera del Instituto y el nivel 
de la actividad profesional. 


ARTICULO 240. - La Caja Notarial de Jubilaciones 
y Pensiones estará dirigida por un Directorio honorario 


compuesto de siete miembros, que se integrará de la 
siguiente manera: 


- Un miembro afiliado escribano en actividad de- 
signado por el Poder Ejecutivo. 


- Un miembro escribano integrante del Poder Judi- 
cial, designado por la Suprema Corte de Justicia. 


- Un miembro afiliado jubilado, electo por los ju- 
bilados. 


- Un miembro afiliado empleado en actividad, elec- 
to por los empleados activos. 


Tres miembros afiliados escribanos en actividad, 
electos por los escribanos activos. 


ARTICULO 241. - Sustitúyese el artículo 695 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por 
el siguiente: 


“ARTICULO 695. - Autorízase al Banco Cen- 
tral del Uruguay a vender estas monedas a un 
precio que considere el valor del oro que contie- 
nen según el mercado vendedor de cada jornada, 
más el costo de acuñación y gastos de adminis- 
tración, más un 20% (veinte por ciento), de la 
suma resultante, cuyq destino se determina en la 
presente ley”. 


ARTICULO 244. - Modifícase la frase final del lite- 
ral j) “in fine” del artículo 4* del decreto-ley N* 15.031, 
de 4 de julio de 1980, en la redacción dada por el artícu- 
lo 27 de la ley N* 16.211, de 1* de octubre de 1991, la 
que queda redactada en los siguientes términos: 


“A tales fines podrá asociarse en forma acci- 
dental o permanente con otras entidades públicas 
O privadas, nacionales o extranjeras, así como con- 
tratar o subcontratar con ellas la complementa- 
ción de sus tareas”. 


ARTICULO 245. - Extiéndese a las Intendencias Mu- 
nicipales desde la fecha de promulgación de esta ley, lo 
dispuesto en el artículo 239 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, para la ejecución de obras públicas 
a su Cargo. 


ARTICULO 246. - Interprétase que la Cooperativa 
de Trabajadores Hábiles e Inhábiles de capacitación y 
desarrollo laboral del discapacitado intelectual por siste- 
ma cooperativo (COTHAIN), está incluida en las insti- 
tuciones declaradas exoneradas de tributos por el artícu- 
lo 134 de la ley N* 12.802, de 30 de noviembre de 1960 
(artículo 69 de la Constitución). 


1* de Octubre de 1993 


1* de Octubre de 1993 


ARTICULO 248. - El organismo coordinador de las 
actividades que se requieren para el manejo de la Línea 
de Crédito a que refiere el Convenio mencionado en el 
artículo anterior, será la Oficina de Planeamienio y Pre- 
supuesto, que aprobará el uso de los recursos a escala 
nacional, recibirá los recursos y los transferirá a los or- 
ganismos ejecutores responsables de los proyectos y de- 
signará funcionarios que la representen en el cumpli- 
miento de dichas responsabilidades. 


En caso de no suscribirse el contrato de préstamo 
respectivo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
remitirá la información pertinente al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, a efectos que autorice la cancelación 
del endeudamiento correspondiente. 


ARTICULO 249. - Incorpórase en el giro de todos 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados el 
prestar servicios de asesoramiento y asistencia técnica, 
en las áreas de su respectiva especialidad, tanto en el 
territorio de la República como en el exterior. A tales 
fines podrán asociarse en forma accidental o permanen- 
te con otras entidades públicas o privadas nacionales o 
extranjeras, así como contrata: o subcontratar con ellas 
la complementación de sus tareas. 


ARTICULO 250. - La Contaduría General de la Na- 
ción habilitará los créditos del caso para la ejecución de 
las normas presupuestales previstas en la presente ley.””) 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 


que no ameritaron su desglose. 


(Se votan:) 

-21 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa al tratamiento de los artículos desglosados. 
L£ase el artículo 11, 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 


ma la lectura de todos los artículos. 


da. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 1*. 
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(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”.- Apruébase la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al ejercicio 
1992, con un superávit de $ 38:351.995 (pesos uruguayos trein- 
ta y ocho millones trescientos cincuenta y un mil novecientos 
noventa y cinco), según los anexos que acompañan a la presen- 
te ley y que forman parte integrante de la misma.”) 


SEÑOR ZUMARAN, - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Me gustaría saber quién solicitó que 
se desglosara este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Fue un representante del Partido 
por el Gobierno del Pueblo. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - En el día de ayer, para marcar la 
votación negativa de este artículo, en la discusión general seña- 
lamos que nuestra discrepancia con el mismo no radica en la 
Rendición de Cuentas en su sentido estricto, sino en el balance 
de Ejecución Presupuestal. Tal como lo afirmé en el día de 
ayer, nuestra oposición, en términos muy radicales, es sobre 
algunos aspectos de la ejecución presupuestal. 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR ASTORI. - El Frente Amplio también solicitó el 
desglosé de este artículo a fin de marcar nuestra votación nega- 
tiva por discrepancias con la ejecución presupuestal correspon- 
diente al ejercicio 1992. Nuestros motivos ya los hemos ex- 
puesto en la discusión general realizada en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1*. 


(Se vota:) 
-18 en 27. Afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 3". 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3". - Fíjase en $ 6.752 (pesos uruguayos seis 
mil setecientos cincuenta y dos), a valores de 1” de julio de 
1993, la retribución de los siguientes cargos: 
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Ministro de Estado. 

Secretario de la Presidencia de la República. 

Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 

Ministro del Tribunal de Cuentas, 

Ministro de la Corte Electoral. 

Presidente del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 

Rector de la Universidad de la República. 

Presidente, vicepresidente y director del Banco de Previsión 
Social. 

Ministro de la Suprema Corte de Justicia. 

Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Fíjase en $ 5.871 (pesos uruguayos cinco mil ochocientos 
setenta y uno), a valores de 1” de julio de 1993, la retribución 
de los siguientes cargos: 


Subsecretario de Estado. 

Consejero del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 

Presidente del Instituto Nacional del Menor. 


Las retribuciones establecidas para los cargos referidos en 
los incisos precedentes no incluyen la retribución complemen- 
taria por dedicación permanente dispuesta por el artículo 16 de 
la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la redacción 
dada por el artículo 5” de la presente ley, ni los gastos de 
representación establecidos por el artículo 17 de la ley N* 16.170, 


El monto total de las retribuciones sujetas a montepío de los 
cargos antes referidos no podrá superar el que corresponda a 
los titulares del Poder Legislativo.”) 


-Este artículo lo incluyó en la lista de desglosados la propia 
Presidencia, para formular la siguiente pregunta. 


En esta disposición se fijan las retribuciones de una canti- 
dad de cargos jerárquicos de la organización del Estado. En 
realidad, se fijan los sueldos de los jerarcas de todos los orga- 
nismos -excepto los de la Presidencia de la República- com- 
prendidos en el Presupuesto nacional, es decir el Poder Ejecuti- 
vo y los organismos comprendidos en el artículo 220 de la 
Constitución. No obstante, noto aquí una anomalía o una falta. 
Por ejemplo, en el Banco de Previsión Social están comprendi- 
dos todos los cargos, es decir, el de presidente, el de vicepresi- 
dente y el de director; en la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública consta el sueldo del presidente con un determi- 
nado nivel y luego, en otro, el de los consejeros. Pero, en el 
caso del Instituto Nacional del Menor, aparece el sueldo del 
presidente en un nivel inferior y, como este organismo cuenta 
con tres directores, pregunto cuál es el sueldo de los otros 
miembros del directorio. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR CASSINA. - Este artículo vino propuesto por el 
Poder Ejecutivo y, prácticamente, no se le hicieron modifica- 
ciones, por lo que la inquietud planteada por el señor presiden- 
te es pertinente. 


Es probable -y como no estoy seguro pienso que sería con- 
veniente aplazarlo hasta obtener la información correspondien- 
te- que en la Ley Orgánica del Instituto Nacional del Menor 
esté fijada la remuneración de los otros señores consejeros en 
función de la del señor presidente. De no ser así, habría que 
establecerlo en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pienso que no nos cuesta nada 
poner “presidente y consejeros del Instituto Nacional del Me- 
nor”. 


SEÑOR CASSINA. - Estoy de acuerdo. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el sefior sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Esa salida podría ser conveniente siem- 
pre que en las normas a las que aludía el señor senador Cassina 
ño existiera una correlación entre el sueldo del presidente y de 
los restantes directores. Formulo moción para que se aplace 
este artículo hasta que no tengamos dudas sobre su contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Mientras algún señor senador se 
ocupa de obtener dicha información, pasamos a votar el apla- 
zamiento de este artículo. 

(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aplazado el artículo 3*. 


En consideración el artículo 4”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 4. - La retribución de los presidentes de los 
Directorios de los organismos comprendidos en el artículo 220 
de la Constitución de la República, será equivalente al total de 
la retribución de los ministros de Estado, y la de los miembros 
de los referidos Directorios será equivalente a la de los subse- 
cretarios de Estado.”) 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Quisiera hacer una modificación en 
la redacción, pues seguramente se trata de un error. 
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A través de este artículo se fija la retribución de los presi- 
dentes de los Directorios de los organismos comprendidos en el 
artículo 221 de la Constitución, así como de sus miembros. 
Creo que desde el punto de vista constitucional corresponde 
que el propio organismo fije su presupuesto y que posterior- 
mente sea sometido a consideración del Poder Ejecutivo aun- 
que nos hemos encontrado con varios inconvenientes. En pri- 
mer lugar, pienso que los miembros de estos Directorios se 
sienten en una situación muy especial al tener que fijar sus 
propios sueldos y, además, se ven enfrentados a que algunos 
funcionarios administrativos estén ganando el doble o el triple 
de lo que ellos perciben. En la Comisión se manejó la posibili- 
dad de equipararlos con estos funcionarios, aunque no pareció 
ser la solución más conveniente. Por esa razón se incorporó una 
disposición que establece un límite, expresando que la retribu- 
ción de los presidentes de los Directorios de los organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de la Repú- 
blica será equivalente al total de la retribución de los ministros 
de Estado, y la de los miembros del referido Directorio a la de 
los subsecretarios. Obsérvese que cuando se habla del presiden- 
te se dice que será equivalente al total de la retribución, pero 
cuando menciona a los miembros no expresa que será igual al 
total de lo que perciben los subsecretarios. Por lo tanto, en el 
último párrafo, luego de “equivalente”, habría que agregar “al 
total de la de los subsecretarios de Estado.” De esta forma, 
quedaría igual que en el párrafo primero, cuando se refiere a 
los presidentes. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - En realidad, señor presidente, prefiero 
que primero se resuelva la situación que plantea el artículo 4". 
Pedí la palabra porque he resuelto la duda que teníamos acerca 
del artículo 3*, pero me referiré a esa información luego de 
votado el artículo 4". 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK,. - Sefur presidente: advierto que no 
formulo ninguna objeción al contenido ni a la intención de este 
artículo, sino simplemente manifiesto que, a mi juicio, no está 
bien redactado porque no queda claro qué es lo que se quiere 
expresar cuando se dice que la retribución de los presidentes de 
Jos organismos comprendidos en el artículo 221 de la Constitu- 
ción será equivalente al total de la retribución de los ministros 
de Estado. ¿Quiere decir que se suma lo que deben ganar todos 
los presidentes y todos los ministros y ambas cifras deben ser 
iguales? A mi entender, debería establecerse “de cada minis- 
tro” o “de un ministro”. 


SEÑOR PEREYRA. - También podría hablarse en singular. 


SEÑOR KORZENIAK. - En segundo término, quiero dejar 
constancia de que esta disposición no violenta el sistema de los 
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presupuestos de los Entes Autónomos, aun de los comerciales e 
industriales, porque el artículo 221 de la Constitución en su 
parte final sostiene que es la ley la que fija las cantidades que 
se pueden asignar a los gastos de dirección y administración. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR KORZENIAK, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - En primer lugar, señalo que voté en 
Comisión esta disposición un poco a contrapelo de mis propias 
ideas, debido a que hay ciertos argumentos que justifican su 
inclusión, dado que en casi todos los organismos del Estado los 
gerentes ganan más que los directores, lo que no parece muy 
equilibrado. 


Concretamente, en este artículo se expresa que la retribu- 
ción de los presidentes de los organismos comprendidos en el 
artículo 221 de la Constitución será equivalente al total -y me 
adelanto a introducir la modificación señalada- de la retribu- 
ción de un ministro de Estado. En tal sentido, me pregunto qué 
significa el total de la retribución. ¿Quiere decir que se trata del 
sueldo más los gastos de representación y más todos los otros 
beneficios o solamente de la retribución que figura en planilla? 
Digo esto porque debemos, tener en cuenta que en la Ley de 
Presupuesto se establece un porcentaje del sueldo de los minis- 
tros como gastos de representación. Asimismo, el inciso final 
del artículo 3” expresa: “El monto total de las retribuciones 
sujetas a montepío de los cargos antes referidos no podrá supe- 
rar el que corresponda a los titulares del Poder Legislativo”. 
Sin duda, se trata de un giro poético, pero normalmente los 
sueldos no sujetos a montepío que tienen los ministros de Esta- 
do y los directores de Entes Autónomos son muy importantes y 
superan: con creces el de los propios legisladores. Aclaro que 
no pretendo comenzar una discusión sobre este punto, sino que 
simplemente formulo estas preguntas porque parecen pertinen- 
tes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Korzeniak. ; : 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Es cierto que los ministros de Estado 
tienen gastos de representación, pero también los tienen los 
presidentes de los organismos del artículo 221 de la Constitu- 
ción. En consecuencia, sólo habría que ajustar las cantidades. 
Por otra parte, en cuanto a la observación que hacía el señor 
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senador Korzeniak, creo que alcanzaría con expresar “del mi- 
nistro de Estado y del subsecretario”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Insisto en que la parte final del 
artículo 221 de la Constitución expresa que la ley puede fijar 
los porcentajes que cada Ente podrá destinar a sueldos y gastos 
de dirección y administración. Si bien como decía el señor 
senador Pereyra ello no significa fijar el sueldo de los directo- 
res, sino el porcentaje que cada Ente podrá establecer -que es 
un criterio mucho más amplio- lo que alguna vez se ha entendi- 
do es que cuando se trata de normas generales como estas, 
pueden ser aplicadas -como disposiciones estatutarias- a todos 
los directores de los Entes. 


Por último, repito, considero que no estamos votando un 
artículo que se contradiga con el sistema presupuestal de los 
Entes Autónomos. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: simplemente deseo 
destacar que estamos de acuerdo con las modificaciones que se 
proponen a este artículo. Asimismo, entendemos que el límite 
que establece el inciso final del artículo 3* en cuanto a que no 
se pueden superar las remuneraciones de los titulares del Poder 
Legislativo, obviamente rige también para el artículo 4%. Si así 
no se entendiera, habría que establecerlo claramente. Esto es 
así en tanto el sueldo de los ministros y de los subsecretarios de 
Estado tiene esa limitación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A juicio de la Presidencia, el 
problema quedaría resuelto con la siguiente redacción: “La re- 
tribución de presidentes de los Directorios de los organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de la Repú- 
blica será equivalente al total de la retribución “de ministro de 
Estado y la de los miembros de los referidos Directorios será 
equivalente al total de las de subsecretario de Estado”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar cl artículo 4% 
con la redacción propuesta. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Para referirse al artículo 3* -que 
había sido oportunamente aplazado- tiene la palabra el señor 
senador Astori. 

SEÑOR ASTORI. - El literal C) del artículo 9* de la ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, establece que la retribución 


de los directores del INAME será el equivalente al 85% de la 
del presidente. Por lo tanto, se puede votar el artículo 3* tal 
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como viene redactado, ya que al fijar la retribución del presi- 
dente quedan establecidas las de los restantes directores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra se 
va a votar el artículo 3%, 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR GARGANO., - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Con respecto al artículo 4%, debo 
decir que a mi juicio habría que buscar un sistema distinto para 
fijar la retribución de los presidentes de los Directorios de los 
Entes Autónomos y de los distintos cargos, y no hacerlo vincu- 
lándolos con otros cargos de tipo electivo, porque estamos 
llegando a límites en los que estos últimos son los que perciben 
menos retribución. En tal sentido, tengo la seguridad de que 
hay jerarcas de la Administración que cobran más que el presi- 
dente de la República y que los legisladores. A su vez, señalo 
esto sin ninguna violencia porque del sueldo que me corres- 
ponde como senador solamente llevo la mitad para mi casa. 
Quise efectuar estas manifestaciones porque en muchas oportu- 
nidades los integrantes del Parlamento son enjuiciados por el 
conjunto de la opinión pública por lo que perciben, cuando hay 
gerentes del Estado que ganan el triple. De todas formas, con 
esto no quiero decir que no cumplan una función muy impor- 
tante. Además, quienes se desempeñan en la actividad privada 
ganan más que los que lo hacen en la actividad pública. 


En conclusión, dejo constancia de que he votado esta dis- 
posición en el entendido de que los presidentes de los Directo- 
rios de las empresas públicas y de los bancos del Estado van a 
ganar el total de la retribución de un ministro de Estado, lo que 
quiere decir el sueldo más los gastos de representación y todos 
los demás beneficios. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 5%. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 5*. - Sustitúyese el artículo 5% de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 5*, - Sustitúyese el artículo 16 de la 
ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTICULO 16. - Fíjase una retribución complementaria 
por dedicación permanente, de un 45% (cuarenta y cinco por 
ciento), de sus respectivas retribuciones sujetas a montepío, 
excluida la prima por antigiedad, para los cargos pertenecien- 
tes a los escalafones P “Personal Político”, Q “Personal de 
Particular Confianza”, N “Personal Judicial”, 1 del Poder Ju- 
dicial, magistrados del Ministerio Público y Fiscal, 11 del 
Poder Judicial, y para los funcionarios referidos en el artícu- 
lo 326 de la ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987. 
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En estos dos últimos casos la compensación se percibirá 
cuando exista incompatibilidad total o parcial para el ejercicio 
de la profesión, estando los funcionarios referidos excluidos del 
beneficio dispuesto por el artículo 477 de la ley N*” 16.170, de 
28 de diciembre de 1990.") 


-El artículo 5” fue incluido por la Presidencia entre los 
desglosados, porque tiene una redacción deficiente desde el 
punto de vista de la técnica legislativa y no porque ella esté en 
contra de su aprobación. 


El artículo 16 de la ley N” 16.170 fue modificado por el 
artículo 5” de la ley N” 16.226, que le dio otra redacción. La 
disposición aprobada en la Comisión establece: “Sustitúyese 
el artículo 5” de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
por el siguiente: “Artículo 5”. - Sustitúyese el artículo 16 de 
la ley N* 16.170", etcétera. Se trata de una sustitución, como 
diríamos en la técnica del derecho penal, en reiteración real. 


Por consiguiente, sugiero que el artículo quede re- 
dactado de la siguiente forma: “Sustitúyese el artículo 
16 de la ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la 
redacción dada por el artículo 5* de la ley N” 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, por el siguiente:”, continuando con la misma 
redacción. 


Si no hay inconveniente, se va a votar el artículo 5” con la 
redacción sugerida. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 8*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 8. - Increméntase la compensación al grado 
establecida en el artículo 26 de la ley N” 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, al porcentaje máximo establecido en dicho 
artículo para todos los cargos y funciones contratadas pertene- 
cientes a las unidades ejecutoras de los Incisos 02 al 14. A 
efectos de determinar el porcentaje de compensación vigente se 
tomarán en cuenta también los ingresos percibidos con cargo a 
fondos extrapresupuestales, fondos de participación, redistribu- 
ción de economías o cualquier otro recurso de similar naturale- 
za, con excepción de horas extras e incentivos o primas al 
rendimiento que no alcancen a la totalidad de los funcionarios 
de la unidad ejecutora. 


En aquellas unidades ejecutoras que no tengan prevista la 
facultad de otorgar retribuciones o partidas permanentes de 
gastos con cargo a los fondos referidos en el inciso precedente, 
el incremento se financiará con cargo a Rentas Generales. 


En las restantes unidades ejecutoras el Poder Ejecutivo, ac- 
tuando en acuerdo con el ministro de Economía y Finanzas y el 
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ministro respectivo, podrá modificar la afectación en hasta el 
80% (ochenta por ciento), de la parte de libre disponibilidad de 
fondos extrapresupuestales a efecto de alcanzar el tope máximo 
de compensación al grado. Dicha modificación no podrá gene- 
rar distorsión en las sumas necesarias para cubrir los gastos de 
funcionamiento. 


Cuando la recaudación por fondos extrapresupuestales no 
sea suficiente para alcanzar dicho tope máximo, el Poder Eje- 
cutivo podrá disponer un incremento de hasta un 10% (diez por 
ciento), de los ingresos respectivos. 


Alcanzado el tope máximo de compensación al grado el 
Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el ministro de Eco- 
nomía y Finanzas y el ministro respectivo, podrá autorizar igual- 
mente la afectación de hasta el 80% (ochenta por ciento), de 
los fondos de libre disponibilidad de cada Unidad Ejecutora, 
para atender el pago de retribuciones personales. 


Las propuestas de modificación con las respectivas funda- 
mentaciones serán elevadas, por el jerarca del inciso a propues- 
ta de cada Unidad Ejecutora al Poder Ejecutivo que resolverá, 
previo informe conjunto de la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto, de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición supondrá 
disminución de los haberes actualmente percibidos por los fun- 
cionarios”). 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: este artículo 8” fue 
aprobado prácticamente por unanimidad en la Comisión, pero 
los señores senadores del Frente Amplio y, si no me equivoco, 
el señor senador Zumarán, no estuvimos de acuerdo con que se 
suprimiera el siguiente inciso: “Si aún resultara insuficiente, el 
Poder Ejecutivo habilitará la transferencia de fondos de otras 
unidades ejecutoras del inciso”. 


Este inciso fue producto de un acuerdo minuciosamente 
trabajado por los legisladores de todos los partidos y permite 
que las unidades ejecutoras que tienen proventos en abundan- 
cia, y que no son muchas en el conjunto de los ministerios, 
puedan hacer una redistribución, por lo menos relativa, entre 
aquellas unidades ejecutoras, cuyos funcionarios tienen retribu- 
ciones más bajas. Por lo tanto, introducía un elemento de cierta 
-aunque no total y absoluta- solidaridad hacia quienes tienen 
menores retribuciones. 


Si bien la disposición aprobada establece: “Cuando la re- 
caudación por fondos extrapresupuestales no sea suficiente para 
alcanzar dicho tope máximo, el Poder Ejecutivo podrá disponer 
un incremento de hasta un 10% (diez por ciento), de los ingre- 
sos respectivos”, el inciso suprimido posibilitaba una distribu- 
ción más adecuada entre el conjunto de los ministerios. Las 
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unidades ejecutoras que tenían ingresos mayores no perdían 
nada, pero se permitía que determinado porcentaje fuera redis- 
tribuido entre aquellas unidades ministeriales cuyos funciona- 
rios tienen retribuciones más bajas. 


Por todas estas razones, señor presidente, solicito que este 
artículo se vote incluyendo el inciso aprobado en la Cámara de 
Representantes y que, insisto, fue producto de un acuerdo entre 
todos los partidos. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO., - Señor presidente: quiero dejar cons- 
tancia de que votamos este artículo en la interpretación de que 
para calcular el monto de la compensación al grado, se tomarán 
en cuenta las compensaciones que, por distintos conceptos, se 
perciben. Sin embargo, esas compensaciones deberían mante- 
nerse fuera de la compensación al grado. Entonces, se cobrará 
el íntegro de la compensación al grado y, a la vez, se continua- 
rá percibiendo las retribuciones con cargo a proventos, etcétera. 


Esta fue la interpretación que, junto con la señora subdirec- 
tora de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dimos a esta 
disposición en Comisión, aclarando de esta forma este artículo 
que legisla de una manera muy compleja este tema. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: el inciso a que ha 
hecho referencia el señor senador Pérez se eliminó en Comi- 
sión a propuesta de quien habla, en razón de que funcionarios 
de varias unidades ejecutoras resistían la posibilidad de esta 
trasposición de fondos de una Unidad Ejecutora q otra. Concre- 
tamente, recuerdo que funcionarios del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas entendían que de mantenerse este mecanismo, 
se podían quitar de algunas unidades ejecutoras rubros que 
tienen recursos extrapresupuestales, destinados en algunos ca- 
sos a cubrir aspectos de promoción social de la actividad de 
dichos trabajadores. Seguramente, en otros ministerios esa si- 
tuación puede darse a la inversa, pero esa fue la razón por la 
que propuse en Comisión que se suprimiera este inciso. En esa 
oportunidad tuvimos un intercamvio de puntos de vista con la 
señora subdirectora de la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, que no hizo objeción a la supresión de este inciso. No 
ignoro que el mismo fue producto de un acuerdo en la Cámara 
de Representantes pero, repito, el tema es que algunos funcio- 
narios de determinadas unidades ejecutoras -particularmente, 
del Ministerio de Economía y Finanzas- expresaron su preocu- 
pación por la posible aprobación de este agregado. 


Simplemente, quería realizar esta aclaración. Seguramente, 
también hay buenas razones en favor del criterio que sostiene 
el señor senador Pérez. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Corresponde, de acuerdo con el 
Reglamento, votar primeramente el texto tal como fue aproba- 
do en la Comisión. Si la votación resultare negativa, se proce- 
derá a votar el texto con la redacción aprobada en la Cámara 
de Representantes. 


El artículo 70 del Reglamento establece: “Salvo resolución 
expresa del Cuerpo, se tomará como base en la discusión parti- 
cular de los proyectos: 


1. El de la Comisión dictaminante. 
2. El del autor o el venido de la otra Cámara”. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Creo que en este caso, por tratarse de 
un pequeño agregado, puede votarse el texto aprobado en la 
Comisión y luego el inciso propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Desde el punto de vista lógico, 


no hay ningún inconveniente. Si el Cuerpo no objeta el criterio, 
se procederá de esta forma. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8% 
con el texto aprobado en Comisión. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa consulta al señor senador Pérez en qué lugar desea 
que se incluya ese inciso. 


SEÑOR PEREZ. - Incluiríamos este agregado a continua- 
ción del párrafo que expresa: “Cuando la recaudación por fon- 
dos extrapresupuestales”, etcétera, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia solicita al señor 
senador Pérez que vuelva a leer el inciso propuesto. 


SEÑOR PEREZ. - El texto sería el siguiente: “Si aun resul- 
tara insuficiente, el Poder Ejecutivo habilitará la transferencia 
de fondos de otras unidades ejecutoras del Inciso”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 8* con el agregado propuesto por el 
señor senador Pérez. 

(Se vota:) 

-8 en 27. Negativa. 


En consideración el artículo 9. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTÍCULO 9*. - Los funcionarios de los Incisos 02 y 05 
al 14, que desempefien efectivamente funciones de mayor je- 
rarquía en cada Unidad Ejecutora, que constituyan el primer 
nivel inmediato inferior a la Dirección de la misma y que 
ocupen un cargo o función contratada correspondiente a los dos 
grados superiores de los escalafones respectivos de la Unidad 
Ejecutora, percibirán una compensación equivalente ai 20% 
(veinte por ciento), del total de sus retribuciones presupuestales 
permanentes, sujetas a montepío con exclusión de la prima por 
antigledad, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de 
la llamada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983.) 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Simplemente, deseo marcar mi voto 
negativo y no quiero extenderme en una fundamentación que 
ya realicé en Comisión. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Del mismo modo en forma muy breve, 
queremos dejar constancia de nuestra discrepancia con este 
artículo, que nos parece puede dar lugar a situaciones injustas 
en su aplicación práctica, en términos de retribuciones de fun- 
cionarios de jerarquía. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Quiero señalar que a este artículo, a 
nivel de la Comisión, se le eliminó la expresión “revocable”, 
por lo que la compensación quedó en condiciones de ser per- 
manente. Recuerdo que esa propuesta fue realizada por repre- 
sentantes del Frente Amplio. 


SEÑOR ZUMARAN. - No, señor senador, fue por iniciati- 
va de quien habla, 


SEÑOR GARGANO. - Efectivamente, fue planteada por el 
señor senador Zumarán. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea que se pre- 
cise el sentido de la disposición, en cuanto a quiénes son los 
beneficiarios, porque es realmente confusa su identificación, 
con la actual redacción. En el artículo se establece: “... que 
desempeñen efectivamente funciones de mayor jerarquía en 
cada Unidad Ejecutora, que constituyan el primer nivel inme- 
diato inferior a la Dirección de la misma y que ocupen un 
cargo o función contratada correspondiente a los dos grados 
superiores de los escalafones respectivos de la Unidad Ejecuto- 
ra...”. Si los funcionarios deben estar en el primer nivel inme- 
diato inferior a la Dirección de la misma, se supone que tienen 
que estar en el grado superior del escalafón respectivo. Si bien 
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la subdirectora de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
dio una explicación en la Comisión, sigue resultando confusa la 
redacción, porque, de algún modo, parece reiterativa o contra- 
dictoria. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Esa es una de las razones por las 
cuales no votamos esta disposición, que está enlazada con un 
artículo de la Rendición de Cuentas anterior, por el cual los 
jerarcas tienen la facultad de adjudicar funciones superiores al 
personal que está en un grado inmediatamente inferior a las 
Direcciones Generales. Con esto se coloca a personal, práctica- 
mente de su confianza, no se permite que se culmine la carrera 
administrativa y las funciones son desempeñadas por quienes 
indiquen los jerarcas del Ministerio respectivo. Para compensar 
eso, se les da un 20%. Quiere decir que es una facultad que da 
un margen de arbitrio al jerarca que no corresponde que funcio- 
ne en la carrera administrativa. Este es un nuevo elemento de 
funcionamiento en materia administrativa en el país que está 
rigiendo desde hace dos o tres años. 


Por las razones expuestas, es que votamos negativamente 
esta disposición. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Consideramos que esta disposición, 
leída en forma detenida y cuidadosa, evidentemente está dando 
los requisitos que se deben cumplir a los efectos de que los 
funcionarios de los incisos que aquí se indican puedan percibir 
el sueldo correspondiente a funciones de mayor jerarquía, por- 
que exige que las funciones sean desempeñadas efectivamente 
y que tengan mayor jerarquía. Esta última referencia se hace en 
cada Unidad Ejecutora. Además, se exige que constituyan el 
primer nivel inmediato inferior a la Dirección de la misma y 
que ocupen un cargo o función contratada correspondiente a 
los dos grados superiores de los escalafones respectivos de la 
Unidad Ejecutora. Quiere decir que ordenando los requisitos, 
no creemos que a nivel de la Contaduría General de la Nación 
puedan surgir problemas cuando liquiden los sueldos corres- 
pondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En el segundo inciso, después de 
la referencia al Poder Ejecutivo, en lugar de decir “que resolve- 
rá”, debería establecerse “el cual resolverá”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9% 
con esta modificación. 


(Se vota:) 


-15 en 25. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 10, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 10. - La Contaduría General de la Nación 
incrementará de oficio los créditos necesarios para efectivizar 
de inmediato, en oportunidad de cada modificación de las retri- 
buciones, las equiparaciones con el personal docente del Con- 
sejo de Educación Primaria, de los docentes de la Comisión 
Nacional de Educación Física y del Instituto Nacional del Me- 
nor, dispuestas por las leyes Nos. 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990 y 16.226, de 29 de octubre de 1991, respectivamen- 
te”.) 


Este artículo fue desglosado por la Presidencia porque 
entiende que la referencia a las leyes en forma imprecisa, sin 
aludir a la disposición concreta de la cual surge el régimen 
que se quiere votar, no corresponde, porque hay que identifi- 
car cuáles son las normas legales. Concretamente, se trata 
del artículo 344 de la ley N* 16.170 y del artículo 413 de la 
ley N* 16.226. Por consiguiente, la disposición en su parte final 
diría: “dispuestas respectivamente por el artículo 344 de la ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, y por el artículo 413 de 
la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Quiero uclarar que consideramos ade- 
cuada la modificación que propone el presidente del Cuerpo, 
porque mejora la redacción ya que hace referencia a las dispo- 
siciones en forma precisa. También queremos señalar que esta 
disposición fue un aditivo incorporado a nivel de la Cámara de 
Representantes, por iniciativa de legisladores del Partido Por el 
Gobierno del Pueblo. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Este artículo procura que se cumplan 
dos disposiciones legales que son las que el señor presidente 
citó de manera concreta, esto es, que las equiparaciones dis- 
puestas del personal docente de Educación Física con el perso- 
nal docente de Primaria, se paguen sin tener que realizar ajus- 
tes cada mes o cada vez que se producen ajustes. Por lo tanto, 
se solicita que se incorporen al planillado presupuestal del per- 
sonal de Educación Física estas equiparaciones, sin tener que 
estar haciendo cuentas ajustadas cada vez que hay un incre- 
mento salarial. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Creo que en lugar de emplearse el 
término “efectivizar”, podría establecerse “hacer efectivo”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 10 con las modificaciones que se han 
propuesto en sala. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 11. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 11. - A partir del 1% de enero de 1994 los 
cargos vacantes presupuestados existentes y las vacantes que se 
generen serán suprimidos, salvo aquellos que deban ser provis- 
tos por las reglas del ascenso. 


Serán, asimismo, suprimidas las funciones contratadas asi- 
miladas a las vacantes del último grado, en la misma forma 
prevista en el inciso anterior. 


Las unidades ejecutoras dispondrán de un plazo máximo de 
un año, a partir del vencimiento de cada ejercicio, para realizar 
los ascensos que correspondan o disponer las modificaciones 
contractuales que se entiendan indispensables, de acuerdo con 
los artículos 8% y 9% del decreto-ley N* 14.985, de 28 de di- 
ciembre de 1979. 


Vencido dicho plazo serán suprimidas las vacantes de car- 
gos presupuestados y funciones contratadas, así como la totali- 
dad del crédito respectivo. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el presente artículo los si- 
guientes cargos presupuestados y funciones contratadas; 


1) Electivos, políticos, de particular confianza, incluidos 
en la nómina del artículo 7% de la ley N* 16,320, de 1* de 
noviembre de 1992, militares, policiales, docentes y del Servi- 
cio Exterior. 


2) Aquéllos cuyos titulares ejerzan la función jurisdiccio- 
nal. 


3) Directores de unidades ejecutoras que no integren los 
escalafones referidos en el numeral 1). 


4) Los cargos del Ministerio de Salud Pública correspon- 
dientes a los Escalafones A, B, D, E y F. 


5) Los cargos del Instituto Nacional del Menor. 
6) La totalidad de las vacantes existentes y las que en el 


futuro se produzcan, para atender el quehacer artístico de la 
Orquesta Sinfónica, Cuerpo de Baile, Coro Oficial y servicios 
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técnicos de radio y televisión del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE). 


7) Los cargos de la Procuraduría del Estado en lo Conten- 
cioso Administrativo. 


8) Las vacantes a que se hace referencia en el artículo 12, 
de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


No se suprimirán los cargos presupuestados y funciones 
contratadas en el caso que deban proveerse por concurso, cuan- 
do se haya determinado la persona a la cual le corresponda la 
designación por acto definitivo del tribunal correspondiente. 


Derógase el artículo 12 de la ley N* 16.320, de 1% de no- 
viembre de 1992") 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Ayer señalé, al comentar la ejecución 
presupuestal, que éramos partidarios de la política de conten- 
ción del gasto público, pero que discrepábamos con la forma en 
que el Poder Ejecutivo la lleva a cabo, por cuanto no es selecti- 
va. En lo que hace a este artículo, que establece un régimen de 
supresión de vacantes más estricto que el que existe actualmen- 
te, planteamos en Comisión la exclusión de algunos servicios 
que, por la naturaleza de los cometidos que tienen, no se les 
puede suprimir vacantes. De acuerdo con un planteo que se nos 
ha hecho llegar, así como también a otros señores senadores, 
por parte del señor fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación, formulamos moción para que se agregue un numeral 9* 
con la siguiente redacción: “Los cargos de magistrados y técni- 
cos (abogados) del Ministerio Público y Fiscal”, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR SANTORO. - Queremos manifestar que estamos 
de acuerdo con la propuesta del señor senador Cassina porque 
consideramos realmente necesario el mantenimiento de estos 
cargos, por lo que nos parece correcto exceptuarlo de la supre- 


sión de vacantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 11 con el agregado propuesto. 


(Se vota:) 
-27 en 27, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 14. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 14. - El Poder Ejecutivo podrá autorizar, por 
un plazo no mayor de un año, aquellos pases en comisión del 
personal excedente del establecimiento “El Espinillar” de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland, 
que se hagan imprescindibles por razones de servicio derivadas 
de necesidades supervenientes, siempre que el organismo re- 
ceptor lo solicite, en las condiciones que establezca la regla- 
mentación”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14 
Cuyo desglose había sido propuesto por la bancada del Herre- 
rismo. 


(Se vota:) 
-18 en 28. Afirmativa. 
En consideración el artículo 15. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente 


“ARTICULO 15. - Sólo podrán celebrarse contratos de arren- 
damiento de obra con personas físicas cuando éstas no tengan 
la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso de funciona- 
rios docentes de enseñanza pública superior, ocupen o no otro 
cargo público. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior aquellos 
contratos que sean necesarios para el cumplimiento de conve- 
nios internacionales, convenios celebrados por la Universidad 
de la República y por el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas. 


En el ámbito de la Administración Central dichos contratos 
deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo actuando en acuer- 
do con el ministro de Economía y Finanzas y el ministro res- 
pectivo, previo informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren los 
Servicios Descentralizados y los Entes Autónomos industriales 
y comerciales deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo, 
debiendo contar con el informe de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplicación para 
la renovación de los contratos de arrendamiento de obras vi- 
gentes. 


Deberá dejarse expresa constancia que: 


A) El contrato cumple estrictamente con la descripción del 
artículo 37 de la ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


B) Que el comitente no se encuentra en condiciones mate- 
riales de ejecutar con sus funcionarios el objeto del arriendo.) 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: hemos acompañado 
este artículo que nos parece establece normas necesarias, dada 
la realidad a que aludimos en la tarde de ayer, en oportunidad 
de la discusión general. Sin embargo, quisiéramos aportar una 
constancia y, quizás, una sugerencia que puede ser útil para la 
redacción del artículo. Tal como se ha visto desde la aproba- 
ción de la llamada Ley de Funcionarios Públicos, de 1990, 
existe una cantidad de situaciones específicas que podrían ser 
malinterpretadas a la luz del planteo del artículo 15. Nos esta- 
mos refiriendo a una serie de casos conocidos por todos, en los 
que ciertos profesionales liberales, en ejercicio de su profesión, 
realizan tareas para el sector público. Tal es el caso de médi- 
cos, que son consultantes en determinadas reparticiones públi- 
cas, avaluadores del Banco de Previsión Social, supernumera- 
rios del Banco Hipotecario, tasadores, rematadores, etcétera, es 
decir, una serie de actividades que, reitero, son cumplidas en 
ejercicio de la profesión liberal y que plantean una cantidad de 
casos específicos que podrían ser -y utilizo un tiempo condicio- 
nal- malinterpretados si se aplicara incorrectamente este artícu- 
lo. 


En oportunidad de discutirse la ley de agosto de 1990, el 
entonces miembro informante, señor senador Ignacio de Posa- 
das Montero, dejó constancia específica en la versión taquigrá- 
fica de la que el señor senador Alonso Tellechea dispone en 
estos momentos- de que estos casos quedaban excluidos de una 
restricción a los contratos de arrendamiento de obra. Como esa 
exclusión es absolutamente justa, creo que en este momento 
también hay que hacer la salvedad correspondiente. Si el Sena- 
do lo entiende conveniente, creo que se podría reforzar la afir- 
mación que realizo aludiendo al artículo 37 de la ley N* 16.127, 
del 7 de agosto de 1990, que es la conocida como Ley de 
Funcionarios Públicos, En caso de que el plenario no lo consi- 
dere apropiado -y a esos efectos he elaborado:una redacción 
alternativa- pienso que al menos debe quedar la constancia en 
la versión taquigráfica de que casos como los que he mencio- 
nado -que, reitero, aluden al ejercicio de la profesión liberal en 
apoyo de alguna repartición u organismo del sector público- 
están excluidos de lo dispuesto po. el artículo 15. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Con el mismo ánimo del señor sena- 
dor Astori, quiero recordar unas breves palabras pronunciadas 
por el entonces señor senador de Posadas Montero, en su condi- 
ción de miembro informante. Ante un planteo exactamente igual 
al presente, formulado por el entonces señor senador Singlet y 
por quien habla, expresó lo siguiente: “Los casos señalados por 
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los señores senadores Batalla y Singlet abarcarían a los liquida- 
dores del Banco de Seguros, a los tasadores y avaluadores del 
Banco de Previsión Social, a los rematadores y a los profesio- 
nales como, por ejemplo, médicos, abogados, etcétera. Al res- 
pecto, debo decir que la norma no pretende abarcarlos y que, 
además, la aclaración en la versión taquigráfica es proceden- 
te”. 


Creo que esto constituye un factor coadyuvante con la ar- 
gumentación que efectuó el señor senador Astori y que otorga 
a este artículo el debido alcance, sin que comprenda situacio- 
nes que, evidentemente, ni el legislador ni la realidad pueden 
abarcar. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Coincido con el plan- 
teo formulado por el señor senador Astori. Se trata de una 
propuesta que fue considerada anteriormente, en el sentido de 
dejar constancia en la versión taquigráfica de referencias a 
determinadas normas, la cual nos parece que no está de más y 
que con eso sería suficiente. 


De todas maneras, y teniendo en cuenta que estamos consi- 
derando una disposición que prevé, específicamente, la contra- 
tación de arrendamiento de obra, quisiera referirme a un aspec- 
to que fue planteado en la tarde de ayer y que debemos anali- 
zar con la mayor cautela. Digo esto porque no se trata de 
manejar cifras o procedimientos, sino nombres de personas. 
Creo que la honorabilidad de los profesionales que actúan debe 
ser un objetivo en sí mismo. Nuestra Constitución y nuestras 
leyes amparan a los ciudadanos en el buen uso de su nombre. 
En este sentido, pienso que lejos del espíritu de lo planteado en 
la tarde de ayer, los medios de comunicación han dado al tema 
un tratamiento que no es el deseado. 


Con respecto a la exposición del señor senador preopinante, 
referente a una suerte de oposición de intereses que se produci- 
ría cuando un Estado está, por un lado tratando de reducir 
costos y rebajar el número de sus funcionarios y, por otro 
efectúa contratos de obra y requiere el servicio de profesiona- 
les para cumplir determinados objetivos, debo expresar que no 
comparto su criterio y no pienso que se esté actuando sin una 
línea de acción única. El gobierno ha intentado trabajar, dentro 
de sus responsabilidades, en la reducción del número de efecti- 
vOS. 


Se han presentado diferentes proyectos de ley, algunos de 
los cuales han sido aprobados, en tanto otros no. Incluso, en 
esta misma Rendición de Cuentas se había incluido otra norma 
que otorgaba incentivos a los funcionarios públicos, a fin de 
quitar el peso que existe sobre la sociedad, en virtud del incre- 
mento desmedido que a lo largo de los años han adquirido, en 
distintas áreas de la actividad del Estado. 
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Concretamente, es este mismo Poder Ejecutivo que, a tra- 
vés del artículo 11 del Mensaje originalmente enviado al Parla- 
mento -y que, actualmente, lleva el número 15- plantea una 
norma que restringe aún más la posibilidad de contratar perso- 
nal para determinadas obras. 


Deseo dejar claramente establecido que, sin duda, estamos 
frente a una identidad de objetivos, es decir, buscar la eficien- 
cia de las funciones que desempeña el Estado a fin de atender 
las necesidades de la gente. Los ciudadanos -sean o no funcio- 
narios públicos- serán los beneficiados, en la medida en que el 
gobierno desempeñe correctamente su tarea. Asimismo, los ciu- 
dadanos -y me incluyo- aplaudimos cuando el Estado hace un 
esfuerzo para realizar más eficientemente su función. No esca- 
pa a la consideración de nadie que hay algunas oportunidades 
puntuales en las que el Estado necesita recurrir a determinados 
conocimientos técnicos, a los efectos de poner en práctica cier- 
tos planes, analizar alternativas o evaluar gestiones. En estos 
casos es donde operan, normalmente, los contratos de obra. 


Estoy absolutamente convencido de que no estaba en el 
ánimo del señor senador Cassina desatar una polémica. En 
realidad, lo que planteó en la tarde de ayer estaba inscripto en 
una línea argumental que tenía como fin demostrar lo que, a su 
juicio, eran incongruencias. Además, tuvo la delicadeza -que lo 
caracteriza- de no mencionar nombres. Pero, lamentablemente, 
en pocas horas los medios de difusión se encargaron de recabar 
ese mismo informe del Tribunal de Cuentas y dar algunos 
nombres. Fue así como se comenzó a mancillar la honorabili- 
dad de distintas personas, a quienes mucho respetamos. En 
consideración de ellas, es que descábamos decir estas palabras. 


Por otra parte, cabe destacar que el procedimiento de con- 
tratación de obras que ha sido aplicado por este gobierno, es 
idéntico al que han utilizado otros. Este Estado ha procedido a 
realizar determinados contratos de obras a nivel de distintos 
Ministerios y Entes Autónomos, en los cuales no sólo está 
representado el Herrerismo, sino también otros sectores políti- 
cos. Esta manera de gobernar es tradicional y le ha dado a 
nuestro país todo lo bueno que tiene. Muchos contratos de obra 
obedecen a necesidades funcionales que el propio Poder Ejecu- 
tivo quiere restringir a través del artículo 11 que figuraba en su 
Mensaje, y que, ahora, reitero, lleva el número 15. 


Deseo destacar que los contratos de obra constituyen un 
procedimiento legal y transparente. Además, cuentan con la 
intervención del Tribunal de Cuentas, que es el encargado de 
elaborar el informe, sobre cuya base se analizan estos hechos. 


Reitero que no tengo dudas de que quien planteó este tema 
en sala no tenía el ánimo de producir ningún escándalo sino 
que, en realidad, sus expresiones se inscribían dentro de su 
línea argumental. Sin embargo, a pesar de su intención, en el 
día de hoy, el sistema político en su conjunto ha sido golpeado, 
porque los ataques a determinadas personas que actúan en la 
vida política, repercuien directa o indirectamente en cada uno 
de nosotros. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: en realidad, los 
señores senadores Astori, Batalla y Alonso Tellechea han he- 
cho algunas constancias que, quien habla, pensaba realizar. 


Deseo señalar que, con respecto a este tema, tengo en mi 
poder algunas manifestaciones de los entonces señores senado- 
res Singlet y de Posadas Montero y del señor senador Batalla 
quienes, representando un espectro ideológico político muy am- 
plio, coincidían en la interpretación de una norma similar a este 
artículo 15. Concretamente, expresaban que esa disposición no 
abarcaba a los liquidadores del Banco de Seguros, a los tasado- 
res y evaluadores del Banco de Previsión Social, a los remata- 
dores ni a los profesionales en general, como por ejemplo, 
médicos, abogados y escribanos. 


Por lo tanto, en ese sentido, me pliego a la conveniencia de 
que, en lo posible, se modifique el texto del artículo tal como 
lo ha sugerido el señor senador Astori. En caso de que no se 
considere necesario aprobar ese agregado, implicaría que el 
Senado -sin excepciones personales ni sectoriales- ha comparti- 
do esa interpretación a la que todos nos hemos referido. En 
consecuencia, se debería atener, no a la interpretación auténti- 
ca, sino a la historia de la sanción de la ley, por la cual, ningún 
juez en un caso de litigio opinaría de manera diferente, 


Aprovecho la ocasión para referirme -aclaro que no voy a 
contestar ninguna alusión- a otro carácter de este artículo, que 
ya fue señalado por el señor senador Alonso Tellechea, y que 
tiene que ver con las críticas que se han realizado con motivo 
de algunas contrataciones que se han hecho durante este perío- 
do. Al respecto, aclaro que me consta que hay muchas causas 
para efectuar dichas contrataciones. Conozco este tema muy de 
cerca, ya que me tocó vivirlo en la época en que fui funciona- 
rio del Banco Central, y estoy en condiciones de afirmar que, a 
veces, no tiene que ver con la eficiencia del Estado. En reali- 
dad, en ciertas ocasiones, un organismo internacional que otor- 
ga un préstamo impone, entre sus condiciones, que haya una 
cláusula a través de la cual se pueda contratar a determinado 
técnico. En estos casos, ni siquiera estoy inculpando a nuestros 
débiles Estados que, más de una vez, necesitan aceptar algunas 
cláusulas para poder obtener otras ventajas. 


Sin embargo, a título personal, deseo dejar constancia de 
que, en algunas ocasiones se puede determinar quizá se pueda 
percibir cierta arrogancia de mi parte- si el técnico contratado 
es mejor que aquel del que dispone el organismo. Por ejemplo, 
en materia jurídica me siento más o menos cómodo, es decir, 
con algún conocimiento como para poder apreciar este aspecto. 
Me consta que en muchos casos se han hecho -y se van a 
continuar realizando- contrataciones dejando de lado a funcio- 
narios que pertenecen a determinado organismo y que han sido 
declarados excedentarios; incluso, permanecen en sus casas, 
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Sin embargo, hay personas que, en mi modesta opinión, tienen 
más capacidad para mejorar la eficiencia del Estado que aque- 
llos que se van a contratar. Aclaro que esto no sólo se aplica en 
materia jurídica, sino también a nivel de computación, entre 
otras. 


Simplemente, deseaba dejar esta constancia que, por su- 
puesto, no se refiere a todas las hipótesis. Sólo conozco algunos 
casos en los que la crítica es perfectamente valedera. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: en primer térmi- 
no, en relación con el planteamiento original del señor sena- 
dor Astori, quiero señalar que preferiría no modificar el artícu- 
lo y que las constancias formuladas en sala sirvieran para su 
interpretación, tal como ocurrió con el artículo 37 de la ley 
N? 16.127. 


Este artículo que estamos considerando tiene el propósito 
de volver más severo el régimen de celebración de contratos de 
arrendamiento de obra por el Estado en su conjunto. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: quiero señalar breve- 
mente que mi propuesta no altera en absoluto el grado de 
prioridad que inspiró este artículo. Eso fue lo primero que 
destaqué. Simplemente, se trata de una aclaración a los efectos 
de fijar con precisión los límites de su alcance, pero comparti- 
mos totalmente lo relativo a su severidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Cassina, 


SEÑOR CASSINA. - Descuento que ese es el propósito del 
señor senador Astori, pero creo que la modificación del artículo 
puede llevar a interpretaciones que disminuyan su severidad. 
Prefiero que queden las constancias, que servirán para la 
aplicación de la norma. Si se quiere, este es un criterio per- 
sonal, pero reitero que fue lo que se hizo en el caso de la ley 
N? 16.127. 


En la sesión de ayer, planteé el tema de los contratos de 
arrendamiento de obra, al efectuar una crítica a la ejecución 
presupuestal. Lo señalé como un procedimiento que desvirtúa 
la política de contención del gasto público, política con la que 
estoy de acuerdo, pero que no se realiza con el criterio selecti- 
vo que, a mi juicio, debería aplicarse. 
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Como mencioné, nuestro Partido votó con entusiasmo la 
ley N* 16.127, denominada “Ley de Funcionarios Públicos”, 
pero muchos funcionarios públicos y sus gremiales no nos en- 
tendieron, Queríamos racionalizar la Administración Pública, 
pero después, cuando se aplicó esta norma, tanto el señor sena- 
dor Batalla y quien habla, como nuestros compañeros de la 
Cámara de Representantes, nos sentimos en buena medida de- 
fraudados porque se dejaron de lado o se violaron estas vías 
establecidas para volver más severo el régimen de la función . 
pública y para evitar un mayor ingreso de funcionarios públi- 
cos, salvo en aquellas áreas en las que son imprescindibles, 


Quiero aclarar, sefior presidente -el señor senador Alonso 
Tellechea me comprendió bien- que en tono muy sereno for- 
mulé afirmaciones referidas a un informe del Tribunal de Cuen- 
tas «cuyas omisiones critiqué, por otra parte- que fue solicitado 
en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda por 
varios de sus integrantes, entre otros, por el señor senador 
Zumarán y quien habla. Este informe nos llegó la semana 
pasada, por lo que tuve poco tiempo de estudiarlo, Por ello, 
pedí a mi querido compañero, el señor representante Melo 
Santa Marina -como se sabe, es uno de los legisladores con 
mayor especialización en materia presupuestal- que lo exami- 
nara más detalladamente. Lo que denuncié, cuidando de no dar 
nombres ni de hacer escándalo -no soy escandaloso y, por otra 
parte, mi Partido trata de no hacer política, ya sea de oposición 
o de gobierno, por medio del escándalo- fue un mecanismo que 
vulnera no sólo disposiciones legales sino, además, la pregona- 
da política de contención del gasto público. 


Todos sabemos en qué consisten los arrendamientos de obra, 
por lo que no los voy a explicar. La diferencia existente entre 
el contrato de arrendamiento de servicios y el contrato de arren- 
damiento de obra radica en que este último tiene un término y 
un precio por todo el contrato y, además, refiere a la realiza- 
ción de una determinada obra y no a la prestación de servicios 
personales. Por ejemplo, si en algún lugar de la Administración 
Pública se carece de abogados para servicios profesionales, se 
efectúa un contrato de arrendamiento de servicios. Esto ten- 
dría que suceder sólo en aquellos casos en que no se tienen 
abogados; sin embargo, como muy bien decía el señor sena- 
dor Korzeniak, hay organismos que cuentan con esos profe- 
sionales -además, se trata de excelentes abogados- pero los 
marginan y terminan contratando por la vía del arrendamiento 
de obra o por figuras jurídicas similares. Es lo que ocurre, por 
ejemplo, en el caso del Banco Central del Uruguay. 


Por otra parte, señor presidente, este país ha librado una 
larga lucha contra este tipo de procedimientos que no he queri- 
do calificar, entre otras cosas, porque no he tenido tiempo de 
estudiar en profundidad el informe del Tribunal de Cuentas. 
Cuando haya podido culminar ese análisis -posiblemente, pasa- 
da la semana próxima, cuando consideremos el proyecto de ley 
de urgencia en materia de desmonopolización de seguros- en 
mi Partido examinaremos si caben algunas instancias parla- 
mentarias complementarias de la que tuvimos ayer con rela- 
ción a este tema. 
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La Ley de Presupuesto N* 11.923, de 27 de marzo de 1953, 
que tiene cuarenta años de vigencia, es tan terminante que no 
deberíamos tener que votar ninguna disposición más. Sin em- 
bargo, aprobamos la ley N* 16.127 y ahora estamos consideran- 
do una norma aún más severa. Voy a leer el artículo 32 de la 
ley N* 11.923, porque algunas personas ni se enteran de la 
existencia de esta norma jurídica, que establece lo siguiente: 
“Ninguna persona podrá ocupar a la vez dos empleos públicos 
rentados ni percibir más de una remuneración con cargo a 
fondos públicos ya dependan de la Administración Nacional, 
ya de la Municipal, ya de los Entes Autónomos o Servicios 
Descentralizados u otros servicios de naturaleza estatal creados 
por ley, ya de una y otros, quedando en consecuencia prohibida 
la acumulación de sueldos en una misma persona sea con este 
título o con el de dieta, gratificación, pensión, emolumento u 
honorarios o cualquier otro título o concepto. Los que se halla- 
ren actualmente en esta situación, dentro de los trescientos 
sesenta días de la promulgación de esta ley deberán optar por 
uno de esos empleos, El que omitiera denunciar dicha situación 
incurrirá en la pena prevista por el artículo 164 del Código 
Penal. Vencido el plazo precedentemente establecido, el Tribu- 
nal de Cuentas dará cuenta a la Asamblea general sobre la 
forma en que se ha cumplido esta disposición y remitirá la 
nómina de las opciones ocurridas y de los funcionarios que se 
encuentren en las condiciones legales”. 


Cuando era asesor de la Administración, primero en la Caja 
de Jubilaciones de Industria y Comercio y luego en el Banco de 
Previsión Social, siempre informé acerca de esta disposición y 
de la obligación de cumplirla. Recuerdo que en un caso, a raíz 
de un informe que elaboré, el Directorio del Banco de Previ- 
sión Social sancionó severamente a funcionarios de la Caja 
Civil, que habían celebrado un contrato de arrendamiento de 
obra, creo que con Enseñanza Secundaria o con el CODICEN 
de la época, para asesorar a dicho organismo en materia jubila- 
toria. Los sancionó severamente y estuvo a punto de destituir- 
los en función de esta norma, que está vigente y que ha sido 
reforzada, por ejemplo, por el artículo 37 de la ley N* 16.127. 
Ahora vamos a tratar de volverla aún más severa, mediante el 
artículo 15 de este Proyecto, que vino propuesto por el Poder 
Ejecutivo -quiero decir toda la ve“dad- y con normas que fue- 
ron incluidas en la Cámara de Representantes. 


Esperamos que las disposiciones se cumplan; es ese el pro- 
pósito, señor presidente. No me interesa colocar en la picota 
pública a las personas; estoy combatiendo una política que 
pregona la contención del gasto público y luego, por vías oblí- 
cuas, no la cumple. 


Por último, quiero señalar -porque hace a la lealtad con que 
actúo- que en la mañana de hoy se comunicó con quien habla 
el ingeniero Ruperto Long, presidente del Laboratorio Tecnó- 
logico del Uruguay -que, como se sabe, es un organismo pa- 
raestatal- para informar que su nombre aparecía incluido hoy 
en una lista de este tipo de contrataciones, de acuerdo con el 
informe del Tribunal de Cuentas. Además, me hizo saber que 
su situación no responde a las críticas que formulé porque él 
integró durante mucho tiempo, sin percibir ninguna clase de 
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remuneración extra, un comité de calidad que asesoró en la 
materia pertinente. Me he hecho un deber el efectuar este seña- 
lamiento, cumpliendo además con un compromiso que asumí 
ante el propio ingeniero Long. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? ] 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: justa- 
mente a eso hacíamos referencia cuando nos ocupamos del 
tema hace unos minutos; las intenciones pueden haber sido 
unas, pero los resultados otros. Por ejemplo, el nombre del 
señor Long fue uno de los que en el día de hoy, de una forma o 
de otra, quedó a la intemperie por las denuncias que se hicieron 
en la tarde de ayer. Lo que escrito quedó en algunos medios, 
podemos tratar de repararlo en esta sala haciendo las salveda- 
des que consideremos necesarias, pero igualmente han caído 
buenos, malos y mediocres. Es con ese espíritu que hice este 
planteamiento, no para reabrir el debate o hacer recriminacio- 
nes, sino para dar por terminado el episodio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - El tema es que los legisladores tene- 
mos el deber de realizar el control de la Administración. Se 
trata de una facultad, pero como todas ellas, en lo que hace a 
los titulares de organismos públicos, son derechos-deberes. Te- 
nemos el deber de controlar, de pedir informes al Tribunal de 
Cuentas sobre este aspecto y de difundirios cuando son revela- 
dores de políticas inconvenientes o que violan normas legales. 
Cuando se realizan contratos como los efectuados por la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto para una Comisión que estu- 
dia la evasión fiscal, teniendo funcionarios competentes en las 
áreas respectivas para examinar el tema y se otorgan, en algu- 
nos casos, emolumentos mensuales muy altos, decimos que se 
está violando la ley y simulando, a través del régimen del 
contrato de arrendamiento de obra, verdaderos contratos de 
función pública. Decimos esto con todas las letras y no nos 
interesa hacer escándalo ni señalar personas, sino criticar seve- 
ramente estas políticas. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: naturalmente, va- 
mos a votar afirmativamente esta disposición del artículo 15 
del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 

Quiero expresar -todo debe ser dicho- que este tema fue 


planteado públicamente y con anterioridad en el seno de la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda a la subdirec- 


156 -C.S. 


tora de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a fin de que 
brindara informes sobre los contratos de arrendamiento de obra 
que se estaban celebrando. En el día de ayer relaté la respuesta 
que ella nos dio, diciendo que el Poder Ejecutivo no estaba en 
condiciones de informar sobre cuántos arrendamientos de obra 
se celebraron, el monto de ellos y las personas, empresas públi- 
cas y dependencias del Poder Ejecutivo involucradas, sino que 
lo debía hacer el Tribunal de Cuentas. Entonces, propusimos 
que la Comisión se hiciera solidaria con este análisis y remitie- 
ra un pedido a dicho organismo, a fin de que nos informara 
sobre los contratos de arrendamiento de obra que se habían 
realizado desde 1990 a la fecha. En la Administración pasada 
se nos informó que para la ejecución de determinados contratos 
con organismos internacionales se procedía a la realización de 
este tipo de contratos de arrendamiento de obra por parte de 
determinadas dependencias. Luego, entre las disposiciones de 
las leyes de la función pública, se introdujo esta posibilidad. Al 
respecto, tenemos información de que ocurrían cosas que se 
podían calificar como asombrosas. Por ejemplo, existen funcio- 
narios que se retiraron incentivados -solamente voy a dar el 
nombre de las instituciones, pero no el de las personas, aunque 
los tengo- de la Imprenta Nacional, casi al límite de la edad 
jubilatoria y luego fueron contratados para desempeñar la mis- 
ma función bajo el sistema de arrendamiento de obra. En esa 
misma dependencia -y cito una nada más- hay una serie de 
funcionarios expertos en computación que fueron pasados a 
disponibilidad o que cobran el sueldo sin trabajar. La Adminis- 
tración gastó dinero para prepararlos en esa materia, pero luego 
contrata gente por el sistema de arrendamiento de obra para 
prestar dichos servicios. 


Reitero que hace mucho tiempo que conozco esta situación 
y ya hemos articulado planteamientos públicos, hemos pedido 
informes y los hemos hecho conocer por la Comisión. Natural- 
mente, me importa mucho la honorabilidad de las personas y 
no he hecho ninguna imputación de tipo individual. Lo que es 
escandaloso no es lo que aparece en los titulares de los diarios, 
sino los hechos, los $ 900.000 que OSE le paga a una persona 
para hacer quién sabe qué cosa. En realidad, eso implica un 
gasto de U$S 250.000. 


Aquí y en la Comisión peleamos para que los 1.400 trabaja- 
dores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -en eso 
nos ha apoyado el ex-ministro de esa Cartera y actual senador 
Wilson Elso Gofi- puedan recibir el mismo tratamiento que los 
obreros de la construcción, en el sentido de percibir un salario 
vacacional acorde con sus remur =raciones como trabajadores 
de esa industria. Eso significaría un gasto de USS 300.000, que 
es lo que se pagó por un arrendamiento de obra. Esto es real- 
mente escandaloso. 


Además, la sección “Jurídica” del Banco Central ha sido 
literalmente desmantelada de personal porque el Directorio, en 
lugar de hacerse informar por su Departamento Jurídico -que 
seguramente es el mejor del país- contrata arrendamientos de 
obra y paga informes que, naturalmente, se hacen de acuerdo 
con lo que piensa dicho Directorio y no como lo hacía la Sala 
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Jurídica, según lo que dicen las normas respectivas. Insisto que 
eso es escandaloso y no puede suceder. 


Estas situaciones son las que nos han llevado a plantear el 
tema en Comisión, porque no se puede propagandear que ac- 
tuamos de determinada manera en la Administración Pública, 
saneándola, bajando el gasto, peleando el salario de los trabaja- 
dores, ajustándolo cuatrimestralmente al 50% de lo que au- 
menta el IPC, si luego permitimos que se hagan este tipo de 
contratos de arrendamiento de obra, 


El principio para que las cosas puedan empezar a corregirse 
es este artículo 15. Seguramente, dentro de este tipo de contra- 
tos de arrendamiento de obra algunos se hacen por “chirolas” 
-como se dice actualmente- para limpiar baños, pero esas per- 
sonas no ganan $ 60,000 por mes, sino que están contratadas 
por ocho meses o un año, ganando $ 1.000 mensuales. Estos 
también aparecen en el documento que remitió el Tribunal de 
Cuentas. 


Es cierto que hay que controlar esto y montar un dispositi- 
vo con ese fin. No puede ser que el Tribunal de Cuentas diga 
que sólo puede proporcionar los datos desde diciembre del año 
pasado al presente, porque antes no tenía una sistematización 
de la información sobre los contratos de arrendamiento de obra. 
Esto no lo digo yo, sino el presidente del Tribunal de Cuentas 
en la Comisión y también en el informe. ¿Acaso el Poder 
Ejecutivo no tenía ningún sistema para saber qué hacían sus 
Ministerios en esta materia? Entonces, ¿cómo se manejan los 
dineros del Estado? Precisamente, este artículo 15 es un princi- 
pio de control. Repito que lo escandaloso no son los nombres 
de personas muy respetables aparecidos en los titulares de la 
prensa -eso importa poco- sino los hechos que están detrás de 
estos contratos de arrendamiento de obra. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZAS., - Señor presidente: aquí se han hecho 
aclaraciones respecto al sentido del texto de esta disposición y 
se han fundamentado las razones por las cuales se establecen 
limitaciones a las contrataciones de arrendamiento de obra, no 
obstante lo cual tengo una preocupación que quiero compartir 
a los efectos de que de ella quede constancia en la versión 
taquigráfica de la presente sesión, y acerca de la cual consulté 
al señor presidente hace dos días. 


Como se recordará, en el último Presupuesto del Senado se 
autorizó a la Presidencia a contratar técnicos para asesorar a las 
Comisiones Permanentes del Parlamento. Entre las excepcio- 
nes previstas en el artículo 15, nada se dice respecto al Poder 
Legislativo. 


En consecuencia, quisiera saber si es necesario que se lo 
incluya expresamente, o si simplemente basta con hacer una 
aclaración en la versión taquigráfica, a los efectos de que luego 


1% de Octubre de 1993 


No se presenten dificultades cuando las Comisiones resuelvan 
hacer este tipo de contratos de arrendamiento de obras. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea expresar de 
manera Clara, que entiende que el Poder Legislativo no está 
comprendido en esta disposición, como tampoco lo está, salvo 
mención expresa, en las demás normas de las leyes presupues- 
tales, puesto que éstas, como todos sabemos, rigen para la 
Administración Central y para los organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución de la República. Prueba de 
ello es que, cuando se quiere que una disposición refiera, por 
ejemplo, a los organismos del artículo 221, expresamente se 
habla de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
industriales y comerciales. 


Además, la Presidencia entiende que el Poder Legislativo 
no está comprendido, por una segunda razón, y es que la Cons- 
titución de la República -si no recuerda mal, en el artículo 108- 
le concede absoluta independencia presupuestal. Esta quedaría 
anulada o, por lo menos menoscabada, si lo que disponemos en 
ejercicio de esa competencia constitucional -es decir, tanto el 
Senado como la Cámara de Representantes- pudiera luego que- 
dar anulado por una ley presupuestal, a pesar de que en ella, 
naturalmente, tiene participación fundamental el propio Parla- 
mento. 


En síntesis, la Presidencia considera que es claro que no 
está en la intención de esta norma, en su “ratio legis”, com- 
prender al Poder Legislativo. 


SEÑOR JUDE. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR JUDE. - Es obvio que en la contratación que hizo 
la Comisión de Salud Pública de tres técnicos, dos de ellos eran 
funcionarios públicos. Por ello, creo que es pertinente el plan- 
teo formulado por el señor senador Bouzas y también la aclara- 
ción hecha por la Presidencia del Senado. Pero no es a esto a lo 
que me quiero referir, sino al tema de las profesiones liberales. 


Todos somos conscientes de las dificultades por las que 
pasa un joven que se recibe, para comenzar a desarrollar su 
profesión. La situación económica que vive el país ha llevado a 
que, por ejemplo, un abogado, un médico o un escribano, se 
vean obligados a manejar un taxímetro. Entiendo, pues, que 
nuestra juventud carece del imprescindible apoyo que debe pres- 
tarle el Estado, Entonces, me parece que lo que debemos hacer, 
sobre todo por el gran número de personas que se reciben de 
médicos y abogados -aprovecho para señalar que no creo que 
sea desdoroso, ni mucho menos, el hecho de que se tenga que 
manejar un taxímetro- es ver el modo de que los profesionales 
puedan insertarse como corresponde en el mercado de trabajo y 
prestar su servicio a la sociedad, 


De pronto, podría resultar adecuado incluir la constancia 
hecha por el señor senador Astori. No quiero insistir en esto, 
pero me parece que no estaría de más referimos a la Ley de 
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Funcionarios Públicos, porque defender la libertad de las profe- 
siones liberales es algo que, a mi juicio, no se contrapone con 
lo que se ha señalado y, por otra parte, es coadyuvante con un 
concepto que se ha utilizado en distintas épocas en el Senado 
de la República. 


En síntesis, voy a acompañar -naturalmente, en la medida 
en que la Comisión lo acepte- la propuesta formulada por el 
sefior senador Astori u otra semejante por la que, de alguna 
manera, reivindiquemos la libertad en materia de profesiones 
liberales. 


Es cuanto deseábamos señalar. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: queremos dejar 
algunas constancias con relación al tema de los contratos de 
arrendamiento de obra. 


Fundamentalmente, nos interesa señalar que fue preocupa- 
ción del Poder Ejecutivo legislar respecto a la regulación de 
tales contratos. En particular, esto fue establecido en el Mensa- 
je referido a la ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, que en 
su artículo 37 define lo que es un contrato de arrendamiento de 
obra, con la finalidad de evitar la proliferación de contratos de 
esta naturaleza que pudieran tener la condición de ser de fun- 
ción pública. 


Esa inquietud del Poder Ejecutivo, que se concretó en una 
serie de normas, también estuvo presente cuando con fecha 11 
de diciembre de 1992, éste se dirigió al Tribunal de Cuentas 
solicitándole información acerca de los contratos de arrenda- 
miento de obra de la Administración Central, de los organis- 
mos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución de la 
República, de los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos y dé los gobiernos departamentales. Tal como se señala en 
la nota correspondiente, esta preocupación se enmarcaba en la 
racionalización del gasto público. En esta oportunidad, el Po- 
der Ejecutivo señalaba al Tribunal de Cuentas que la ausencia 
de información se debía a la inexistencia, a nivel de aquél, de 
un órgano que pueda tener acceso a los datos en cuestión. 
Asimismo, precisaba que es únicamente el Tribunal de Cuentas 
el que tiene tales facultades, en virtud de su competencia. Tam- 
bién expresaba que era importante -naturalmente, si el Tribunal 
de Cuentas así lo estimara y no lo considerara inconveniente e 
inoportuno- que ese órgano constitucional estableciera un re- 
gistro para los arrendamientos de obra en los casos en que los 
contratados fuesen personas físicas, así como que periódica- 
mente diera cuenta a la Presidencia de la República de los 
contratos pendientes, con los elementos básicos de información 
que le parecieran necesarios. 


Entendemos que la opinión pública debe saber que, en lo 
que tiene que ver con estos contratos de arrendamiento de obra 
la preocupación ha surgido del propio Poder Ejecutivo, que 
reclamó al Tribunal de Cuentas la realización de un registro, 
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A raíz de la nota que con fecha 11 de diciembre enviara el 
Poder Ejecutivo, el 21 de diciembre el Tribunal de Cuentas 
comunica que ha resuelto adoptar la siguiente resolución: “Pre- 
via formación de carpeta, pase a la División Auditoría para 
que, conjuntamente con la División Jurídica, se proceda al es- 
tudio de los procedimientos administrativos correspondientes 
para implementar un Programa que permita el archivo de todos 
los antecedentes referidos a los arrendamientos de obra de la 
Administración con personas físicas”. 


Esa actitud de tratar de regular, de precisar y de racionalizar 
el uso de los contratos de arrendamiento de obra, se manifiesta 
nuevamente en el Mensaje original del Poder Ejecutivo que 
dice relación con esta Rendición de Cuentas, puesto que es 
mucho más severo que el texto del artículo 15 venido de la 
Cámara de Representantes. 


Queríamos dejar esta constancia porque creemos que la ver- 
dad es lo que tiene que salir a luz. Reiteramos que ha sido 
preocupación del Poder Ejecutivo regular y racionalizar esta 
materia, dar a conocer todo lo ocurrido y ser severo en la 
utilización de este sistema. 


Es cuanto por el momento deseábamos señalar respecto a 
esta disposición y a la política seguida por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más oradores anota- 
dos para hacer uso de la palabra, corresponde pasar a votar el 
artículo 15, con el texto venido de la Comisión. En caso de que 
la votación resulte negativa, habría que votar el texto propuesto 
por el sefior senador Astori, al cual luego se daría lectura. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Me parece justo que sg le dé lectura 
antes porque el Senado no conoce ese texto que, simplemente, 
enfatiza la aplicación del artículo 37 de la ley de 1990. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo sustitutivo pro- 
puesto por el señor senador Astori. 


(Se lee:) 


“Los contratos de arrendamiento de obra que se formali- 
cen de acuerdo con lo que establece el artículo 37 de la ley 
N?* 16.127, de 17 de agosto de 1990, sólo podrán celebrarse 
con personas físicas cuando éstas no tengan la calidad de fun- 
cionarios públicos, salvo los casos de funcionarios docentes de 
Enseñanza Pública Superior, ocupen o no otro cargo público. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior aquellos 
contratos que sean necesarios para el cumplimiento de conve- 
nios internacionales, convenios celebrados por la Universidad 
de la República y por el Conseje Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas. 
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En el ámbito de la Administración Central dichos contratos 
deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo actuando en acuer- 
do con el ministro de Economía y Finanzas y el ministro res- 
pectivo, previo informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren los 
Servicios Descentralizados y los Entes Autónomos industriales 
y comerciales deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo, 
debiendo contar con el informe de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


En ambos casos, el comitente deberá dejar expresa constan- 
cia de que no se encuentra en condiciones materiales de ejecu- 
tar el objeto del arriendo con sus funcionarios. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplicación para 
la renovación de los contratos de arrendamiento de obra vigen- 
tes”, 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, en primer 
término, el artículo 15 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-19 en 29. Afirmativa. 


A modo de fundamento de voto, la Presidencia desea ex- 
presar que no votó a favor de este texto porque considera que 
el propuesto por el señor senador Astori es más claro. 


SEÑOR ASTORL. - Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar nuevamente el 
artículo 15. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 16. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“Artículo 16. - Interprétase el artículo 25 de la ley N* 15.783, 
de 28 de noviembre de 1985, de conformidad a lo dispuesto 
por el artículo 34 de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 
1992, en el sentido que los funcionarios que hubieran sido 
restituidos al amparo de las leyes N* 15.737, de 8 de marzo de 
1985, y N* 15.783 ya citada, y que se hubieran hecho acreedo- 
res a los beneficios a los que se remite el artículo 34 de dicha 
ley N* 15.783, podrán acogerse al amparo jubilatorio previsto 
en el artículo 18 y concordantes del capítulo IV de la misma 
ley o reformar su cédula jubilatoria, debiendo presentar al efec- 
to la correspondiente solicitud ante el Banco de Previsión So- 
cial dentro de los noventa días siguientes a la promulgación de 
la presente ley. 
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Extiéndese el presente amparo a los funcionarios que ha- 
biéndose encontrado en la misma situación a que refiere el 
inciso anterior, se hubieran acogido con posterioridad a los 
beneficios jubilatorios previstos por la legislación común o le- 
yes especiales, quienes podrán reformar su cédula jubilatoria 
presentándose en el mismo plazo y forma.'”) 


-La Presidencia acota que la bancada herrerista había pro- 
puesto la inclusión de esta disposición a los efectos de votarla 
negativamente. 


SEÑOR SANTORO. - Así es, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Antes de proceder a la votación, 
la Presidencia expresa que ha estudiado este artículo y que lo 
considera inconveniente y que va mucho más allá de lo que 
disponían las leyes a que refiere: la N* 15.737 -mal llamada 
“de emergencia” para la Enseñanza, en cuanto dispuso la obli- 
gación de reintegrar a los funcionarios destituidos o persegui- 
dos por razones políticas y similares- y la N* 15.783, propia- 
mente llamada “de destituidos”. 


Vale decir que las dos leyes mencionadas -particularmente 
la N* 15.783- establecían dos sistemas. Por un lado, el de rein- 
tegro de los funcionarios que hubieran sido destituidos por las 
razones expresadas, dándoles la opción, si tenían causal jubila- 
toria, de ampararse a un régimen jubilatorio especial. Los fun- 
cionarios ejercieron el derecho a reintegrarse y, en función de 
ello, se beneficiaron con una retroactividad, en algunos casos 
muy importante, al 1% de marzo de 1985. Desde ese punto de 
vista, el régimen fue excepcionalmente favorable. 


Si no he leído mal la disposición o si no está mal redactada, 
ahora se establece que, además de haber gozado del menciona- 
do beneficio, de haberse reintegrado -a lo que tenían derecho- y 
luego de haber cobrado sumas importantes por concepto de 
retroactividad -tal como ocurrió en muchísimos casos en el 
Poder Legislativo- tendrán un régimen jubilatorio excepcional, 
que no existe para el común de los ciudadanos. 


Entonces, pienso que deberíamos optar por una cosa u Otra: 
esos funcionarios se reintegraban o se acogían a un régimen 
jubilatorio especial, con la reforma de la cédula jubilatoria. 
Digo esto, porque luego de haber transcurrido ocho o nueve 
años desde su reintegro, no parece razonable que ahora aprobe- 
mos un régimen jubilatorio especial. 


La Presidencia admite que puede estar equivocada en este 
aspecto, porque no ha estudiado a fondo el asunto. Sin embar- 
go, su primera impresión con respecto a esta disposición es que 
va mucho más allá de lo que se dispuso y de lo que se quiso 
hacer en el año 1985. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Quiero decir que en la Comisión rea- 
licé una exposición bastante extensa acerca de esta disposición; 
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ahora, por razones obvias -de falta de tiempo- no deseo tener 
que reproducirla aquí en sala. 


Entiendo las objeciones que ha planteado el señor presi- 
dente. El tema es que a través de esta norma, que no es 
novedosa -más adelante explicaré por qué no lo es- se procura 
colocar, desde el punto de vista jubilatorio, a los funcionarios 
destituidos que optaron por la restitución en lugar de la jubila- 
ción -es decir, los que tenían derecho a ello, porque, como se 
recordará, aquellos destituidos que al 1% de marzo de 1985 
tenían 60 años de edad cumplidos no se podían reintegrar, sino 
que tenían que jubilarse; esa fue una de las transacciones que 
en aquella época hizo la Comisión de la Cámara de Represen- 
tantes que trabajó en el tema con el Poder Ejecutivo- en una 
situación no inferior a la de aquellos que pudiendo reintegrarse, 
optaron por jubilarse, 


Ahora bien; ¿qué es lo que ha ocurrido? Que los funciona- 
rios tuvieron expectativas de desarrollo de la carrera adminis- 
trativa que, en los hechos, no se vieron colmadas. Entonces, 
actualmente procuran volver a tener la opción que oportuna- 
mente tuvieron. 


No deseo desarrollar una explicación extensa; simplemente, 
diré que esto no beneficia al conjunto de los funcionarios resti- 
tuidos, sino sólo a aquellos -y supongo que su número es limi- 
tado- que si fueran a jubilarse hoy en día por el régimen actual 
no- obtendrían una jubilación mejor que la que les habría co- 
rrespondido según el régimen establecido en la ley N* 15.783. 


Tal como lo señaló el señor presidente, es cierto que algu- 
nos de estos funcionarios cobraron importantes sumas por con- 
cepto de la retroactividad generada desde el 1* de marzo de 
1985; pero no es culpa de ellos. La ley N* 15.783 preveía 
plazos muy breves para que los funcionarios que tenían el dere- 
cho de ser reincorporados, efectivamente lo fueran. El tema es 
que, en muchos casos, su restitución se demoró, aunque no por 
culpa de los propios funcionarios, que plantearon la solicitud a 
tiempo. Actualmente, hay casos de funcionarios que todavía 
están demandando su restitución; entonces, la demora de uno, 
dos, tres, cuatro o cinco años, no es responsabilidad de ellos, 
Tampoco tienen que ver con el hecho de que, si son reintegra- 
dos -es decir, si en definitiva hay una resolución favorable de la 
Administración o del Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo- deban cobrar lo que se les adeuda por concepto de retroac- 
tividad al 1* de marzo de 1985, porque eso es lo que establece 
la ley. Reitero que los funcionarios no tienen la culpa de no 
haber sido reintegrados dentro de los plazos brevísimos que 
establecía la norma. 


Finalmente, deseo señalar que el año pasado, en el artículo 
34 de la Ley de Rendición de Cuentas, se aprobó una disposi- 
ción similar, interpretativa del artículo 25 de la ley N* 15.783 
para los funcionarios de ANCAP. Por lo tanto, ya existe una 
ley vigente que interpreta el mencionado artículo. Entonces, 
¿Qué va a ocurrir? Si no votamos esta disposición -que, a mi 
juicio, es absolutamente defendible en lo que hace a la inter- 
pretación de la ley N* 15.783- cualquier funcionario en la mis- 
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ma situación que los de ANCAP, o sea, comprendido en el 
artículo 34 de la ley N* 16.320, se presentará ante el Banco de 
Previsión Social demandando su jubilación conforme a lo esta- 
blecido en la ley N* 16.320 ya que en ella se hizo una interpre- 
tación de una norma de carácter general, aunque a efectos 
particulares. Lo cierto es que la interpretación está hecha y en 
relación a una norma de carácter general de la ley de restitu- 
ción de funcionarios públicos. Si el Banco de Previsión Social 
les niega ese derecho, recurrirán ante el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, generándose así miles de juicios -espero 
que no tantos- en los que probablemente dicho Tribunal acaba- 
rá dándoles la razón. 


Entonces, en tanto hay una norma vigente que interpreta 
una disposición de la ley N* 15.783 -si bien lo hace a efectos 
particulares de un sector específico de funcionarios, los de 
ANCAP- aquí tratamos de darle carácter general. 


Personalmente, si fuera necesario, volvería -aunque fuese 
per vía de interrupción- a intervenir sobre este tema, pese a que 
no quiero extender el debate, porque no deseo demorar la con- 
sideración de otros artículos, así como tampoco de muchos 
aditivos que quiero que por lo menos sean examinados por el 
Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si bien la Presidencia no puede 
polemizar, quiere decir que esta disposición no es para los 
funcionarios que se puedan restituir en el- futuro, ya que se 
refiere a los que “hubieran sido restituidos”. Por lo tanto, les 
otorga un derecho que no les brinda la ley N* 15.783. En 
consecuencia, la disposición no es interpretativa sino modifica- 
tiva y carece de la iniciativa del Poder Ejecutivo, requerida por 
el artículo 86 de la Constitución. 


SEÑOR KORZENIAK, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
4 
SEÑOR KORZENIAK,. - Respecto de las últimas palabras 
de la Presidencia -y sin entrar a polemizar, porque si no ambos 
estaríamos violando el Reglamento- quiero decir que el tema 
fue tratado en Comisión muy detalladamente. Allí, se sostuvie- 
ron dos tesis, con argumentos muy serios, 


Una de ellas sostenía que faltaba la iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo porque se estaba creando, no un nuevo benefi- 
cio -porque este tema no siempre requiere iniciativa del Poder 
Ejecutivo- sino una nueva causal jubilatoria. La otra, manteni- 
da por otros señores senadores que también expusieron sus 
razones con mucha seriedad, expresaba que en realidad de lo 
que se trataba era de renovar un plazo para una causal jubilato- 
ria que ya existía y que, por lo tanto, era válido interpretar que 
no se necesitaba iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Este es el primer aspecto al que quería hacer referencia. 


Con respecto al segundo punto que deseo desarrollar, pido a 
mis compañeros de Senado que realicen el esfuerzo intelectual 
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de situarse en el momento en que los funcionarios eran llama- 
dos para restituirse a sus cargos. Algunos de ellos tenían la 
opción de reintegrarse a su trabajo o jubilarse con un 125% de 
lo que hubiesen ganado en caso de volver a la actividad. Es 
decir que si trabajando ganaban 100, sin trabajar, jubilados, 
percibirían 125. Esta era la situación concreta, y reitero que se 
refiere a los que tenían derecho a optar, que son los involucra- 
dos por esta ley y no aquellos que estaban obligados a jubilar- 
se. Insisto en que se trata de los funcionarios que, o bien 
entraban a trabajar ganando 100 o dejaban de hacerlo y gana- 
ban 125. 


Pido que pensemos en las personas que prefirieron cobrar 
100 por un tiempo que podía ser más o menos largo y no 125 
porque querían volver a su lugar de trabajo a fin de demostrar, 
con dignidad, trabajando, ante sus compañeros -algunos de ellos 
excelentes personas y otros que, quizás, habían dicho “este 
señor es subversivo” o bien, “está contra la dictadura”- que 
preferían cobrar 100 desempeñando sus tareas, en lugar de 125 
jubilados, sin trabajar. Puedo decir que este grupo de funciona- 
rios es muy grande y pertenece a la Administración Central y a 
la descentralizada. No niego que entre ellos pueda haber algu- 
no que, al optar, haya pensado que le convenía más reintegrar- 
se a sus labores porque, con el correr del tiempo, podía rehacer 
su carrera administrativa, llegando a percibir un emolumento 
mayor a la jubilación. Es posible que ello haya sucedido, ya 
que en aquel momento las jubilaciones se deterioraban con una 
rapidez tremenda, cosa que luego se logró detener con la refor- 
ma del artículo 67 de la Constitución. Sin embargo -lo repito, 
porque me consta- muchos quisieron reintegrarse por la digni- 
dad de volver a ocupar un cargo del que se les había echado 
por razones puramente ideológicas o políticas; querían demos- 
trar ante sus jerarcas y compañeros de trabajo que allí estaban 
nuevamente, trabajando, ganándose el derecho a cobrar 100, en 
lugar de 125. 


A continuación, quiero decir unas palabras sobre el tema de 
la retroactividad. Antes que nada, y tal como“lo aclaró muy 
bien el señor senador Cassina, la ley fijó plazos brevísmos y 
muy razonables para presentarse. La retroactividad que se co- 
bró era hasta el 19 de marzo de 1985 y la ley fue de por ahí... 


SEÑOR PRESIDENTE. - De por ahí no, señor senador, fue 
de noviembre de 1985. La retroactividad nunca fue inferior a 
diez meses. 


SEÑOR KORZENIAK, - Hay casos que conozco, señor 
presidente, en que la retroactividad fue de dos días, porque el 
reintegro estaba dispuesto también para los destituidos por el 
Acto N? 7, que fue anterior a esa ley. Y hubo gente que se 
reintegró así. 


(Interrupción del señor presidente que no se oye) 


SEÑOR KORZENIAK. - Vamos a aclarar, señor presiden- 
te, este tema de la retroactividad. 
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Si hablamos de una retroactividad de diez meses, digo 
que ella fue fruto de una disposición. Tal como lo expresa- 
rían los contractualistas de la época del iluminismo francés, 
la ley N* 15.783 fue un pacto social, una renovación del pacto 
social, tal como diría Rousseau, con esa elegancia que tenía en 
su literatura política, tan apreciada por mí. 


Sin embargo, hay que tener en cuenta que esa retroactivi- 
dad que, repito, creo que era lo máximo que podía pagar el 
Estado, no era lo que establecía la Constitución, que la fijaba 
desde el día en que habían sido destituidos con la arbitrariedad 
más dura y dolorosa que existe, que es la que pena lo que se 
piensa -a veces también lo que se hace- políticamente. Esto era 
lo que la Constitución marcaba en el momento de sancionarse 
la ley N* 15.783. Hubo una renovación del pacto social al 
expresar que, dado que no habían sido los que gobernaban en 
ese momento los que cometieron la tropelía de expulsar gente 
porque tenía una filosofía distinta a la de la dictadura, lo lógico 
y equitativo -no estoy planteando ninguna queja- era fijar el 
límite del 1* de marzo, o sea, la fecha en que la democracia 
volvió a tener vigencia. Pienso que esto es lo menos que se 
pudo hacer. No se trata de un regalo del país para esos funcio- 
narios; la retroactividad fijada siempre fue menor a la marcada 
por la Constitución. Pienso que ha habido mucha dignidad por 
parte de la gente, ya que no se hizo esa reclamación. Quién 
sabe lo qué tendría que haber respondido un Tribunal al que 
se le hubiera planteado este problema, o sea que el Estado y 
sus Órganos -como dice el artículo 24- al ejecutar sus servi- 
cios -nada menos que de un gobierno en manos de usurpado- 
res- les provocó no sólo un daño en sus sueldos, ya que no los 
percibieron por muchos años, sino el perjuicio de haberlos teni- 
do presos, torturados e, incluso, haberlos asesinado. 


Personalmente, ante la justicia de esta norma que involucra 
a personas que llegaron a cobrar una retroactividad que en la 
mayoría de los casos no alcanzaba siquiera a la décima parte de 
lo que manda la Constitución, pienso que es justo y equitativo 
reabrir el plazo. Reitero una vez más que no descarto que la 
actuación de alguno de ellos fue el fruto de un cálculo, al 
pensar que les convenía más reintegrarse que acogerse a la 
pasividad. Sin embargo, tengo la satisfacción de hacerle el 
honor a la mayoría de ellos de creer que lo hicieron por digni- 
dad personal y, en lugar de retirarse con 125, prefirieron que- 
darse cobrando 100. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor presidenie: al igual que 
el señor senador Korzeniak, me voy a referir a la discusión que 
se dio en la Comisión de artículos desglosados cuando se anali- 
zóÓ este tema, Originalmente, el texto venido de la Cámara de 
Representantes comprendía cuatro disposiciones relativas a esta 
misma situación: el artículo 16, para los funcionarios de OSE; 
el 143, para los del Ministerio de Economía y Finanzas; el 153, 
para algunos funcionarios de la enseñanza, y el 17, que en 
términos generales, decía lo siguiente: “Declárase que lo esta- 
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blecido en el inciso primero del artículo 34 de la ley N* 16,320, 
de 1* de noviembre de 1992, comprende a todos los funciona- 
rios públicos en situaciones similares, quienes dispondrán del 
plazo de 90 días establecido en la norma citada”. Deseo señalar 
que esta norma referida en el artículo 17 es la relativa a los 
funcionarios de ANCAP, a que aludió recientemente el señor 
senador Cassina. En la Comisión mi sector se opuso, habida 
cuenta de que la ley N* 15.783 fijaba un plazo a aquellos que 
tenían causal, para optar por la jubilación o para reintegrarse a 
sus funciones. Sin embargo, al haber caducado ese plazo, la 
causal se extinguió, por lo que este artículo 16 no puede prorro- 
garla -como dice el señor senador Korzeniak- porque ya estaba 
extinguida. Entonces, esta disposición configura una nueva cau- 
sal que hace necesaria la iniciativa del Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con el inciso segundo del artículo 86. 


Además de lo expuesto, quiero señalar que comparto plena- 
mente lo expresado por el señor presidente del Cuerpo. Este 
artículo no sólo interpreta la ley N* 15.783 en el sentido que se 
quiso dar, sino que amplía su marco de aplicación en una 
forma que no fue la que tuvo en cuenta la Comisión de artícu- 
los desglosados cuando estudió este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea expresar 
que es muy claro que la ley no se refiere únicamente a quienes 
en su momento tuvieron el derecho a optar entre la restitución 
y la jubilación, tal como señaló el señor senador Korzeniak. La 
ley habla de los funcionarios que hubieren sido restituidos al 
amparo de las leyes tales y cuales y se hubieren hecho acreedo- 
res a los beneficios a que se remite el artículo 34, que eran 
todos los comprendidos en ésta. Quiere decir que si un funcio- 
nario tenía 40 años de edad y no poseía causal jubilatoria, está 
comprendido en este artículo. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 
4 
SEÑOR PEREZ. - Como las posiciones ya han sido fijadas, 
simplemente voy a agregar algunos argumentos. 


Creo que -pido disculpas por el término que voy a utilizar- 
no debemos ser mezquinos cuando consideramos este proble- 
ma. Pregunto, ¿a quiénes refiere esta norma? Se trata de los 
funcionarios públicos, trabajadores de los Entes, que fueron 
objeto de represalias durante la dictadura; unos fueron presos 
-no hablo ya de los muertos, que también los hubo- otros entra- 
ron en la categoría C, por causas diversas, entre otras, por ser 
familiares de quienes estaban en el Penal de Libertad, otros, 
por razones equivalentes a éstas y algunos porque al jefe no les 
gustaba la cara que tenían y se aprovecharon de la dictadura, 
simplemente para destituirlos de sus cargos, cuando no había 
ninguna norma ni organización sindical que los protegiera. Con 
el advenimiento de la democracia, se busca una norma, a la 
cual no me voy a referir ahora porque aquí ya ha sido explica- 
da. Por diversas razones, mucha gente no se enteró que tenía 
ese derecho, por lo que quedó fuera de los beneficios que ella 
otorgaba. No voy a mencionar lo que con razón decía el señor 


162 -C.S. 


senador Korzeniak, en cuanto a que muchos por defensa de la 
camiseta y por su propia dignidad, prefirieron ir a trabajar, 
porque se sentían con fuerza y querían demostrar a sus compa- 
fieros que habían salido de esa difícil situación que vivieron 
durante la dictadura y estaban dispuestos a contribuir con la 
democracia, También es justo decir que ni siquiera a esta gente 
se le reparó totalmente. Todos sabemos que figuran en una 
planilla aparte del resto del funcionariado en todos los ministe- 
rios. Se trata de planillas expresamente elaboradas para estos 
sectores, que cuando se jubilan, sus cargos cesan al vacar, lo 
que significa que no ingresa otro funcionario en su lugar. Repi- 
to que aun cuando entraron a trabajar, no se los reparó total- 
mente, muchas veces porque había desinteligencia entre los 
que se quedaron trabajando y los que fueron restituidos. 


Recién en la Rendición de Cuentas anterior, concretamente 
mediante el artículo 34, se reparó a los trabajadores de ANCAP 
que se encontraban en esta situación; lo mismo se hizo para 
con los funcionarios de la Administración Nacional de Puertos. 


En el último inciso del artículo 34 de la ley N* 16.320 se 
dice: “Extiéndese el presente amparo a los funcionarios que 
habiéndose encontrado en la misma situación a que se refiere el 
inciso anterior, se hubieran acogido con posterioridad a los 
beneficios jubilatorios previstos por la legislación común o le- 
yes especiales, quienes podrán reformar su cédula jubilatoria”. 
En el Senado esto se aprobó por amplia mayoría, y ello figura 
en el inciso final del artículo 16. Por eso digo que con esto 
estamos cerrando la página de un período triste y trágico en la 
vida de la República, aun cuando mucha gente no ha sido 


reparada. 


Pienso que le haría bien al Senado de la República aprobar 
esta norma. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Ties.e la palabra elseñor senador. 


SEÑOR RICALDONI, - Señor presidente: en la Comisión 
de artículos desglosados votamos este texto que está a conside- 
ración del Senado, junto con otra fórmula -de mi autoría- que 
personalmente entendía que era más simple y sencilla, pero 
sometiendo la decisión final a la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con la de Hacienda. Como estas dos Comisiones integra- 
das han optado por la otra fórmula, deseo señalar que el Foro 
Batllista la va a acompañar, porque apunta al mismo objetivo 
que la que propuse en esa ocasión. En cuanto a este tema, no 
quiero extenderme demasiado, porque sabemos lo que es la 
tiranía del reloj durante la consideración de este tipo de leyes. 


Digo sí que comparto íntegramente las expresiones del se- 
for senador Cassina sobre el contenido y el propósito de este 
artículo, así como lo manifestado por los señores senadores 
Korzeniak y Pérez. 


Creo que es hasta innecesario decir que cuando situaciones 
como éstas nos obligan a reflexionar sobre cuál debe ser nues- 
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tra actitud legislativa, primero hay que pensar en la justicia, y 
cuando se llega a la conclusión de que esta última transita por 
determinados caminos, habrá que buscar las normas jurídicas 
que le den el apoyo correspondiente. En este caso, por las 
circunstancias que han señalado los señores senadores preopi- 
nantes, pienso que la justicia es de toda evidencia. 


Tal como se ha señalado correctamente, ha habido actitu- 
des muy dignas, que hacen honor al funcionario público de este 
país, en tanto y cuanto la preocupación principal de muchos 
fue volver con la frente alta a los cargos de los que habían sido 
despojados arbitrariamente durante el período de facto. 


Luego, se adoptaron prácticas torcidas -si se me permite la 
expresión- absolutamente inadecuadas e ilegales, por parte de 
muchos sectores de la Administración Pública en cuanto a los 
alcances de las normas aplicables. Ahora, le toca al legislador 
interpretar cuál fue el sentido de las normas anteriores. 


Esta no es la primera vez que el Parlamento procede de esta 
manera y no puedo advertir cuál es la preocupación que surge 
del hecho de que hagamos una propuesta al Senado determi- 
nando cuáles son los alcances de una ley, porque esa es tarea 
de todos los días en este recinto. Por supuesto que nadie de- 
fiende casos en los cuales, so pretexto de interpretar, se están 
creando situaciones legislativas que por una u otra razón no 
pueden darse. En ese sentido, alguien ha sostenido -cosa que 
no comparto- que en algunos casos se estaría configurando una 
nueva causal jubilatoria y, por lo tanto, según esta tesis, se 
estaría vulnerando el texto constitucional que confiere exclusi- 
vamente al Poder Ejecutivo el derecho de proponer o modificar 
causales. 


Este no es el caso, señor presidente; lo expresé en la Comi- 
sión de Presupuesto integrada con Hacienda y lo vuelvo a 
repetir ahora, quizás en términos menos técnicos de los que 
algunos de mis colegas han manejado esta mañana. En ese 
sentido, debo decir que la causal no se está creando sino que ya 
existe. Se está tratando de determinar cuáles son los alcances 
de una causal que viene desde hace mucho tiempo, y de decirle 
al poder administrador que la misma -que existió y existe- en 
muchos casos fue mal interpretada por las jerarquías de la 
Administración Pública, en perjuicio de los funcionarios, A 
partir de allí, me parece que es inobjetable que quienes vota- 
mos este artículo en Comisión, propongamos al Senado una 
norma que ponga en claro, para quienes parecen estar muy 
confusos a este respecto, cuáles fueron los propósitos de aqué- 
llos a los que se refieren las leyes contenidas en esta disposi- 
ción. 


En síntesis, creo que no tengo nada más que agregar, por- 
que me siento bien representado por la fundamentación jurídi- 
ca de los señores senadores Cassina y Korzeniak. Asimismo, 
debo expresar -y en esto sí coincido con el señor senador Cade- 
nas Boix- que en la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, tanto quienes estaban en contra de esta norma -que 
no es mi caso- como a favor, coincidíamos en que era de buena 
técnica legislativa y de estricta justicia no actuar como el año 
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pasado, a través de “parches o aspirinas” como se hizo con 
respecto a los funcionarios de ANCAP. No podemos hacer lo 
mismo ahora con los funcionarios del Ministerio de Economía 
y Finanzas o de OSE, sino que se debe establecer una norma de 
alcance general para todos los funcionarios públicos, ya que el 
problema se ha producido en todos los sectores de la Adminis- 
tración, 


Por estas razones, el Foro Batllisia va a acompañar esta 
norma. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro). 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - En primer lugar, quiero 
expresar que no es argumento para establecer este régimen de 
carácter general, el hecho de que en alguna Rendición de Cuen- 
tas anterior se haya deslizado entre el fárrago de centenares de 
normas que se votan y aprueban bajo el apremio del venci- 
miento de los plazos constitucionales, alguna disposición injus- 
tificada para algún sector concreto de la Administración, como 
pudo ser el caso de ANCAP. 


Sin embargo, quiero enfocar el problema en su integralidad. 


Me sorprende poderosamente -y pido atención al señor se- 
nador que me ha precedido en el uso de la palabra- que esta 
preocupación y deseo de hacer justicia en los funcionarios que 
fueron perseguidos por la dictadura surja ahora en el año 1993, 
y no en 1985, cuando gobernaba el Partido del señor senador 
preopinante y era su Ministerio de Economía y Finanzas el que 
tenía que hacer frente a las erogaciones consiguientes. En ese 
sentido, en 1993 muchos se preguntan cómo no se fue sensible 
ante las personas que fueron perseguidas y que solamente por 
dignidad se reintegraron a su función en lugar de jubilarse, y no 
percibieron, en consecuencia, ese beneficio excepcional en ma- 
teria jubilatoria, ¿Pero eso no se percibió cuando estaban fres- 
cas, aún no cerradas, las cicatrices dejadas en esta materia por 
la dictadura? ¿En ese momento nadie se dio cuenta de la injus- 
ticia que significaba condenar -según la tesis que se está expo- 
niendo en Sala- a algunas personas a reintegrarse con el 100% 
de su salario en lugar de jubilarse con el 125%? ¿Nadie se 
percató de que había miles de personas -que parece que todos 
conocíamos- que habían estado en las mazmorras de la dictadu- 
ra o en el exilio? ¿Recién nos dimos cuenta de esto ocho años 
después? ¡No, señor presidente! Lo que ocurre es que todos 
sabíamos en aquel momento que no se podía generalizar ese 
régimen jubilatorio y que quien no tenía causal jubilatoria era 
reintegrado de inmediato, si el caso era manifiesto en cuanto a 
la violación de las normas, o previa realización de un procedi- 
miento que todos votamos entonces. En ese sentido, si tenía la 
posibilidad de jubilarse, le dábamos la opción de reintegrarse a 
Su trabajo, y en 1985 nadie vio en eso injusticia alguna, ningún 
procedimiento arbitrario, ni que se erigían en privilegiados a 
los que se les daba el 125% de la jubilación y, en cambio, se 
perseguía o se trataba de un modo discriminatorio a los otros, 
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¿Cómo podemos hablar de discriminación, si la gente se reinte- 
graba a sus cargos, por ejemplo, en enero, marzo o mayo de 
1986, cobrando de doce a quince sueldos juntos? 


El señor senador Korzeniak, con razón y en estricta teoría 
jurídica, dice que la restitución tenía que operar a la fecha en 
que se produjo la destitución arbitraria y, por lo tanto, la in- 
demnización debía retrotraerse a ese momento, De esta mane- 
ra, algunos hubieran debido cobrar ocho, diez o doce años de 
retroactividad, lo que, multiplicado por cientos o miles de ca- 
sos, hubiera significado una erogación absolutamente imposi- 
ble de solventar por el erario. De modo que esa fue la razón, 
pero no se diga que esas personas fueron víctimas de la arbitra- 
riedad del Estado, porque cobraron indemnizaciones importan- 
tes en muchísimos casos. Además, se dieron casos de expedien- 
tes que se demoraron años, porque referían a casos que no eran 
claros, cuyos titulares se vieron más beneficiados, porque han 
cobrado indemnizaciones de tres, cinco y seis años. Esto ha 
ocurrido aquí en el Poder Legislativo, y en todos los organis- 
mos públicos. 


Entonces, señor presidente, ¿por qué ahora hay que darles 
el derecho que no les reconoció la ley de 1985? Si ella se los 
hubiera dado, no tendríamos ninguna duda de que no habría 
que dictar ninguna ley interpretativa. Al respecto, es claro que 
la norma no es interpretativa sino modificativa, porque el siste- 
ma de la ley N* 15.783, sin ninguna duda, establecía que la 
persona que no tenía causal jubilatoria sólo tenía derecho a 
reintegrarse y mantenía el régimen jubilatorio de todos los ciu- 
dadanos de la República Oriental del Uruguay, para el día en 
que generara la causal correspondiente. Por otro lado, el que 
tenía la causal jubilatoria o se reintegraba y, por lo tanto, que- 
daba en el régimen jubilatorio general, o no lo hacía y entraba 
en el régimen jubilatorio especial. 


Por lo tanto, esta norma pretendidamente interpretativa, es- 
tablece que las personas que se reintegraron, hubieren tenido o 
no causal jubilatoria a la fecha de la ley N* 15.783, entran 
ahora en el régimen jubilatorio especial. En consecuencia, no 
cabe la menor duda y no hay esfuerzo dialéctico que pueda 
rebatirme esta argumentación, de que se está modificando la 
ley N* 15.783, otorgando a miles de personas un amparo jubila- 
torio que no tuvieron en aquel entonces, o sea, cuando el go- 
bierno del Partido Colorado, presidido por el doctor Julio Ma- 
ría Sanguinetti, no consideró del caso dar a estos ciudadanos el 
beneficio que ahora el señor senador Ricaldoni manifiesta que 
es justo otorgar, cuando el gobierno es del Partido Nacional. 
Esto es claramente violatorio de la Constitución, porque no 
tiene la iniciativa del Poder Ejecutivo, que exige el artículo 86 
de la Carta. 


De todos modos, señor presidente, no hago esta argumenta- 
ción basándome particularmente en el aspecto jurídico que, si 
se quiere, lo puedo dejar de lado. Lo que sí digo es que existen 
dos criterios: uno de ellos, supuestamente restrictivo, se aplicó 
en el año 1985, cuando todo el mundo tenía presente la natura- 
leza del problema, cuando se manejaban nombres propios y 
había gente que estaba reclamando; el otro, mucho más amplio, 
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se sostiene ocho años después, argumentándose que se trata de 
una injusticia que se está cometiendo con las víctimas de la 
dictadura. Por tanto, si hay injusticia, ésta se cometió en el año 
1985, cuando todos votamos esa ley y no ahora. 


Para finalizar, deseo agregar algo más, teniendo en cuen- 
ta que soy el jerarca de esta Casa, que conozco muchos 
casos concretos y sé cuánto se ha pagado a determinadas 
personas; sin embargo no voy a citar nombres propios, para 
no incomodar a nadie. El inciso segundo del artículo 1* de la 
ley N* 15.783 establece que a los efectos de esta ley se 
consideran destituidas a las personas separadas de hecho de sus 
cargos, declaradas cesantes por abandono de los mismos o com- 
pelidas a jubilarse o renunciar además de las destituidas en 
sentido estricto. Frente a esto, digo que no hay duda de que 
aquellas personas destituidas en sentido estricto, aquellas que 
fueron víctimas de la aplicación del Acto Institucional N* 7 
y las que fueron declaradas cesantes por abandono de los 
cargos -algunos de estos ciudadanos tuvieron que ocultarse o 
irse del país- por supuesto que tienen derecho al tratamiento 
que les otorga la ley N* 15.783 y a su amparo generoso. Por el 
contrario, en la hipótesis de aquellas personas “compelidas a 
jubilarse o a renunciar”, han habido muchísimos casos en los 
cuales la veracidad de que realmente se les hubiere compelido 
a jubilarse o a renunciar o de que hubieren sido objeto de 
presión y que por temor se hubieren retirado de los cargos para 
no sufrir un perjuicio mayor y, eventualmente, la privación de 
la libertad, fue algo puramente ilusorio, imaginario. Es más: a 
quien quiera comprobar esto, le puedo exhibirel nombre de 
muchos funcionarios de esta Casa que se ampararon en esta ley 
e, incluso, de personas que me expresaron que cobraban porque 
los demás lo habían hecho, pero, en realidad, consideraban que 
se trataba de un privilegio que se les había otorgado indebida- 
mente, porque ellos mismos reconocían que se habían jubilado 
por no tener deseos de trabajar en el Palacio Legislativo duran- 
te la dictadura, percibiendo salarios menguados y en un clima 
que seguramente no era el más grato, pero no por haber sido 
perseguidos. Esto es algo que ocurrió aquí en el+Palacio Legis- 
lativo y en muchas otras oficinas públicas. Incluso, las dudas 
que se dieron en muchísimas situaciones, fueron resueltas con 
un espíritu generoso en el entendido de que si determinada 
persona percibía la indemnización, la debía recibir también 
otro funcionario que era conocido de toda la vida. Repito que 
esto ocurrió en esta Casa. 


SEÑOR RICALDONI, - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Deseo manitestar al señor presi- 
dente del Cuerpo que más allá de esa vehemencia que en 
algunos aspectos es digna de mejor causa, tenga en cuenta 
que lo que la Comisión de Desglose modestamente pretendió 
fue que se entendiera lo que establecía el artículo 34 de la 
ley N* 16.320, que también hizo un esfuerzo interpretativo y 


CAMARA DE SENADORES 


1% de Octubre de 1993 


no recuerdo que esto haya puesto en un estado tan emocio- 
nal al doctor Aguirre Ramírez. Sucede que el artículo 34 de 
la ley N* 16.320 que estamos interpretando ahora, tenía dos 
incisos: uno de ellos se refería a los funcionarios de ANCAP y 
el segundo -quizás fue incluido utilizando una muy mala técni- 
ca legislativa, pero es claramente de alcance general y no sólo 
referido a los funcionarios de ANCAP- señala que se extiende 
el presente amparo -es decir el del inciso primero referido a los 
funcionarios de ANCAP, y obsérvese con qué serenidad me 
expreso- a los funcionarios que, habiéndose encontrado en la 
misma situación a que refiere el inciso anterior se hubieren 
acogido con posterioridad a los beneficios jubilatorios previs- 
tí. por la legislación común o leyes especiales, quienes podrán 
reformar su cédula jubilatoria. Entonces, esta ley que data de 
menos de un año -digo esto porque algunos la olvidan y justa- 
mente en el tiempo que ha transcurrido es donde está la justifi- 
cación- no fue aprobada durante el gobierno del doctor Sangui- 
netti; tampoco pertenece al gobierno del doctor Lacalle, sino 
que es una ley que votó el Parlamento. Sin embargo, esta 
norma interpretativa que en el error o en el acierto -pobres 
mortales nosotros- establecimos el año pasado, no ha sido en- 
tendida por algunos durante estos 11 meses y por esa razón 
hemos tenido que proyectar esta otra iniciativa para que esas 
personas se den cuenta de que hay un modesto inciso segundo 
de un artículo que no se refiere a los funcionarios de ANCAP y 
que tiene alcance general. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el doctor Aguirre Ramírez. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Antes de conceder la in- 
terrupción al señor senador Korzeniak, quiero aclarar que el 
señor senador Ricaldoni se ha expresado con serenidad, pero 
no ha sido ese el tono de todas las intervenciones que se han 
producido sobre este problema. Lo que ocurre es que el señor 
senador Ricaldoni se ha mantenido simplemente en el plano de 
las interpretaciones jurídicas, acertadas o no, porque esto siem- 
pre es materia opinable. 


Respecto de su última intervención, quiero decir que no tengo 
en este momento a la vista el artículo 34 de la ley N* 16,320, pero 
de la lectura que el señor senador hizo de su segundo inciso, 
resulta que éste se aplica a los funcionarios que, habiendo sido 
restituidos, se jubilaron posteriormente por el régimen común. 
Entonces, si no entendí mal, a estas personas el artículo 34 les 
pretendió extender el amparo que en materia jubilatoria otorga- 
ba la Ley de Destituidos. Sin embargo, lo que establece el 
artículo 16 de este Proyecto de Rendición de Cuentas es 
mucho más amplio, porque extiende ese amparo jubilatorio 
a todos los funcionarios que hubieren sido restituidos por las 
leyes Nos. 15.737 y 15.783, se hubieren o no jubilado con 
posterioridad. 


Con mucho gusto concedo la interrupción que me había 
solicitado el señor senador Korzeniak. 


1* de Octubre de 1993 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el sefor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Muchas gracias. 


Deseo referirme exclusivamente a una parte de la exposi- 
ción del señor presidente de la Asamblea General; concreta- 
mente, a los casos que mencionó y que efectivamente exis- 
ten -muchos de los cuales conozco personalmente- que refieren 
a funcionarios que no fueron objeto de persecución política o 
ideológica y, sin embargo, tal como lo dice la jerga popular, 
“se subieron al carro”. Repito que conozco algunas situaciones 
y vaya mi reproche público y expreso para ellos pero, al mismo 
tiempo, vaya mi reproche mucho más duro para los jerarcas 
que aprobaron esa práctica y que no tuvieron la valentía de 
manifestar a algunos ciudadanos que si bien estábamos en un 
período de generosidad democrática, no les asistía ese derecho. 


Personalmente integré una comisión tripartita que fue crea- 
da en aquel momento, y sin ningún dolor pude objetar algunas 
pretensiones de esa naturaleza; es más, lo hice representando 
honrosamente a los funcionarios del Banco Central que me 
habían elegido para integrar dicha comisión. De todos modos, 
así como existen algunos casos de personas que “se subieron al 
carro”, existen otras situaciones relativas a funcionarios que si 
bien fueron perseguidos ideológica y políticamente no se les ha 
reparado ni restituido, Algunos de esos casos, señor presidente, 
fueron considerados en este Senado. Uno de ellos fue el de una 
persona homenajeada que murió hace pocos días -se trataba de 
un militar constitucionalista- y cuya reparación finalmente fue 
aprobada. Sin embargo, muchas de ellas no han salido, porque 
todos somos seres humanos con carencias. 


Pienso que debemos alcanzar un justo equilibrio. Algunos 
se “subieron al carro”, pero considero que la responsabilidad es 
tanto de los jerarcas que los acogieron como de ellos, por 
haberse presentado. En esos casos, no niego mi reproche, pero 
considero que hay otras situaciones que debieron ser reparadas 
y que aún no lo han sido. En esas ocasiones, la responsabilidad 
es exclusivamente del Estado, porque se trata de personas que 
quisieron que se les reparara. Entonces, repito que debemos 
hacer el balance equilibrado del asunto que nos conduce a 
encontrar más o menos justo este artículo 16. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Comparto parcialmente 
lo que ha expresado en su interrupción el señor senador Korze- 
niak, con respecto a que las responsabilidades deben distribuir- 
se en forma equitativa, en relación con las situaciones de perso- 
nas que no habiendo sido perseguidas durante el período de 
facto, pudieron acogerse a los beneficios de la ley N* 15.737. 


En cuanto a que existan personas que efectivamente fueron 
perseguidas, destituidas o separadas arbitrariamente de sus car- 
gos y cuya situación aún no se haya reparado, advierto que el 
artículo 16 no corrige este problema. Esta disposición se refiere 
a un amparo jubilatorio excepcional para los funcionarios que 
hubieran sido restituidos. Es decir que no comprende a aquellos 
que todavía no hayan sido reparados. Ese es un problema dife- 
rente, que no se trata ni encuentra solución en el artículo 16. 
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Concluyo expresando que, en síntesis, no acompaño el artículo 
16 porque es claramente inconstitucional, pero sobre todo no lo 
acompaño porque establece un régimen que no fue votado en 
1985 por ninguno de los partidos políticos representados en 
este Parlamento, porque no lo entendían procedente. Pensaron 
que lo justo era que quienes no tenían causal jubilatoria se 
reintegraran y cobraran retroactividad al 1* de marzo y que, 
quienes sí la tenían, podían optar entre reintegrarse en esas 
condiciones o jubilarse en ese momento por un régimen excep- 
cional. Por lo tanto, no comprendo por qué ocho años más 
tarde se propone ampliar de modo extraordinario el régimen 
jubilatorio que se entendió razonable en 1985. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Walter R. Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 16. 


(Se vota:) 

-19 en 30. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 

SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente deseo solicitar que a 
las -13 horas se pase a cuarto intermedio hasta la hora 16. Lo 
que ocurre es que, oportunamente, hubo una reunión de sena- 
dores en la que se acordó solicitar este cuarto intermedio para 
que dicho grupo pudiera reunirse a las 15 y reanudar la sesión a 
las 16 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Este tipo de mociones no admite 
discusión. Por lo tanto, se va a votar si a las 13 horas se pasa a 
cuarto intermedio hasta las 16 horas. 


(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 
En consideración los artículos 22, 23 y 24. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 22. - Incorpórase al Plan de Inversiones Pú- 
blicas del Programa 004 perteneciente al Inciso 03, “Minis- 
terio de Defensa Nacional”, Programa 004, “Fuerza Aérea 
Uruguaya”, Unidad Ejecutora 023, “Comando General de la 
Fuerza Aérea”, el Proyecto “Reconversión Edilicia” por un 
monto de $ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón trescientos 
noventa y dos mil ochocientos), equivalente a U$S 400.000 
(dólares de los Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 
para el ejercicio 1994. 


ARTICULO 23. - Amplíase el Proyecto 706, “Adquisición 
de Aeronaves”, perteneciente al Inciso 03, “Ministerio de De- 
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fensa Nacional”, Programa 004, “Fuerza Aérea Uruguaya”, Uni- 
dad Ejecutora 023, “Comando General de la Fuerza Aérea”, en 
$ 3:482.000 (pesos uruguayos tres millones cuatrocientos ochenta 
y dos mil), equivalentes a USS 1:000.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América un millón), para el ejercicio 1993 y en 
$ 4:178.400 (pesos uruguayos cuatro millones ciento setenta y 
ocho mil cuatrocientos), equivalentes a USS 1:200.000 (dólares 
de los Estados Unidos de América un millón doscientos mil), 
para el ejercicio 1994, 


ARTICULO 24. - Incorpórase al Plan de Inversiones Públi- 
cas del Inciso 03, “Ministerio de Defensa Nacional”, Programa 
004, “Fuerza Aérea Uruguaya”, Unidad Ejecutora 023, “Co- 
mando General de la Fuerza Aérea”, el Proyecto “Operaciones 
Aeronaves C-130” por un monto de U$S 1:840.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América un millón ochocientos cuarenta 
mil), equivalente a $ 6:406.880 (pesos uruguayos seis millones 
cuatrocientos seis mil ochocientos ochenta), para el ejercicio 
1994".) 


SEÑOR ASTORL. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Con mucha brevedad, deseo referirme 
a los artículos 22, 23 y 24. Nuestra bancada no los acompaña, 
no porque discrepe con la pertinencia de estas partidas y dispo- 
siciones, sino porque en el panorama general de inversiones 
contenido en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas -al 
que hicimos alusión en nuestro análisis en general en el día de 
ayer- nos parece que ésta constituye una situación de inequi- 
dad. No podemos compartir su criterio en el sentido de que, 
siendo pertinentes estas propuestas, consideramos que lo son 
mucho más otras que este Proyecto no contiene, al igual que 
aquellas actividades que deberían ser reforzadas desde el punto 
de vista de la inversión y que ni siquiera se mencionan. Esta es 
la razón por la que no vamos a acompañar los artículos 22, 23 
y 24, 4 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por la misma razón en cuyo mé- 
rito el señor senador Astori ha fundamentado su voto con res- 
pecto a las tres disposiciones, parece pertinente votarlas en 
conjunto, 

SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR CASSINA. - Solicito que se voten los tres artículos 
separadamente, porque nuestro sector va a votar afirmativa- 
mente los dos primeros. 

SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Estas tres disposiciones fue- 
ron incluidas en la Rendición de Cuentas en la instancia de la 
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Cámara de Representantes; no figuraban en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo. Fueron acordadas en la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda y remitidas al Senado. 


Todas ellas se refieren a incrementos de recursos relaciona- 
dos con la Fuerza Aérea Uruguaya. El artículo 22 establece 
mejoras destinadas a reciclar las instalaciones, alojamientos, 
comedores, guarderías y algunos de los edificios fundamenta- 
les de la Fuerza Aérea Uruguaya. 


Por su parte, el artículo 23 corresponde a un préstamo que 
e! Banco de la República hizo a las Fuerzas Armadas. Existe 
un endeudamiento de éstas con la Institución, como consecuen- 
cia de un desfase en las tasas de cambios e intereses. 

El artículo 24 es un nuevo Proyecto que se establece para el 
mejoramiento y el mantenimiento de la adquisición de repues- 
tos y, sobre todo, de obras necesarias para continuar lo que se 
traduce como consecuencia de una donación de los Estados 
Unidos de dos aeronaves C-130. 

SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Reitero nuestro voto afirmativo a es- 
tos artículos, como ya lo señialamos en la Comisión. Además, 
deseo señalar que las inversiones totales para Defensa Nacional 
representan menos del 5% de las inversiones totales realizadas 
en el ejercicio, de acuerdo con los datos con que contamos en 
la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 22, 


(Se vota:) 

-22 en 29. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 23. 
(Se vota:) 

-22 en 29. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 24. 
(Se vota:) 

-20 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 26. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 26. - Increméntase al 4% (cuatro por ciento), 
la partida establecida en el artículo 44 de la ley N* 16.226, de 
29 de octubre de 1991. 


Fíjase en un 50% (cincuenta por ciento), el porcentaje a que 
refieren los artículos 76 y 83 de la ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. Los funcionarios que pasen a prestar servi- 
cios en comisión en el Inciso 02, a partir del 30 de junio de 
1993, sólo podrán percibir la compensación por “Permanencia 
a la orden” cuando cuenten con un año de antigiledad en la 
referida situación. 


Duplicase la partida anual establecida en el artículo 43 de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos 
correspondientes. 


Derógase el artículo 39 de la ley N* 16.226, de 29 de octu- 
bre de 1991".) 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Hemos solicitado la votación separa- 
da de este artículo, por el cual se instrumenta una mejora a los 
funcionarios de la Presidencia de la República, para hacerla 
extensiva a todos los del Inciso; esto es, a los de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, a los de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y a los del Instituto Nacional de Estadística. 


En tal sentido, hacemos moción a los efectos de que se 
comprenda a todos estos funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Corresponde votar, previamente, 
el texto aprobado por la Comisión de Presupuesto integrada 
con la de Hacienda. 


Con respecto a dicho artículo, la Presidencia hace notar que 
debe suprimirse la coma ubicada luego de “Inciso 02”, a fin de 
que quede claro que la restricción en cuanto a la percepción de 
la compensación por permanencia a la orden se opera cuando 
los funcionarios están en esa situación a partir del 30 de junio 
de 1993 y no que sólo lo cobran a partir de esa fecha, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 26 
aprobado por la Comisión, suprimiendo la coma luego de “In- 
ciso 02”, 

(Se vota:) 

-28 en 30. Afirmativa. 

SEÑOR CASSINA. - Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
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(Se vota:) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 27. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 27. - Las remuneraciones correspondientes a 
los cargos de maestro del Ministerio de Defensa Nacional se 
equipararán a las de los cargos de igual denominación pertene- 
cientes al Consejo de Educación Primaria de la Administración 
Nacional de Educación Pública”.) 


-La inclusión de este artículo entre los que consideramos 
separadamente se debe a que la Presidencia ha observado que 
esta situación es idéntica a la que prevé el artículo 10 respecto 
a los docentes de la Comisión Nacional de Educación Física y 
del Instituto Nacional del Menor, en cuanto a que su equipara- 
ción con el personal docente del Consejo de Educación Prima- 
ria debe hacerse en forma automática por la Contaduría Gene- 
ral de la Nación, cada vez que se modifican las retribuciones. 


En esta norma se establece que los cargos de maestros del 
Ministerio de Defensa Nacional se equipararán a los de igual 
denominación pertenecientes al Consejo de Educación Prima- 
ria. Si no tomamos una determinación similar a la del artículo 
10, en la práctica va a ocurrir lo mismo que obligó a votar 
dicha disposición. Por tanto, la Presidencia sugiere que al final 
del artículo se establezca: “y les será aplicable el artículo 10 de 
la presente ley”, con lo cual la adecuación será automática. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 27 
con la modificación sugerida. 


(Se vota:) 
4 


-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 28. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 28. - Establécese la compensación otor- 
gada por los incisos primero y segundo del artículo 77 
de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, en los 
siguientes porcentajes: 


% 
Personal superior 30 
Suboficiales y clase 25 
Alistados y cadetes 20 


A partir del 1* de enero de 1994 la referida compensación 
estará sujeta a montepío. 
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Créase una compensación mensual del 20% (veinte por cien- 
to), sobre el total de las retribuciones sujetas a montepío, por 
concepto de “Permanencia a la orden”, para el siguiente perso- 
nal: 


- Personal superior de los cuerpos de Servicios Generales 
determinado por el artículo 94 de la ley N* 16.170, de 
28 de diciembre de 1990. 


- Personal reservista incorporado de acuerdo con lo dis- 
puesto por el artículo 111 del decreto-ley N* 14.157, de 
21 de febrero de 1974. 


- Personal del Escalafón H del cuerpo técnico de la Fuer- 
za Aérea Uruguaya. 


- Personal superior y subalterno de los Subprogramas 001 
*Administración Superior” y 002 *Asesoramiento, Coor- 
dinación y Planificación de las Fuerzas Armadas” del 
Programa 001 *Administración Central del Ministerio 
de Defensa Nacional”, Programa 005 “Administración y 
Control Aviatorio y Aeroportuario”, Programa 006 'Sa- 
lud Militar”, Programa 007 “Seguridad Social Militar”, 
Programa 008 “Justicia Militar” y 009 “Investigaciones y 
Estudios Meteorológicos”. 


- Personal civil equiparado de todos los programas del 
Inciso. Esta compensación estará sujeta a montepío, no 
será tenida en cuenta a los efectos de la aplicación del 
artículo 42 de la ley N* 12.801, de 30 de noviembre de 
1960, modificativas y concordantes, y no será conside- 
rada para calcular ninguna otra retribución de carácter 
porcentual. 


Queda excluido de su percepción el personal en situación 
de excedencia establecido por el artículo 81 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991. 


Suprímense las vacantes de cargos del Escalafón K “Perso- 
nal Militar” existentes al 30 de junio de 1993. 


Lo dispuesto por el inciso anterior será sin perjuicio del 
derecho a ascender, a la prosecución de la carrera administrati- 
va y de la relación fundacional en su caso, no pudiéndose 
suprimir ninguna vacante que afecte de alguna manera lo esta- 
blecido en el presente inciso”.) 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Solicitamos que este artículo se con- 
siderara por separado porque en la Comisión propusimos una 
modificación en el párrafo cuarto del segundo inciso, por deno- 
minarlo de alguna manera, donde dice: “personal superior y 
subalterno de los Subprogramas 001, “Administración Supe- 
rior” y 002 'Asesoramiento” ”, etcétera. Sugerimos que se corri- 
giera la disposición estableciendo: “personal superior, subalter- 
no y civil de los subprogramas”. 
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En la Comisión expresamos que esta modificación permiti- 
ría incluir a los funcionarios civiles de la Dirección Nacional 
de Meteorología, que padecen una situación de deterioro muy 
grave en sus ingresos, porque no se les realizó la reestructura 
que estaba planteada debido a que no hubo posibilidades de 
hacerlo. A tales efectos, cuentan con el apoyo de la Dirección 
del Servicio. 


El señor subsecretario de Defensa Nacional, seguramente 
mal informado, señaló que estos funcionarios percibían sueldos 
superiores a los del personal equiparado, lo cual no es así. De 
acuerdo con lo que ha sucedido en todas las Rendiciones de 
Cuentas, siempre los funcionarios equiparados al personal mili- 
tar llevan una compensación mayor. Justamente por ello acce- 
dieron a esa situación, pues si ganaran lo mismo, nadie hubiera 
pasado a la condición de equiparado. Tengo en mi poder una 
lista de sueldos y allí se puede observar que en el escalafón 
técnico, el PS, la diferencia es de $ 500 en un grado, en algu- 
nos de $ 530 y en otros alcanza a $ 672. 


Mediante esta disposición estaríamos otorgando un 20% de 
compensación a 100 funcionarios por el servicio que prestan. 
Se debe tener en cuenta que quienes recibirían este incremento 
representan el 0,03% de los funcionarios del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Por estas razones, propongo que se vote el artículo 28 con 
la modificación propuesta. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente quiero señalar que en 
Comisión el tema fue planteado en la forma en que se acaba de 
exponer aquí y se respondió en el sentido de que los funciona- 
rios civiles de la Dirección Nacional de Meteorología están 
comprendidos en otras disposiciones de este proyecto de ley, 
que tienen que ver fundamentalmente con lo que establece el 
artículo 12 para quienes se encuentran al tope de la tabla de 
sueldos en su carácter de personal de esta Dirección. Ello sig- 
nifica que tendrán la posibilidad de ser contemplados en lo 
relativo a aumentos en sus asignaciones. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - A mi juicio, el señor senador Santo- 
ro padece de un error. Los funcionarios de la Dirección Nacio- 
nal de Meteorología tienen “topeadas” las compensaciones al 
grado, tal como se explica meticulosamente en uno de los 
repartidos. Quiero destacar que se trata de técnicos que perci- 
ben entre $ 800 y $ 1.000 por mes y que desempeñan funciones 
esenciales para el país. 
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SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Hicimos la precisión de que quienes 
tenían sus remuneraciones topeadas tenían la posibilidad de 
recibir aumentos por el artículo 12, que alude a una racionali- 
zación y no a topes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 28 con el texto aprobado por la Comi- 
sión. Si la votación resultara negativa, entonces votaríamos el 
texto propuesto por el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 

-18 en 29. Afirmativa. 

SEÑOR ASTORI. - Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio hasta las 16 horas. 
(Así se hace. Es la hora 13 y 03 minutos) 

(Vueltos a sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio, e 


(Es la hora 16 y 56 minutos) 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: deseo formular 
una moción poco simpática, pero si seguimos deliberando en la 
forma en que lo hemos hecho hasta ahora, se va a vencer el 
plazo constitucional y no habremos terminado de considerar el 
proyecto de ley que tenemos a estudio, Por eso, dada la canti- 
dad de artículos que aún restan del texto aprobado en Comisión 
y los distintos aditivos que se han repartido, parece imprescin- 
dible a esta altura de la jornada disponer que se limite el tiem- 
po de cada orador a cinco minutos, así como que se elimine el 
uso de la palabra para fundar el voto. 


Mediante estas dos limitaciones esperamos agilizar más el 
trámite legislativo. Entonces, hago moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea señalar que aún 
restan considerar 65 artículos, al margen de los aditivos. 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente quiero señalar que com- 
parto la propuesta formulada por el señor senador Zumarán y 
propongo que la misma se ponga a votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Zuma- 
rán. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión particular 
del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal correspondiente al ejercicio 1992, 


En consideración el artículo 32. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 32. - Autorízase en el Programa 004 “Fuerza 
Aérea Uruguaya”, a la Unidad Ejecutora 023 “Comando Gene- 
ral de la Fuerza Aérea”, a disponer de hasta un 5% (cinco por 
ciento), de lo recaudado anualmente en el Programa 005 “Ad- 
ministración y Control Aviatorio y Aeroportuario” por la Uni- 
dad Ejecutora 032 “Dirección General de Infraestructura Aero- 
náutica”, con destino a la financiación de obras de infraestruc- 
tura comprendidas dentro de la competencia de la Unidad Eje- 
cutora 023. 


Facúltase a la Contaduría General de la Nación a esos efec- 
tos, a hábilitar anualmente los créditos correspondientes”.) 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR GARGANO. - En Comisión votamos negativamente 
este artículo por entender que el mismo importa una disposi- 
ción de los recursos con los que cuenta la Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica para inversiones en materia de ae- 
ropuertos. Esta norma no posee iniciativa del Ministerio de 
Defensa Nacional. Además, la Comisión rechazó otro artículo 
que también incursionaba en la materia de disposición de esos 
recursos, que por el artículo 511 de la última Rendición de 
Cuentas fueron distribuidos a fin de materializar una ecuación 
económica que permitía la retribución decorosa de los funcio- 
narios del Aeropuerto, así como la asignación de fondos de 
parte de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica 
para las inversiones que comprenden áreas fundamentales de su 
trabajo. 
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Dejamos constancia de que no compartimos esta disposi- 
ción, pues va a erosionar gravemente los recursos de esta Di- 
rección que serían destinados a la financiación de obras de 
infraestructura comprendidas en las competencias de la Unidad 
Ejecutora 023 para autorizar al Programa Fuerza Aérea Uru- 
guaya a disponer de ese 5%. 

Reiteramos que este artículo no cuenta con la iniciativa del 
Ministerio de Defensa Nacional; no lo compartimos cuando se 
planteó en Comisión y creemos que, entonces, no debe votarse 
a fin de mantener la actual situación que permite el funciona- 
miento regular de esa Dirección, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 32. 


(Se vota:) 
-21 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 

-19 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 36. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 36. - Es incompatible la calidad de afiliado 
activo o pasivo del Servicio de Retiros y Pensiones de las 
Fuerzas Armadas, con la situación de funcionamiento civil, 
contratado o presupuestado de los Diques del Estado (SCRA)”.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 

- (Se vota:) 

-22 en 29. Afirmativa. 

Se va a rectificar la votación. 

(Se vota:) 

-21 en 29. Afirmativa. 


En consideración el artículo 37. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 37. - Los funcionarios civiles de los Diques 
del Estado (SCRA) que al 31 de diciembre de 1992 tengan 3 o 
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más años de antigiledad serán regularizados a partir del 1* de 
enero de 1993 tomando en cuenta la tarea más calificada reali- 
zada por los mismos, y serán presupuestados a partir del 1% de 
enero de 1994”.) 


-Con respecto a esta disposición, la Presidencia quiere pre- 
guntar a alguno de los miembros de la Comisión de Presupues- 
to integrada con Hacienda qué quiere decir que los funciona- 
rios a que refiere este artículo serán regularizados. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: el hecho de regulari- 
zar a esos funcionarios desde el punto de vista presupuestal es 
una muy vieja aspiración y tal como señalaba el señor senador 
Santoro en Comisión, esto ya se había planteado en el período 
de gobierno anterior. Concretamente, se refiere a la perspectiva 
presupuestal de la regularización, o sea, a la presupuestación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, ¿por qué no se estable- 
ce que dichos funcionarios serán presupuestados? , 


SEÑOR ZUMARAN. - Ello se establece en la parte final 
del artículo. 


SEÑOR ASTOR1. - Sí, efectivamente, ello es así. Aunque 
la redacción de la norma no es feliz, propongo no discutir al 
respecto porque la aclaración figura al final de la línea. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí, señor senador, pero no se 
trata de un sinónimo, porque se expresa: “regularizados a partir 
del 1? de enero de 1993” y, luego, “presupuestados a partir del 
1? de enero de 1994”, 


SEÑOR ASTORI. - El problema consiste en la calificación 
de la tarea en la regularización previa y, luego, a partir de la 
fecha subsiguiente se lleva a cabo la presupuestación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 37. 


(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 
En consideración el artículo 39. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 39. - El personal docente perteneciente al 
Inciso 04 “Ministerio del Interior”, Programa 009, Unidad Eje- 
cutora 026 “Dirección Nacional de Cárceles Penitenciarias y 
Centros de Recuperación”, cuyos cargos fueron transformados 
por aplicación del artículo 138 de la ley N" 16.320, de 1* de 
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noviembre de 1992, tendrá derecho al reconocimiento de sus 
servicios anteriores prestados como docentes en dicha Unidad 
Ejecutora por la Dirección Nacional de Asistencia Social Poli- 
cial, que los computará, a los efectos de los retiros respectivos, 
desde la fecha de su ingreso a dicha Unidad Ejecutora”.) 


-Antes de votar esta disposición, deseo expresar que solicité 
una explicación sobre esta norma al señor ministro del Interior, 
Al respecto, me dijo que no tuvo oportunidad de defenderla en 
Comisión, porque no estaba incluida en el Mensaje original, 
pero que el artículo, de inteligencia difícil por defectos de 
redacción, tiende a subsanar una situación de irritante injusti- 
cia, cual es la de personas que cumplían funciones en las cárce- 
ls, o sea en la Dirección Nacional de Cárceles. En concreto, 
desempeñaban tareas de carácter docente, pero en realidad, en 
la medida en que trataban con el elemento humano de esos 
establecimientos, desarrollaban actividades policiales. En ese 
sentido, estaban desprovistos de los beneficios que tienen los 
funcionarios policiales, entre otros en cuanto a su régimen de 
pasividades y al cómputo de los años. Asimismo, tampoco se 
les aplicaban las normas generales que se disponen para los 
funcionarios públicos. Por esos motivos, el señor ministro indi- 
có que, a su juicio, se trata de una disposición eminentemente 
justa y conveniente. Entonces, me sugirió que se hiciera una 
variante en la redacción, a los efectos de aclarar el punto. 
Donde dice: “Dirección Nacional de Asistencia Social Poli- 
cial”..., se agregaría “la cual los computará” -ya que se trata 
del reconocimiento de los servicios a efectos jubilatorios- “a 
los efectos de los retiros respectivos desde la fecha de su ingre- 
so a la prestación efectiva de funciones en aquella Unidad 
Ejecutora”. Es decir, que se refiere a la Dirección Nacional de 
Cárceles. En dos oportunidades se hablaba, en el texto proyec- 
tado, de “la citada Unidad Ejecutora”, induciendo a confusión. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor presidente: coincido totalmente 
con lo que acaba de señalarse ya que efectivamente este artícu- 
lo no estaba incluido en el Mensaje del Poder Ejecutivo, sino 
que fue producto de una iniciativa planteada en la Cámara de 
Representantes por parte de la bancada de la Lista 94. Asimis- 
mo, nos consta que el señor ministro está de acuerdo con esta 
disposición. Obviamente, se trata de un acto de estricta justicia 
y, por nuestra parte, estamos de acuerdo con las modificaciones 
que se acaban de señalar, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Brevemente, deseo dejar constancia 
de que no votamos esta disposición en Comisión debido a que 
la misma carecía de iniciativa. Tal como se dijo, fue incorpora- 
da en la Cámara de Representantes y, repito, esa fue la razón 
de que no diéramos nuestro voto favorable a dicho artículo. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 39. 


(Se vota:) 
-25 en 30. Afirmativa. 
En consideración el artículo 43. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 43. - Sustitúyese el literal B) del artículo 174 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el si- 
guiente: 

“B) 50% (cincuenta por ciento), a un fondo que se distribui- 
rá mensualmente y en efectivo, entre la totalidad de los recur- 
sos humanos de la Unidad Ejecutora en forma igualitaria y de 
acuerdo a las disponibilidades del mismo”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 30. Afirmativa. 


En consideración el artículo 44. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 44. - Amplíase hasta el 30 de junio de 1994 
el plazo para que la Inspección General de Hacienda concluya 
la liquidación del grupo patrimonial a que refiere el decreto-ley 
N? 14.672, de 27 de junio de 1977”.) 

-Si rio se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22 en 31. Afirmativa. 


En consideración el artículo 45, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 45.- El excedente no afectado del artículo 9* 
del decreto-ley N” 15.716, de 6 de febrero de 1985, por aplica- 
ción del artículo 217 de la ley N* 16,170, de 28 de diciembre 
de 1990, se destinará a la promoción social y bienestar de los 
recursos humanos de la Dirección de Loterías y Quinielas.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-22 en 31. Afirmativa. 
En consideración el artículo 49, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: “Artículo 49.- Sustitúyese el texto del artículo 44 de 
la ley N* 15,767, de 13 de setiembre de 1985, por el siguiente: 


“ARTICULO 44. - Autorízase al Ministerio de Relaciones 
Exteriores a contratar un seguro colectivo de asistencia médico 
hospitalario válido para todos los países en beneficio de los 
funcionarios pertenecientes a los escalafones M y A y de su 
núcleo familiar. 


Quedarán comprendidos en este beneficio los funcionarios 
de los escalafones B, C, D, E y F, a los que se incluirá su 
núcleo familiar cuando presten servicios en el exterior. 


La Contaduría General de la Nación habilitará en cada ejer- 
cicio el crédito necesario, por un importe equivalente al costo 
anual de dicho seguro. En el ejercicio 1994, el monto no podrá 
exceder de lo gastado por dicho concepto durante el ejercicio 
1993"). 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22 en 31. Afirmativa. 


En consideración el artículo 50. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 50.- El Ministerio de Relaciones Exteriores 
dispondrá de la totalidad de los ingresos extrápresupuestales 
que por cualquier concepto recauden sus oficinas consulares, 
así como en Cancillería. 

El 50% (cincuenta por ciento), como mínimo, de dichos 
recursos se destinarán al Fondo Permanente de Compensación 
creado por el artículo 192 de la ley N* 16.320, de 1* de noviem- 
bre de 1992, y el resto a inversiones y gastos de funcionamien- 
to de la Cancillería. 


Déjase sin efecto la limitación dispuesta por el artículo 130 
de la ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
-20 en 31. Afirmativa. 


En consideración el artículo 52. 


CAMARA DE SENADORES 


1* de Octubre de 1993 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“Artículo 52.- Agrégase al artículo 458 de la ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, el siguiente literal: 


“G) El área total del bosque indígena del Queguay que 
comprende el “Rincón de Andrés Pérez” y su prolongación 
aguas abajo de la confluencia de los ríos Queguay Grande y 
Queguay Chico en una extensión aproximada a las trece mil 
quinientas hectáreas, así como los bafiados y esteros existentes 
en la zona circundante.”) 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR BRUERA. - Creo que sobre este punto existe una 
equivocación, ya que el artículo 52 debería pasar al Inciso 
correspondiente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Precisamente, la Presidencia iba 
a realizar la misma puntualización. Si este artículo se vota 
afirmativamente, hay que ubicarlo en el inciso correspondiente 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, porque el artículo 458 de la ley N* 16.170 enuncia 
competencias de la citada Cartera. 


Observo que el señor senador Cassina concuerda con lo que 
acabo de indicar. 


SEÑOR DE BOISMENU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE BOISMENU. - Brevemente, deseo expresar 
que en el seno de la Comisión votamos negativamente el 
artículo en consideración. Con todo respeto, debo decir que 
nos sorprendió lo específico de esta disposición. En virtud de 
que conocemos estas áreas, creemos que con esta situación se 
puede ver afectada nuestra responsabilidad como legisladores, 
ya que estaríamos dejando en manos de administradores la 
interpretación del significado del término “zona ecológica”. A 
este respecto, debo decir con sinceridad que no conozco cabal- 
mente el sentido de esa expresión. Por ese motivo, preferiría 
votar sabiendo específicamente qué significado tiene la citada 
denominación y qué normas pueden aplicarse en el caso en que 
una determinada área se incluya en este tipo de leyes. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: deseo aclarar que 
dos artículos de idéntica índole al que estamos considerando 
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fueron rechazados por la Comisión en virtud de que se entendió 
que los mismos competían directamente al Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Sin em- 
bargo, posteriormente se introdujo esta disposición que refiere 
a la misma materia. En aquel momento, se argumentó que se 
votaban las tres normas y en ese sentido es que las apoyé. No 
obstante, estos artículos no aparecen en el repartido y por ello 
creo firmemente que en última instancia no se votaron o si se 
lo hizo no me percaté de ello. Por consiguiente, considero que 
deben incluirse los tres o ninguno, ya que todos entran en la 
Órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Por lo tanto, reitero, debería rechazarse este 
artículo. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - El artículo 458 de la ley N* 16.170 es 
el que establece cuáles son las áreas sujetas a la acción del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente. En la Cámara de Representantes se cambió la jurisdic- 
ción, determinándose que la competencia no correspondió a la 
citada Cartera, sino al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. El propósito del legislador fue rechazarlo en Comisión 
y, en consecuencia, queda vigente el texto del artículo original 
que mantiene en el área del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente la atención de estos asun- 
tos. Asimismo, me permití proponer un agregado al artículo 
que quedó vigente desde el momento que se rechazó en Comi- 
sión la sustitución de un Ministerio por otro. 


Al quedar esto comprendido en la órbita del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, propu- 
se la incorporación de este texto que se refiere a un área corres- 
pondiente al departamento de Paysandú, la cual está perfecta- 
mente delimitada, sumándola a otras que habían sido tenidas en 
cuenta por el legislador en este mismo artículo 458. No se trata, 
entonces, de que traspasemos un área determinada al Ministe- 
rio correspondiente, sino que esto ya está dispuesto en la ley 
vigente desde el período anterior. Ahora simplemente agrega- 
mos esta y no veo el motivo por el que pueda considerarse 
distinto, peor, inadmisible o inaceptable con respecto a las otras 
que figuran en el articulado. 


De modo que de aprobarse el artículo 52 se estaría mante- 
niendo en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente las cuatro o cinco zonas estable- 
cidas por el artículo 458 de la ley aprobada en 1990, a las que 
se agregaría la del departamento de Paysandú, en virtud de sus 
especiales características. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Quisiera aclarar que el artículo 53 
que fue rechazado por consejo de la Comisión de Artículos 
Desglosados, ya que se entendió que pertenecía al Inciso “Mi- 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 173 


nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente”, establecía que se encomendaba al Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca el estudio y definición precisa de las 
áreas de protección y reserva ecológica, así como la reglamen- 
tación de su uso y manejo, etcétera. Más adelante citaba varios 
decretos y fijaba otras zonas. Estas áreas no se incorporaron 
por consejo de la Comisión de Artículos Desglosados. Por lo 
tanto, si estos artículos no se incorporan no veo por qué deben 
incluirse otros de la misma índole. 


Por lo expuesto, adelanto que no voy a votar este artículo, 
salvo que se revea y se incluyan todos en el lugar que corres- 
ponda. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Voy a procurar dar una explicación 
que comprende también la posición que sostuvo el señor sena- 
dor Pereyra, que fue similar a la mía, en relación con varios 
artículos que venían de la Cámara de Representantes y que la 
Comisión Especial de Artículos Desglosados aconsejó supri- 
mir. 


Estos artículos suprimidos refieren a disposiciones por las 
cuales competencias que actualmente, de acuerdo con leyes 
vigentes, pertenecen al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territofial y Medio Ambiente, pasarían a la Dirección de Re- 
cursos Naturales del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Al igual que el señor senador Pereyra, defendí esta posi- 
ción, porque aun comprendiendo que en definitiva estos come- 
tidos deben ser del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rmitorial y Medio Ambiente, es cierto que quien está preparado 
para cumplirlos es la Dirección de Recursos Naturales del Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca, si es que queremos 
que esto se cumpla de inmediato. Esto no fue un invento de los 
seflores representantes, ya que fue acordado con el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. Pero este no fue el criterio 
de la Comisión Especial de Artículos Desglosados ni de la 
mayoría de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacien- 
da. Por este motivo, todos estos artículos fueron suprimidos. 
Sin embargo, este artículo que estamos considerando está vi- 
gente, con los literales que llegan hasta el F), en la órbita del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente. El texto venido de la Cámara de Representantes propo- 
nía, en primer lugar, pasar estos cometidos al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y, en segundo término, agregar- 
le el literal G), que refiere a una determinada área que no está 
contemplada en la ley. En la medida en que la Comisión Espe- 
cial de Artículos Desglosados no estuvo de acuerdo con este 
traspaso de cometidos de un Ministerio a otro, se optó por 
agregar al artículo vigente, que refiere a cometidos del Ministe- 
rio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
este literal G) para proteger también esta área. 


Personalmente, dejé constancia, al igual que el señor sena- 
dor Pereyra, de que discrepábamos con la idea de mantener 
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estos cometidos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, aunque fuera por cierto tiempo, 
porque creemos que no está preparado para ello. En realidad, 
deberían ser cometidos de la Dirección de Recursos Naturales 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, por lo menos 
durante un tiempo. Lamentablemente, este no fue el criterio 
adoptado por la mayoría de la Comisión y no es del caso 
replantear ahora este tema. 


En consecuencia, creo que el artículo debe ser votado como 
viene, porque aun con una ubicación que tanto el señor senador 
Pereyra como quien habla consideramos desaconsejable dentro 
de la órbita de los Ministerios, incorpora un área que, a mi 
juicio, debe incluirse dentro de las de reserva y protección 
ecológica. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. -En conversaciones con 
algunos señores senadores, he comprobado que existe cierta 
confusión, la que sería conveniente aclarar. 


Lo que planteaba el artículo proveniente de la Cámara de 
Representantes era un traspaso de competencias hacia el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que de acuerdo con la 
legislación vigente estaban en el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente. Se trataba de una serie 
de disposiciones, de las que una de ellas comprendía la defini- 
ción de esta área que se está considerando en este artículo 52 
como área ecológica. En el tratamiento de la Comisión se re- 
solvió por mayoría no otorgar al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca la supervisión de esta área, sino que esto queda- 
ra en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente. Esta sería una forma de aclarar el 
problema, es decir, ver si estamos de acuerdo o, no con que la 
supervisión sea realizada por el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente. 


Otro aspecto importante es el que refiere a si esta área 
corresponde que sea declarada ecológica. En ese caso, habría 
que analizar si lo que se determina en este artículo delimita un 
área que tenga que ser declarada zona ecológica. 


En cuanto al primer aspecto, quien habla opina que la su- 
pervisión debería estar a cargo del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En lo que respecta al segundo tema, adelantamos que vota- 
remos en contra de este artículo 52, ya que el mismo denomina 
como “ecológica” un área de 13.500 hectáreas que incluye una 
sola zona de explotación agropecuaria, tal como lo demostrara 
la información que hemos recogido. Se trata de una extensión 
de tierra de la que casi el 70% se destina a la explotación 
agropecuaria, por lo que esta disposición dificultaría enorme- 
mente su posibilidad de desarrollo. 
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En síntesis, puedo decir que en la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda votamos a favor de que la responsabili- 
dad de la aplicación de estas normas quede en manos del Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, mientras lo referente a la declaración de zona ecológica 
lo votamos en contra. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Muy brevemente deseo expresar 
que compartimos el criterio de que una serie importante de 
disposiciones trasladaran competencias del Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente hacia el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. La Comisión 
entendió que no era correcto que eso ocurriese, en virtud del 
contenido de la mayoría de esas normas. Pero, en este caso, se 
trata simplemente de agregar un inciso a un artículo para que 
se considere área ecológica a una determinada zona. 


Por lo tanto, desde ya adelanto que estamos en condiciones 
de votarla. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Deseo reiterar la opinión que expuse 
en Comisión en contra de la incorporación de este artículo. 


En primer lugar, coincido con la decisión que se tomó 
inicialmente en Comisión, recogiendo la opinión y el dictamen 
de la Comisión Especial de Artículos Desglosados, en cuanto a 
no trasladar las competencias en esta materia del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente al Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Cuando se discutió en el Senado la Ley de Medio Ambien- 
te, se puso de relieve la necesidad de que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente fuera 
el centro desde el cual emanara la política y el control en la 
materia, sin perjuicio de la participación, colaboración y coor- 
dinación con otros organismos -inclusive con los Gobiernos 
Departamentales- que por mucho tiempo continuarán cumplien- 
do importantes funciones en lo que se refiere a la protección 
ecológica. Creo que está bien que esto sea así porque dicho 
Ministerio no podría de un día para otro suplir lo que otros 
organismos ya están haciendo con eficiencia, aunque sería bue- 
no que en un futuro lo hiciera. Esta Cartera es la que tiene las 
competencias originarias y, por lo tanto, corresponde que ejer- 
za la coordinación en esta materia. 


En lo que se refiere a la incorporación de esta área de 
protección ecológica, debo decir que en la Comisión señalé -y 
lo reitero ahora- que no habíamos recibido información sobre 
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el tema. El Senado cuenta con la Comisión de Medio Ambiente 
que es un ámbito adecuado para estudiar estos temas. Me pare- 
ce que incorporar una zona al área de protección ecológica sin 
contar con una información suficiente, sería incurrir en un apre- 
suramiento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Aparentemente hay acuerdo mayorita- 
rio en el Senado a fin de que lo que establece este artículo 52 
sea competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente. 


Por otra parte, quisiera realizar una breve defensa en el 
sentido de mantener la zona a que se hace referencia como 
“área protegida”. Sobre “Rincón de Andrés Pérez” existe litera- 
tura realizada por el periodismo de Paysandú; y también por 
ese medio se tratan los problemas ecológicos en Montevideo. 
Por su parte, en la Comisión de Medio Ambiente hemos habla- 
do sobre este tema sin tomar ninguna resolución en lo que tiene 
que ver con las áreas naturales a ser preservadas. Asimismo, 
pienso que hay una equivocación cuando se plantea que puede 
haber un impedimento para la explotación ganadera o agrícola, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 52. Lo que consi- 
dero que está prohibido y no debe hacerse, es terminar con el 
monte indígena o tomar medidas negativas -como se ha hecho 
en otros casos- en los bañados y esteros de las zonas circundan- 
tes. 


En el artículo 458 de la ley N” 16.170 se habla de que se 
reglamentará el uso y manejo, particularmente, dentro de la 
zona que se determine como áreas naturales reservadas. Esto 
quiere decir que posteriormente a nuestra votación, el Poder 
Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, adoptará medidas para regla- 
mentar lo que estamos aprobando. Con respecto a la explota- 
ción ganadera y agrícola, pienso que es un problema que está 
en manos de los actuales propietarios. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BRUERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Lo que planteaba era 
que en este artículo 52 se declara un área total del bosque 
indígena. Sin embargo, en la misma disposición se menciona 
una extensión aproximada a las 13.500 hectáreas. Por lo que 
pudimos averiguar, el monte indígena ocupa un área menor a 
las 2.000 hectáreas -estaría en el orden de las 1.700 hectáreas- 
por lo que esta declaratoria sería por demás extensiva y podría 
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traer -si bien no formalmente- algunas dificultades para la ex- 
plotación. 


En uso de esta interrupción, me permitiría remitir a la Mesa 
una redacción sustitutiva que delimitaría mejor el área a los 
efectos de ser declarada en el sentido que se propone. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - No puedo opinar sobre la propuesta 
del señor senador Alonso Tellechea porque no la conozco, Por 
otra parte, considero que puede ser discutible la cantidad de 
hectáreas que se plantea en el artículo 52, pero no estoy en 
condiciones de rebatir las cifras que se puedan manejar. 


Por el momento, es cuanto quiero expresar, 
SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Antes que nada, quisiera manifestar 
mi alegría por el hecho de que aparezca el monte indígena 
porque, como he dicho en Comisión, no hay Rendición de 
Cuentas que no tenga alguna disposición sobre este tema. En 
las ocho o nueve Rendiciones de Cuentas en que he participa- 
do, hemos discutido largamente sobre la protección de esta 
zona; sin embargo, con los años, el monte indígena disminuye. 
Creo que pocos ejemplos podría haber encontrado Carlos Qui- 
jano acerca del progreso manuscrito; vamos a agobiar el monte 
indígena de disposiciones, pero año a año desaparece. 


Sin perjuicio del tema planteado referente a qué Ministerio 
le compete este problema -naturalmente, que desde la creación 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente esta parecería ser la Cartera racionalmente compe- 
tente, aunque no se ha preparado para esta función- me parece 
que existe una cuestión de fondo y mientras no la resolvamos, 
nos vamos a encontrar con estos inconvenientes. Por ejemplo, 
se fija un área que queda bajo protección ambiental, pero allí 
existen padrones que son propiedad privada y están dedicados a 
la agricultura O a la ganadería. Entonces, sometemos a esos 
propietarios a ciertas restricciones en el uso de su propiedad, 
por supuesto que con una finalidad muy loable, como es el 
hecho de preservar el medio ambiente. No tengo dudas de que 
entre el interés general de preservar el medio ambiente y el 
particular de explotar el predio, la sociedad hará prevalecer el 
interés general, pero considero que la carga de esa preservación 
no puede ser soportada exclusivamente por el propietario del 
padrón. Estimo que la misma debe ser distribuida entre el con- 
junto de la comunidad, es decir, que habría que indemnizar de 
algún modo a dicho propietario -quizás expropiando esas tie- 
rras- para que las zonas de reserva ecológica formen parte de 
parques nacionales -y por lo tanto sean de propiedad pública- 
como en muchas partes del mundo. Pienso que aquí hay una 
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contradicción insalvable porque queremos preservar un área 
-creo que hay sobrados motivos para ello y el Uruguay ha 
estado omiso en ese sentido- pero damos el paso ineludible que 
consiste en sacar estas tierras del ámbito privado, para que 
integren un patrimonio de la sociedad, es decir, un parque 
nacional. Sin embargo, lo que hacemos es ponerle al particular, 
dueño de esa zona, una serie de limitaciones para usarla, por- 
que si un particular explota intensivamente la agricultura o la 
ganadería en un predio de este tipo, inexorablemente se produ- 


* ce un daño ecológico. Esa es la naturaleza de las cosas y no 


puede ser de otra manera. Entonces, estos problemas los vamos 
a seguir teniendo hasta que no formemos un patrimonio de la 
sociedad, en forma de parques nacionales donde se preserven 
esos valores ecológicos. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - No tenía intención de hacer uso de 
la palabra, pero considerando que la disposición que estamos 
discutiendo corre el riesgo de no ser aprobada, haré los siguien- 
tes comentarios. 


El área que ahora se pone bajo protección es muy importan- 
te desde el punto de vista ecológico. Todos sabemos la signifi- 
cación que siempre ha tenido el Rincón de Andrés Pérez, en la 
confluencia del Río Queguay Grande con el Queguay Chico. 
En realidad, pienso que no se ha leído correctamente la disposi- 
ción citada. 


Es necesario aclarar que este artículo no agrega facultades 
al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, sino que a las 
actuales potestades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente se le incorpora una disposición 
por la cual, además de otras áreas que están bajo protección, 
como reserva ecológica, se agrega el Rincón de Andrés Pérez y 
su prolongación -de aquí surge el error en que incurre el señor 
senador Alonso Tellechea- aguas abajo de la confluencia. Se 
establece, también, que se va a reglamentar el uso y manejo y 
se aclara que no puede haber obres que alteren el ecosistema y 
que para efectuar cualquiera de ellos se requerirá la autoriza- 
ción del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


Por lo tanto, no se está restringiendo el derecho de propie- 
dad, sino que, en realidad, se impide al propietario -lo que 
debería hacerse con todos, independientemente de que tengan 
su área bajo control ecológico- efectuar cualquier acción que 
interrumpa el equilibrio del ecosistema. Este aspecto es funda- 
mental para esta zona por tratarse de la masa de agua más 
importante de Paysandú que nutre el Río Uruguay. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Brevemente, señor presiden- 
te, quiero hacer algunas puntualizaciones, puesto que cuanto 
iba a expresar fue expuesto con mayor brillo por el señor sena- 
dor Zumarán. 


No soy contrario a declarar áreas ecológicas y que determi- 
nadas zonas del país sean individualizadas y protegidas en el 
sentido que lo pretende esta disposición. Sin embargo, confieso 
que necesitaría mayor información sobre las razones por las 
cuales ciertas áreas deben ser objeto de esa protección. Si bien 
comparto la idea de que la protección de un ecosistema debe 
ser de fundamental atención por parte de la sociedad, no puedo 
votar afirmativamente este artículo sin contar con los elemen- 
tos de juicio que demuestren que este predio en particular es 
esencial para la preservación del ecosistema. 


SEÑOR JUDE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR JUDE. - Apoyamos las expresiones del señor sena- 
dor Zumarán porque entendemos que si en realidad hay interés 
-que existe- en conservar algunas especies del monte indígena, 
no hay otro medio para hacerlo que mediante la creación de un 
parque nacional. En este sentido, pienso que sería absurdo pre- 
tender de los propietarios del campo, que pagan impuestos, el 
no uso de sus tierras. 


Existen algunas variedades de árboles que deben ser poda- 
das, sobre las que nada se dice en esta disposición, lo cual me 
obliga a votar en su contra. Creo que la única manera de 
conservar los montes indígenas es que el Estado pague por 
ellos. De lo contrario, no tiene sentido, puesto que, por ejem- 
plo, hay determinadas especies que son invasoras, como el 
espinillo, que es considerado un mal endémico y que cuando se 
lo deja avanzar, prácticamente no se puede arar los campos ni 
entrar, ya sea a caballo o a pie; únicamente, utilizando una 
expresión vulgar, en cuatro patas. 


Entonces, hablar de montes indígenas supone una discusión 
en la que debe tomarse en cuenta una serie de elementos muy 
importantes y no un mero enunciado como en este caso, que, 
repito, carece de sentido. Como ya dije, la única forma de 
encarar el tema del monte indígena es creando un parque na- 
cional y que sea el Estado el encargado de organizar su conser- 
vación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Luego de esta clase, por parte del 
baquiano del monte indígena, probablemente el artículo resul- 
tará con una votación negativa. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para dejar una cons- 
tancia, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Deseo dejar constancia de que cuan- 
do este tema se planteó en Comisión, recibió una votación 
unánime de 12 en 12. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador Blanco dice lo 
contrario. 


De todas maneras, la votación en Comisión no condiciona 
el pronunciamiento del Senado. 


SEÑOR CIGLIUTI. - No lo dije por eso, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa informa que existe un 
texto sustitutivo, propuesto por el señor senador Alonso Telle- 
chea, que se agregaría como literal G) al artículo 458 de la ley 
N” 16.170, y que expresa lo siguiente: “El área natural de los 
bosques indígenas del Queguay, que comprenden los existentes 
en la confluencia de los Ríos Queguay Grande y Queguay 
Chico, así como su prolongación aguas abajo de dichos ríos, 
con sus bañados y esteros ribereños.” 


SEÑOR DE BOISMENU. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR DE BOISMENU. - Debo hacer una aclaración por- 
que al comienzo de esta discusión afirmé que en Comisión 
había votado en contra de este artículo y luego, el señor sena- 
dor Cigliuti -digo esto con todo respeto- manifestó que en aquella 
oportunidad la votación había sido 12 en 12, cuando, en reali- 
dad, hubo 12 voluntades a favor en un total de 14. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 52 con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-11 en 31. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 52 
con el texto propuesto por el señor senador Alonso Tellechea. 


(se vota:) 
-18 en 31. Afirmativa. 


Este artículo se incluirá, variando su numeración, en el 
Inciso 14, correspondiente al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente. 


En consideración el artículo 53. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 53.- Autorízase al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca a proceder a la venta directa de los produc- 
tos madereros procedentes del manejo del patrimonio forestal 
del Estado, que administra el citado Ministerio. 


Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de venta, que 
se reajustarán semestralmente sobre la base de los que rijan en 
el mercado interno.”) 
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SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONL. - Señor presidente: es probable que 
este artículo, dentro de la totalidad del Proyecto de Rendición 
de Cuentas, constituya una cuestión menor. Sin embargo, debo 
decir que en la Comisión Especial de Artículos Desglosados 
esta disposición fue rechazada por diversas razones aunque, 
posteriormente, fue rehabilitada en el seno de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda. 


Se trata de un artículo que tiene una serie de disposiciones 
que no logra convencerme y creo que fueron el motivo de su 
rechazo por parte de la Comisión dedicada al estudio de los 
artículos desglosados. 


En primer lugar, se establece una autorización al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca para proceder a la venta 
directa de los productos madereros procedentes del manejo del 
patrimonio forestal del Estado. Esto significa que se permitiría 
que ciertas ventas que pueden alcanzar montos muy importan- 
tes, se harían al margen de las normas del TOCAF, es decir sin 
llamado a precios, sin licitación y directamente por el Ministe- 
rio. Por supuesto, esta situación supone que no exista la más 
mínima norma de contralor respecto a la comercialización de 
bienes del Estado. 


En segundo término, en el inciso final del artículo, ello es 
aun más claro -y, por lo tanto, más inconveniente- por cuanto 
se establece que el Ministerio queda facultado a fijar los pre- 
cios de venta, lo cual pone todavía más al descubierto lo 
inapropiado de esta disposición que, por otra parte, no estable- 
ce que los precios de venta sean aquéllos más favorables para 
el Estado, sino los que éste disponga unilateralmente. Esto, en 
definitiva, me parece un mal precedente. 


Todas estas razones fueron esgrimidas en la Comisión Es- 
pecial de Artículos Desglosados. Sin embargo, advierto que 
aquí se le introdujo un agregado que acota la importancia de lo 
que he señalado, porque se refiere -no ocurre lo mismo con el 
texto remitido a nuestra Comisión- a los productos madereros 
que administra el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Por su parte, la otra norma citaba a todos los Ministerios. 


De todos modos, señor presidente, adelanto que no voy a 
acompañar este artículo por los argumentos que acabo de expo- 
ner. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: el señor senador 
Ricaldoni acaba de sintetizar con total exactitud los argumen- 
tos que fueron expuestos en la Comisión Especial para el estu- 
dio de los artículos desglosados a los efectos del rechazo inicial 
de esta norma. 
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Cabe destacar que luego la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda introdujo algunas mejoras a este artículo, 
por lo menos estableciendo que se refería exclusivamente a los 
productos madereros que administra el Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca y no a toda la producción maderera del 
Estado, tal como se disponía originalmente en el texto de la 
norma, lo que era inaceptable. No obstante ello, compartiendo 
la argumentación que acaba de formular el señor senador Ri- 
caldoni, nos parece que la disposición podría aprobarse con las 
siguientes enmiendas. En primer lugar, habría que suprimir la 
palabra “directa” del primer inciso, sustituir el punto final por 
una coma y agregar la expresión “conforme a las normas vi- 
gentes”. Es decir que la redacción quedaría de la siguiente 
manera: “Autorízase al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca a proceder a la venta de los productos madereros proce- 
dentes del manejo del patrimonio forestal del Estado, que ad- 
ministra el citado Ministerio, conforme a las normas vigentes.” 
Propongo este último agregado porque, efectivamente, en di- 
chas normas existen algunas excepciones ya autorizadas que, 
en muchos casos, justifican una venta directa o mediante un 
ilamado de precios, sin tener que llegar a la licitación. Si no 
incluimos esa expresión, podría estarse impidiendo una venta 
de parte de ese patrimonio. En resumen, esa sería la propuesta 
para el primer inciso, 


Por otra parte, en el inciso segundo, en lugar de decirse: 
“Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de venta, que se 
reajustarán semestralmente”, debería establecerse lo siguiente: 
“Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de venta base, 
que se reajustarán semestralmente”, etcétera. Esto quiere decir 
que cuando se realiza un llamado de precios o cuando se mane- 
ja una de las excepciones ya autorizadas legalmente, se tiene 
que poder partir de una fijación de precios de venta base, para 
lo cual se necesita una disposición especial. 


Deseo aclarar que estas propuestas se refieren al texto ac- 
tual del artículo 53 y adelanto que en las condiciones que 
acabo de citar, estamos dispuestos a acompañarlo. 


SEÑOR RICALDON!I. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: estoy totalmente 
de acuerdo con lo propuesto por el señor senador Korzeniak 
para el primer inciso de este artículo porque, en realidad, refle- 
ja una adecuada respuesta a la preocupación que tuvimos en la 
Comisión Especial. Por lo tanto, lo voy a acompañar. 


Con respecto al segundo inciso, debo decir que estoy de 
acuerdo con casi todo, salvo en algo que el señor senador no 
mencionó y que quien habla omitió en su intervención inicial. 
Me parece que la construcción de la frase deja una duda acerca 
de si la referencia al mercado interno tiene que ver con el 
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reajuste de los precios o con su fijación. De modo que, por lo 
menos para el que habla, eso fue absolutamente ininteligible en 
la Comisión y por lo tanto creo que deberían cambiarse de 
lugar las partes de esta oración para que se sepa que esta 
mención al mercado interno tiene que ver con el precio base y 
no con los reajustes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Korzeniak, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: voy a realizar 
otra propuesta, en el sentido de que este artículo incluya una 
lia.e final, que fuera aprobada por unanimidad en la Comisión 
Especial de Artículos Desglosados. Me refiero, concretamente, 
a un inciso por el que se establecería la facultad para que, en 
régimen de comodato precario, se autorice al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a entregar la gestión ecológica 
de la denominada “Isla de las Gaviotas” a una sociedad sin 
fines de lucro llamada “Museo Marítimo Malvín”. Lo cierto es 
que, hoy en día, esa isla está protegida en los hechos por esta 
sociedad constituida por un matrimonio que, sin ningún fin de 
lucro, desde hace muchísimos años se encarga de su limpieza y 
conservación. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


-Considero que la razón por la que la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda no votó este aditivo que voy a 
hacer llegar a la Mesa -y que figuraría como último inciso del 
artículo 53- se deriva de que hubo una confusión. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


-El señor senador Alonso Tellechea, al redactar su informe 
en contra del Capítulo, lo incluyó inmediatamente después de 
la lectura de este inciso. Eso fue interpretado por la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda como una oposición a 
ese aditivo en particular. Sin embargo, luego mantuvimos con- 
versaciones informales con los señores senadores Alonso Telle- 
chea y Cadenas Boix, y nos dio la impresión de que esa Comi- 
sión en realidad no tenía una opinión contraria a esta disposi- 
ción que, como fruto de esa confusión global originada en 
torno al capítulo, fue votada negativamente. 


Por lo expuesto, haremos llegar a la Mesa la propuesta para 
que este inciso sea agregado al final del artículo 53. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa exhorta a los señores 
senadores a respetar el plazo de cinco minutos porque si por 
cada artículo va a hablar una pluralidad bastante amplia de 
senadores, y no respetamos el plazo, no vamos a poder termi- 
nar la consideración del proyecto de ley de Rendición de Cuen- 
tas dentro del plazo constitucional. 


SEÑOR JUDE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. : 
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SEÑOR JUDE. - Señor presidente: en este artículo se hace 
referencia a los productos madereros. Me gustaría saber de qué 
tipo de madera se trata, es decir, si es madera de leña, de 
postes, de piques o de tablas. 


Tengo entendido que existen dos clases de maderas: por un 
lado, la que se destina a leña -que se vende por medidas o por 
quilos- que tiene un mayor valor en invierno que en verano y, 
por otro, la que se emplea para postes, piques y tablas de tubo, 
que tiene otro grosor y proviene de otros árboles. 


En otro orden de cosas, no me parece mal la redacción, ya 
que se dispone que los precios se reajustarán semestralmente. 
No olvidemos que ellos varían de un año a otro. Sin embargo, 
insisto en que habría que aclarar el tipo de madera cuya venta 
se quiere controlar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa recuerda al señor sena- 
dor que, donde no distingue la norma, no distingue el intérpre- 
te. Si en este artículo se hace referencia a los productos made- 
reros, abarca a todos, tal como asiente el señor senador Korzc- 
niak. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar cl artículo 53, 
con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-10 en 30. Negativa. 


El señor senador Korzeniak había hecho una propuesta de 
modificación, pero no la hizo llegar a la- Mesa, sino que la 
planteó verbalmente. Solicito al citado señor senador que nos 
recuerde las modificaciones sugeridas. 


SEÑOR KORZENIAK. - En el inciso primero habría que 
suprimir la palabra “directa” y, al final, en lugar del punto 
poner una coma, agregando la siguiente expresión: “conforme 
a las normas vigentes”. 


A su vez, en el inciso segundo, en lugar de establecer “fa- 
cultado a fijar los precios de venta”, habría que disponer “fa- 
cultado a fijar los precios base de venta”. 


A pesar de que no creo que sea indispensable establecerla 
en el texto, me parece pertinente la aclaración efectuada por el 
señor senador Ricaldoni acerca de la intelección de este artícu- 
lo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El problema es que el artículo 
cambia de sentido al poner o no una coma, luego de la palabra 
“semestralmente”. 


SEÑOR CASSINA. - Pregunto a la Presidencia si se puede 
hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No, señor senador. 
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SEÑOR CASSINA. - Lo que ocurre es que creo que los 
compañeros del Senado no han entendido lo que se propone. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Es muy lamentable, pero nada se 
puede hacer, porque cada señor senador dijo lo que quería y 
ahora lo que corresponde es pasar a votar. 


Se van a votar los dos incisos del artículo $3 con el texto 
propuesto por el señor senador Korzeniak, que expresa: ““Auto- 
rízase al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a proce- 
der a la venta de los productos madereros procedentes del ma- 
nejo del patrimonio forestal del Estado, que administra el cita- 
do Ministerio, conforme a las normas vigentes. 


Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de venta base, 
que se reajustarán semestralmente sobre la base de los que rijan 
en el mercado interno.” 


(Se votan:) 
-30 en 31. Afirmativa. 


El otro inciso que el señor senador Korzeniak ha propuesto 
agregar a este artículo dice: “Igualmente podrá otorgar, en régi- 
men de comodato precario, la gestión ecológica de la denomi- 
nada Isla de las Gaviotas, situada en aguas del Río de la Plata 
frente a costas de Playa Malvín, a la persona jurídica sin fines 
de lucro “Museo Marítimo Malvín”. Prohíbese el acceso a la 
Isla de las Gaviotas sin previa autorización de la Dirección de 
Recursos Naturales Renovables. La Prefectura Nacional Naval 
velará por el cumplimiento de este inciso.” 


Creo que si partimos de la base de que este asunto es com- 
petencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, debería decirse: “sin la previa autorización 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente.” 


SEÑOR KORZENIAK. - De acuerdo, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consecuencia, se va a votar el 
inciso con la modificación a que acaba de hacer referencia la 
Mesa. 


(Se vota:) 
-25 en 30. Afirmativa. 
(Campana de orden) 


-La Presidencia ruega a los señores senadores que manten- 
gan el orden. 


En consideración el artículo 54. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 54. - Declárase de interés nacional la produc- 
ción, el desarrollo y la investigación en las diferentes áreas 
integrantes de la biotecnología, en los términos del artículo 
siguiente.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 28. Afirmativa. 

-En consideración el artículo 55. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO SS5.- El Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, a través de su unidad asesora de Promoción Industrial, 
recibirá y considerará solicitudes de amparo a la presente ley, 
de proyectos biotecnológicos y, con el asesoramiento precepti- 
vo de la Dirección de Ciencia y Tecnología del Ministerio de 
Educación y Cultura, podrá proponer la declaratoria de interés 
nacional y la concesión de las franquicias previstas en el decre- 
to-ley N” 14,178, de 28 de marzo de 1974 (artículo 43 del 
Título 3 del Texto Ordenado 1991). 


Esta declaratoria no podrá recaer sobre proyectos de aplica- 
ciones biotecnológicas que puedan ocasionar daños o generar 
riesgos para la salud humana, animal o vegetal, así como para 
el medio ambiente.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 30. Afirmativa. 

En consideración el artículo 59. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 59.- Habilítase el Puerto de Punta Carretas, 
en el área ubicada en el departamento de Montevideo, com- 
prendida en el Plano de Mensura del ingeniero agrimensor Hugo 
Lalanne, de marzo de 1993, individualizado en el Archivo Ge- 
neral de la Dirección Nacional de Hidrografía con el N” 10.048, 
el cual tiene un área de: 10 hectáreas 2.600 metros cuadrados y 
se deslinda de la siguiente forma: al Este, siete tramos rectos de 
11m41, 22m.74, 38m.82, 31m.69, 15m.96, 63m.33 y 36m.33, 
lindando con la calle de entrada al Puerto y Club de Pesca “La 
Estacada” y 171m.44, dentro del álveo del Río de la Plata. Al 
Norte, tramo de recta de 257m.00, dentro del álveo. Al Oeste, 
dos tramos rectos de 246m.61 y 248m.17, dentro del álveo. Al 
Sur, tres tramos rectos de 141m.66, parte dentro del álveo y el 
resto en zona terrestre, 50m.56 y 12m.86, dentro de zona te- 
rrestre lindando con más áreas sin padrón. 
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El Puerto de Punta Carretas será administrado por la Direc- 
ción Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, salvo en un área terrestre de administración 
conjunta por dicha Dirección y la Intendencia Municipal de 
Montevideo. El área terrestre así administrada será, en el mis- 
mo plano, la situada al Sur y al Este de la perpendicular al 
tramo 8-9 trazada desde el punto 8 hacia el Suroeste hasta el 
límite de la costa.”) 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 


SEÑOR ZUMARAN. - A pesar de que en la Comisión esta 
disposición me mereció algunos reparos, finalmente la voté. 
Pero, no obstante ello, sigo pensando que aquí se concede una 
autorización excesivamente genérica para el uso de un bien de 
dominio público -no olvidemos que estamos hablando de 10 
hectáreas situadas en Punta Carretas -que es un lugar extraordi- 
nario y privilegiado de Montevideo- para hacer un puerto. Me 
pregunto de qué tipo de puerto se trata. Me parece, entonces, 
que por lo menos se tendría que decir que es un puerto con 
fines deportivos, recreativos y que va a estar abierto al público. 
De acuerdo con esta redacción, podríamos terminar habilitando 
un puerto privado y estoy seguro que esa no ha sido la inten- 
ción ni siquiera de quienes han proyectado esta disposición. 


En consecuencia, sugiero que se incluya algún elemento 
que califique la autorización. Por ejemplo, repito, se podría 
decir que se va a realizar un puerto con fines deportivos o 
recreativos, librado al uso público. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ELSO GOÑL - Señor presidente: adelanto que com- 
parto lo expresado con el señor senador Zumarán. 


Por otra parte, deseo señalar que este problema fue plantea- 
do en la Comisión de Transporte y Obras Públicas y se estuvo 
discutiendo en torno a él con los representantes de la Dirección 
Nacional de Hidrografía, sin que se contara con mayores ele- 
mentos de juicio. Además, sabemos que se ha llegado a un 
acuerdo entre la Intendencia Municipal de Montevideo y el 
Ministerio. No obstante, deseo dar cuenta de una resolución 
adoptada por el Directorio de la Administración Nacional de 
Puertos, que hace que nuestras dudas aumenten y que señala lo 
siguiente: 


“VISTO: 


Que este Directorio ha tomado conocimiento, en el 
día de la fecha, de una proposición existente en la Cá- 
mara de Senadores en el sentido de habilitar un puerto 
en la Zona de Punta Brava (o Punta Carretas) de la 
ciudad de Montevideo. 
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RESULTANDO: 


1) Que dicha proposición, en cuanto es de conoci- 
miento del Directorio, no fue precedida por los estudios 
acerca del impacto ambiental que la instalación del puerto 
podría generar ni tampoco del asesoramiento respecto a 
su compatibilidad con los planes de mediano y largo 
plazo existentes en materia portuaria; 


IP) Que en el supuesto de habilitarse un puerto en la 
zona antes mencionada, entraría probablemente dentro 
de la jurisdicción de la Administración Nacional de Puer- 
tos, en función de lo dispuesto por el artículo 1* del 
Reglamento para el Puerto de Montevideo, de 22 de 
octubre de 1912.” 


Luego de sefialarse en el considerando 1V que el Proyecto 
actualmente a examen de la Cámara de Senadores, aunque 
incuestionablemente presidido por el propósito de utilizar la 
eventual instalación de un puerto deportivo, no distingue acer- 
ca de la naturaleza de éste, se dice que el Directorio de la 
Administración Nacional de Puertos resuelve hacer saber al 
Poder Ejecutivo la preocupación de este organismo, con moti- 
vo de la iniciativa a que se refieren estas actuaciones, y solici- 
tar se sirva adoptar las medidas conducentes para que dicha 
iniciativa esté acompañada de los estudios técnicos pertinentes, 
así como del asesoramiento que a la Administración Nacional 
de Puertos incumbe brindar sobre la materia. 


Dado que para quienes estuvimos en la Comisión este es un 
elemento nuevo, creí necesario hacerlo conocer al Cuerpo puesto 
que, sin duda, debe ser tenido en cuenta al votar este artículo. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: tal como señalaba el 
señor senador Elso Goñi, esta propuesta obedece a un acuerdo 
celebrado entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Pensamos, como lo expusimos en el seno de la Comisión, 
que la finalidad principal de este artículo es tratar de limitar las 
competencias del Ministerio y de la muy restringida área en la 
que habría un administración conjunta de la Dirección Nacio- 
nal de Hidrografía y de la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. 


Tanto el señor senador Zumarán como el señor senador 
Elso Goñi han puesto el acento en la posibilidad de acotar el 
alcance de este artículo, estableciéndose explícitamente el ca- 
rácter deportivo del puerto. Recuerdo claramente que eso fue lo 
sugerido por el señor senador Zumarán y me parece que tam- 
bién en ese sentido concluyó su intervención el señor senador 
Elso Goñi. 
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A nuestro juicio, la disposición es aceptable, y en la Comi- 
sión dijimos que incluso las propias características naturales 
del puerto no lo habilitan a ser otra cosa que deportivo o re- 
creativo; pero, si da más tranquilidad el hecho de que aquí se 
hable de puerto deportivo, no tenemos objeciones que hacer. 
En este sentido, pensamos que, inclusive, con una leve modifi- 
cación de redacción se puede solucionar el problema. Por ejem- 
plo, al principio de la disposición podría decirse: “Habilítase el 
Puerto de Punta Carretas, que tendrá un carácter deportivo, en 
el área ubicada”, etcétera. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: pro- 
bablemente este no sea el mejor momento para analizar un 
tema como este porque, entre otras cosas, puede tener connota- 
ciones, particularmente en lo que hace a la utilización de los 
recursos de que se dispone. 


Si bien la costa de Montevideo posee diferentes accidentes 
geográficos, existen muy pocas posibilidades de desarrollar puer- 
tos deportivos u otros que no sean el de la Bahía de Montevi- 
deo -ocupado por un sector industrial y por el Puerto de Monte- 
video- el Puerto del Buceo que prácticamente cumple las fun- 
ciones de un puerto deportivo y es utilizado como recalada por 
pescadores artesanales. Desde la costa de Montevideo hasta la 
de Piriápolis, no existe ningún otro puerto que, con un mínimo 
de infraestrucutra, pueda servir para albergar cualquier tipo de 
embarcaciones. 


Por otra parte, la navegación deportiva se ha desarrollado 
mucho en las últimas décadas, sobre todo con relación al Puer- 
to de Punta del Este, en el que -si no me equivoco- se ha 
quintuplicado el número de amarras. Los ingresos obtenidos 
por ese turismo, muy especializado -que es el que utiliza la 
navegación deportiva en los meses del verano- representa para 
el Uruguay la obtención de una cantidad importante de divisas, 
Dicha navegación deportiva se ha visto dificultada por el hecho 
de que no existen muchos otros puertos en nuestras costas, 
sobre todo desde Montevideo hacia el este. Hacia el oeste sí 
hay otras posibilidades de desarrollo, pero se trata de una nave- 
gación de distinto tipo, que presenta otra clase de problemas, 
entre los que se encuentra el relativo al mayor calado, necesa- 
rio por tratarse de tránsito en zonas de río arriba, donde las 
profundidades son más variables y bajas. 


Como decía, nos encontramos frente a la posibilidad de 
legislar con relación a un tema que sería más oportuno conside- 
rar en otra instancia. De todos modos, debemos aceptar que el 
artículo fue presentado y está en discusión. 


En la zona de Punta Carretas se ha generado naturalmente 
un puerto y, con motivo de las obras de infraestructura llevadas 
a cabo a raíz de la instalación del colector de la planta termi- 
nal, se ofrece a la navegación deportiva una posibilidad muy 
buena de conexión con el otro puerto deportivo de la ciudad de 
Montevideo, que es el del Buceo. 
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En todos los lugares del mundo donde se lleva a cabo con 
éxito la navegación deportiva, se dispone de puertos entre los 
cuales la distancia de navegación no es demasiado grande. En 
este caso, nos encontraríamos ante una de esas situaciones, es 
decir que el Puerto del Buceo y el de Punta Carretas podrían 
nutrirse mutuamente de embarcaciones que recalen en una u 
otra terminal. 


Coincidiendo con lo que decía el señor senador Astori, 
pienso que sería bueno y hasta imprescindible que ese puerto 
-que no tendrá mayor extensión como para albergar todo tipo 
de embarcaciones- fuera destinado, en forma exclusiva, a em- 
barcaciones de tipo deportivo. 


A efectos de que quede constancia en la versión taquigráfi- 
ca, diría que, para hacerlo más restrictivo, habría que incluir la 
palabra “exclusivamente”, permitiendo que, una vez que las 
Obras finalicen, la ciudad de Montevideo pueda, a través de las 
autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -por 
un convenio celebrado con la Intendencia Municipal de Monte- 
video o mediante la Dirección Nacional de Hidrografía que, 
por ejemplo, administra el Puerto de Punta del Este- utilizar esa 
base de conocimientos e infraestructura en relación con el Puerto 
de Punta Carretas. Con ello se pretende que dicho puerto, a 
semejanza de lo que sucede con los de Punta del Este y Buceo, 
se dedique a albergar embarcaciones deportivas. Todo ello po- 
tenciaría el turismo de la ciudad de Montevideo, y una indus- 
tria turística que está en expansión en todo el mundo y, a su 
vez, no nos dejaría el sabor amargo de comprobar que, por no 
habernos puesto de acuerdo en este momento, una obra que 
podría ser utilizada, no lo es. En este sentido, formulo moción 
para que, a la corrección introducida por el señor senador 
Astori, se le agregue la palabra “exclusivamente” luego de 
“carácter”. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
» 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: adelanto que seré 
muy breve debido a que las explicaciones dadas por los señores 
senadores Astori y Alonso Tellechea me eximen de otros co- 
mentarios. Sin embargo, me interesa dejar constancia de dos 
puntualizaciones. 


En principio, como se ha dicho, este Puerto de Punta Carre- 
tas -y concretamente, su emisor subacuático, para cuya cons- 
trucción se utilizó la zona que en su momento fue “El Obra- 
dor”- tendrá un uso público, además de ser puerto deportivo, 
debido a que el texto del artículo 59 dice: “Habilítase el Puerto 
de Punta Carretas...” la administración será ejercida conjunta- 
mente por la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio 


de Transporte y Obras Públicas y la Intendencia Municipal de 


Montevideo. Aclaro esto, porque la redacción es bastante dis- 
tinta a la del artículo 61 que trataremos posteriormente y que 
señala: “Desaféctase del uso público...” unos terrenos que per- 
tenecen al departamento de Colonia. El artículo 59 no se refie- 
re a desafectar del uso público sino a habilitar la construcción 
del puerto. 
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El otro aspecto que deseo que conste en la versión taquigrá- 
fica es la necesidad de un estudio de impacto ambiental por 
parte de la Dirección respectiva del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, si bien aún no se 
aprobó la Ley de Impacto Ambiental por la Cámara de Repre- 
sentantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia se siente en la 
obligación de expresar brevemente su opinión, porque conside- 
ra que este es un tema muy delicado y de enorme importancia. 


Ante todo, corresponde decir que esta disposición no estaba 
contenida en el proyecto del Poder Ejecutivo ni en el texto de 
la Cámara de Representantes, sino que nació, no se sabe en qué 
momento, durante el trámite del proyecto en el Senado. 


SEÑOR ASTORI. - Sí se sabe el momento en que surgió, 
señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia no lo sabe. 


En sala se ha dicho que hubo un acuerdo entre la Dirección 
Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y la Intendencia Municipal de Montevideo. Entonces, 
me pregunto si porque dos organismos se pongan de acuerdo 
con respecto a algo en lo que, en principio, no tienen compe- 
tencia, debemos habilitar el puerto. Personalmente, aclaro que 
no estoy en contra de esto último, ni lo estaría en todos los 
casos en los que la naturaleza permitiera hacerlo, pero creo que 
es un tema de enorme trascendencia, en el que no puede ni 
debe improvisarse. 


El señor senador Elso Goñi -creo que con toda razón- ha 
leído una nota de la Administración Nacional de Puertos, que 
es el órgano competente en la materia, que expresa que no ha 
sido consultado, así como tampoco se han realizado estudios 
sobre el impacto ambiental que la habilitación del puerto po- 
dría generar. En esto espero contar con el apoyo del ecólogo 
del Cuerpo, señor senador Bruera. 


Por otra parte, señalo que este sistema es absolutamente 
incompatible con el de la ley N* 16.246 -llamada Ley de Puer- 
tos- que aprobamos hace aproximadamente un año y medio en 
el Parlamento. De acuerdo con el artículo 7* de la ley, la 
política portuaria es competencia del Poder Ejecutivo, a quien 
también le corresponde su ejecución y control. Según el artícu- 
lo 9” de dicha ley, son cometidos de la Administración Nacio- 
nal de Puertos, en primer lugar, la administración, conserva- 
ción y desarrollo del puerto de Montevideo y de aquellos otros 
que le encomiende el Poder Ejecutivo. 


Desde el momento en que el ente portuario se denomina 
Administración Nacional de Puertos, le compete -y así ha sido 
siempre- la administración de todos los puertos del país. Sin 
embargo, innovando, se establece que la administración no 
corresponderá a la Administración Nacional de Puertos sino a 
la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas y, en el área terrestre, dicha competen- 
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cia será compartida con la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. Me parece que, de actuar así, estaríamos improvisando en 
un lema enormemente delicado, improvisación en la que no 
debemos incurrir. Si es necesario habilitar un puerto en Punta 
Carretas, preséntese un proyecto de ley, consúltese al Poder 
Ejecutivo, llámese al ministro de Transporte y Obras Públicas, 
escúchese al Directorio de la Administración Nacional de Puer- 
tos y luego legíslese en la materia. 


Por eilo, creo que insertar este tema en la Rendición de 
Cuentas constituye una improvisación que no prestigia al 
Cuerpo, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente, deseo recordar al Cuer- 
po que la administración del Puerto de Punta del Este -y creo 
que también del de Piriápolis- están a cargo de la Dirección 
Nacional de Hidrografía. Por lo tanto, la materia deportiva 
estaría bajo la órbita de dicha Dirección. 


Esta es la constancia que queríamos dejar. 
SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Quiero aclarar que la forma en que se 
plantea la administración de este futuro Puerto de Punta Carre- 
tas es exactamente igual a la que posee el Puerto del Buceo, 
que tiene libre circulación y una administración conjunta entre 
la Dirección Nacional de Hidrografía y la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo. O sea que, en esto, no hay innovación ya 
que existen antecedentes en el país. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Quiero decir que el Poder Ejecutivo no 
sólo fue consultado al respecto, sino que fue quien lo propuso, 
a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


En cuanto a la improvisación aludida, discrepo con la Presi- 
dencia porque este artículo fue estudiado con bastante deteni- 
miento tanto en el seno de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas como en la de Presupuesto. En consecuencia, expreso 
que no estamos improvisando; tal vez nos equivoquemos, pero 
no improvisamos. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ELSO GOÑL - Quiero dejar una constancia, de la 
que son testigos todos mis compañeros de la Comisión de 
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Transporte y Obras Públicas. Allí simplemente tomamos cono- 
cimiento de este artículo, así como de otros que fueron plantea- 
dos por el señor subsecretario y los directores del Ministerio. 
La Comisión entendió -personalmente, creo que correctamente- 
que sólo se podían tratar los artículos enviados por la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda. Los otros se remitieron 
a la referida Comisión, pero no se discutieron ni se estudiaron; 
reitero que simplemente se tomó conocimiento de ellos, Ade- 
más, los demás integrantes de la Comisión son testigos de lo 
que estoy diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa entiende que se habían 
propuesto algunas modificaciones a este artículo. 


SEÑOR ASTORI. - La modificación propuesta diría: “Ha- 
bilítase el Puerto de Punta Carretas, que tendrá un carácter 
exclusivamente deportivo, en el área ubicada...” y el artículo 
continuaría tal como está redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE. -Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el artículo 59 con la modificación propuesta por el 
señor senador Astori. 


(Se vota:) 
-21 en 30. Afirmativa. 
En consideración el artículo 60. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 60.- Decláranse que no están compren- 
didos en la disposición del inciso final del artículo 174 
de la ley N” 16.320, de 1* de noviembre de 1992, los inmue- 
bles del Estado ocupados por carreteras, vías férreas, los in- 
muebles' del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y del Banco Hipotecario del Uruguay.”) 


-La Presidencia entiende que es necesario modificar la re- 
dacción, ya que no se puede hablar de inmuebles del Estado 
ocupados por carreteras y vías férreas. En consecuencia, ten- 
dría que decir: “los inmuebles del Estado que comprendan tra- 
mos de carreteras y vías férreas”. 


En ese entendido y si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar el artículo 60, 


(Se vota:) 
-24 en 30. Afirmativa. 
En consideración el artículo 61. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 61.- Desaféctase del uso público la siguiente 
parcela: predio de 23,370 m? ubicado en la 1* Sección Judicial 
del departamento de Colonia sobre la barranca de la Costanera 
con el siguiente deslinde: por el Sur limitando con el Campus 
Municipal varios tramos rectos por un total de 137,80 m., por 
el Este limitando con el borde de la barranca paralelo a la 
Rambla Costanera en una longitud de 610 m., hasta la intersec- 
ción de la prolongación del eje de la calle Zorrilla de San 
Martín, por el Norte un tramo recto de 44,50 m., hasta la 
intersección con la línea de ribera, por el Oeste la línea de 
ribera hasta la intersección con el límite del Campus Municipal 
según plano H-8846 de la Dirección Nacional de Hidrografía. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar los referidos in- 
muebles en beneficio del Proyecto “Puertos de Yates de Colo- 
nia” propuesto por la Dirección Nacional de Hidrografía del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas.”) 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Este artículo debe haber sido estu- 
diado por la Comisión de Artículos Desglosados o por la de 
Transporte y Obras Públicas, porque no recuerdo que lo haya- 
mos tratado, por lo menos detenidamente, en el seno de la de 
Presupuesto. 


Quisiera saber si, tratándose de un predio que está práctica- 
mente dentro de la ciudad de Colonia, la respectiva Intendencia 
ha sido consultada sobre el tema. 


Lo pregunto a quienes estudiaron este asunto. 
SEÑOR ELSO GOÑI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 1 


SEÑOR ELSO GOÑI - Quiero hacer una aclaración res- 
pecto de un aspecto anterior a la pregunta formulada por el 
señor senador Pereyra. 


Debo decir que este artículo es exactamente igual al 59 y 
que la Comisión tomó conocimiento de él por el mismo con- 
ducto a que hice referencia hace unos momentos. Además, se 
entendió que no estaba dentro del articulado cuyo estudio había 
sido determinado por la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda por lo que, sin tomar posición, lo remitió a la 
Comisión nombrada en último término. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR BOUZAS. - Cuando hablamos del artículo 59 dije 


que había una diferencia con respecto a este artículo 61 que, 
para nosotros, es importante. Ello se debe a que se desafectan 
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terrenos que, tal como nos lo explicó el señor director de la 
Dirección Nacional de Hidrografía, no pueden ser utilizados 
por el público en virtud de sus características. 


Al igual que en el caso del Puerto de Punta Carretas, nos 
preocupamos por hacer indagaciones en el departamento de 
Colonia, como consecuencia de lo cual nos enteramos de que 
allí este tema no es de conocimiento público. 


Además, dichos terrenos se están desafectando para cons- 
truir un puerto cuyas características no se conocen. Por otra 
parte, ello no es fruto de ningún acuerdo entre el gobierno 
úspartamental y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
tal como en el caso del artículo $9 que acabamos de votar. 


Por lo tanto, expresamos que nuestra bancada va a votar en 
contra este artículo 61. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Me parece que este artículo tiene 
tres defectos importantes. El primero es la falta de consulta con 
el Gobierno Departamental, a diferencia de lo que se hizo con 
el artículo 59. El segundo, señalado inteligentemente por el 
señor senador Bouzas, tiene que ver con el hecho de que se 
desafectan terrenos del uso público, si bien ello no es impres- 
cindible para constituir un predio deportivo. El tercer defecto 
está relacionado con el hecho de que en el último inciso se 
autoriza al Poder Ejecutivo a enajenar los referidos inmuebles, 
pero no se expresa a quién. Se utiliza una expresión bien curio- 
sa según la cual se autoriza a enajenar los inmuebles en benefi- 
cio del Proyecto “Puertos de Yates de Colonia”, sin manifestar 
si se trata de una sociedad abierta, sin fines de lucro o de otro 
tipo de sociedad. Generalmente, aquellas entidades que tienen 
predios en los cuales se han construido estadios, los mismos no 
se enajenan sino que se entregan, por ejemplo, en comodato. 
Aquí, parecería que lo que se quiere lograr es una autorización 
legislativa para vender, aunque no sabemos a quién. Por lo 
tanto, a las objeciones expuestas respecto del artículo 59, debo 
sumar las que tengo en relación con este artículo 61, por esta 
desafectación del uso público y la autorización a enajenar, no a 
una persona, sino a un Proyecto. En consecuencia, me parece 
que este artículo no se puede votar y debe ser retirado del 
texto. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor presidente: probablemente, 
esta norma sea justa y tenga sus razones pero, en virtud de lo 
expuesto por el señor senador Zumarán, deseo preguntar a los 
que están familiarizados con este tema si no sería mejor que el 
segundo inciso -aclaro que la pregunta puede ser fruto de mi 
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ignorancia- dijera: “Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar 
los referidos inmuebles a los beneficiarios del Proyecto” y no 
“en beneficio del Proyecto”. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Quiénes son esos beneficiarios? 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa considera que lo que 
expresa el señor senador Ricaldoni mejoraría la redacción del 
Proyecto, pero en ningún modo, deja sin efecto las objeciones 
del señor senador Zumarán. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - No pensaba hablar porque mis compañe- 
ros de bancada se han pronunciado en contra de este artículo. 
Sin embargo, quiero decir que hace poco concurrió a mi despa- 
cho una delegación de la Junta Departamental de Colonia, inte- 
grada por ediles de todos los Partidos. Si bien venían por otro 
asunto, les pregunté sobre este artículo. Me respondieron que lo 
veían con buenos ojos y me explicaron el por qué. 


Concretamente, me dijeron que a Colonia -teniendo en cuenta 
toda la remodelación que se estaba haciendo en la ciudad, 
preparándose para recibir el máximo de turistas- le resultaría 
muy útil tener un puerto con características deportivas ya que, 
quienes la visiten, en lugar de alojarse en hoteles, podrían alo- 
jarse en sus propias embarcaciones. Por lo tanto, la atención de 
este tipo de turismo no significaría una erogación económica 
para la Intendencia. Además, los recursos se podrían aprove- 
char mucho mejor. 


Sin embargo, considero que son importantes las objeciones 
que se han realizado en sala, En consecuencia, creo que sería 
necesario examinar nuevamente el texto de este artículo, a fin 
de encontrar una solución en este sentido y, de esa manera, 
poder votarlo sin ninguna aprehensión. 


SEÑOR IRURTIA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR IRURTIA. - Señor presidente: simplemente, deseo 
indicar que este artículo tiene por objeto crear el marco jurídico 
de algo que es una realidad, no sólo en la ciudad de Colonia, 
sino también en el entorno de todo el departamento. No debe- 
mos olvidar que en este lugar existen puertos que pueden alojar 
embarcaciones, fundamentalmente, argentinas. Sabemos que, 
en virtud de la vecindad con Argentina, el “yachting” tiene 
enormes posibilidades en toda esa zona. En realidad, esa in- 
quietud se ha ido despertando en el ámbito social, y la Junta 
Departamental de Colonia se ha preocupado por esa propuesta. 


Desde mi punto de vista, la creación de dicho puerto consti- 
tuye una real necesidad de la zona, en función de las perspecti- 
vas turísticas que tiene. Lógicamente, el lugar geográfico que 
se ha seleccionado está muy cercano al barrio histórico de 
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Colonia; concretamente, está ubicado en los fondos del Cam- 
pus Municipal. 


Entiendo que la construcción de ese puerto es algo muy 
enriquecedor para una ciudad en la cual todos los aspectos 
turísticos merecen ser atendidos, en virtud del real desarrollo 
que van adquiriendo. Por supuesto que esto depende, en gran 
parte, de las estructuras que se les pueda suministrar a los 
turistas que lleguen a esta zona. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - He escuchado con especial atención 
al señor senador Irurtia porque, en este caso, se está tratando un 
tema relacionado con el departamento de Colonia que él cono- 
ce mejor que quien habla. 


Deseo manifestar que no estoy en contra de que se constru- 
ya un puerto deportivo cercano a la ciudad antigua de Colonia. 
En realidad, me parece que es una obra de progreso y que va a 
atraer el turismo. Pero en la proximidad de esta zona hay un 
inmueble de elevado valor, de características especiales y que 
forma parte del patrimonio público. Entonces, si hay un Pro- 
yecto interesante que cuenta con el apoyo de la gente de Colo- 
nia -y que ha sido expresado en su Junta Departamental- estoy 
dispueste a ofrecer todo mi apoyo para llevarlo adelante. Pero 
no creo que ello implique desafectar estos bienes del uso públi- 
co y, menos aun, autorizar una venta en los términos en que ha 
sido planteada. 


Concretamente, el último párrafo del artículo 61 expresa: 
“Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar los referidos inmue- 
bles en beneficio del Proyecto “Puertos de Yates de Colonia” 
propuesto por la Dirección Nacional de Hidrografía del Minis- 
terio de*Transporte y Obras Públicas”. ¿Quién es el titular de 
esto? ¿Hay alguna empresa privada atrás? ¿En qué condiciones 
se va a realizar esta venta? Pienso que esto es un cheque en 
blanco que, además, no sabemos a quién se le da. 


Me parece que, por la seriedad del emprendimiento y el 
buen éxito del mismo, es necesario precisar quién va a ser el 
titular de esta obra y quién será el adquirente eventual del 
predio. Si se conocen estos datos, estarenos en condiciones de 
formalizar una autorización con conocimiento de causa, y no 
concebida en estos términos tan genéricos. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR CASSINA. - Brevemente, deseo señalar que vamos 
a votar esta disposición que fue propuesta por el Ministerio de 


Transporte y Obras Públicas y que, además, cuenta con el res- 
paldo de la Junta Departamental de Colonia. 
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Sin perjuicio de pensar que son fundadas las objeciones que 
se le han realizado a este artículo, consideramos que con esta 
norma se abre una posibilidad importante para el desarrollo 
turístico de esta zona del departamento de Colonia. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: a los efectos de 
superar algunas de las objeciones que se han planteado, estima- 
mos que el segundo párrafo de este artículo, debe quedar redac- 
tado de la siguiente manera: “Autorízase al Poder Ejecutivo a 
enajenar los referidos inmuebles con destino a puerto de yates 
o puerto deportivo.” De esta manera, no se estaría indicando 
una persona jurídica como adquirente sino que, simplemente, 
se otorga la autorización necesaria. Asimismo, mantenemos la 
desafectación porque, evidentemente, lo que se quiere es 
desafectar estos terrenos del uso público, a los efectos de que 
allí se construya un puerto que va a tencr una administración 
privada. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Considero que es de recibo la duda 
que plantea el señor senador Zumarán. Sin embargo, creo que 
existe un malentendido porque en este artículo, tal como lo ha 
señalado el señor senador Irurtia, se establece un marco jurídi- 
co para poder llevar adelante una obra cuya conveniencia nadie 
discute. ¿Quiénes van a ser los titulares? Se supone que, en 
función del Proyecto, estos surgirán de una licitación, en la 
cual los oferentes determinaran las diferentes estructuras que se 
le pueda brindar a todo este entorno que, actualmente, es un 
terreno baldío. Nos parece que, junto con el puerto, se podrán 
realizar diferentes obras, como por ejemplo, paradores y hote- 
les. Pero, se parte de la base de que todo esto será debidamente 
licitado. 


Nosotros, como legisladores, creamos el marco jurídico ne- 
cesario, y si posteriormente se cometen irregularidades en la 
concesión de estos terrenos, se podrá acudir a los diferentes 
mecanismos de control que existen en la materia, entre los 
cuales sitúo, en primer lugar, al Parlamento Nacional. 


Insisto en que si creamos el marco jurídico, se van a respe- 
tar todas las reglas que garantizan la forma en que estos terre- 
nos se adjudicarán posteriormente. Parto dc la base que, si 
votamos este artículo, se va a proceder en la forma debida, 
mediante licitaciones transparentes y cristalinas. De no ser así, 
existe más de un mecanismo legal de control, entre los que 
menciono, en primer término, el Parlamento Nacional, para 
detener alguna irregularidad que se cometa. 


Reitero que esta norma, simplemente, crea el marco jurídi- 
co necesario para realizar una obra cuya conveniencia nadie ha 
discutido en sala. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Me parece que, en ese caso, sería 
más lógico autorizar al Poder Ejecutivo, a través de la Direc- 
ción Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, a destinar el predio de 23.370 metros cuadra- 
dos -especificando tal como figura en el artículo, el detalle y la 
ubicación exacta del terreno- para construir un puerto deporti- 
vo. De esta manera, no se autorizaría a nadie a enajenar. Luego 
se verá de qué forma jurídica se logra ese destino. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR MILLOR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: la modificación que 
plantea el señor senador Zumarán, tiene el siguiente inconve- 
niente, Si autorizamos la construcción, parece claro que ésta 
debe realizarla el Estado. Sin embargo, el Proyecto parte de la 
base de que éste no tiene los recursos como para llevar adelan- 
te toda la infraestructura, ni el trabajo que se debe hacer en la 
barranca -que cae verticalmente- con el fin de atender y pro- 
mover el turismo en esta zona. 


Por esa razón se autoriza a enajenar con este destino. Con- 
sidero que con la redacción propuesta por el señor senador 
Santoro, se evita cualquier dificultad, en la medida en que se 
habilita a enajenar, pero siguiendo los procedimientos legales 
para la enajenación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Redondeo mi pensamiento y agradez- 
co al señor senador Cassina, porque en parte allana la inquietud 
planteada por el señor senador Zumarán., 


Se parte de la base de que no existen los recursos y se trata 
de utilizar una herramienta de larga data en el derecho urugua- 
yo: la complementación del capital público y el privado. 


Vamos a suponer -entre las inquietudes que legítimamente 
plantea el señor senador Zumarán- que mañana se enajenasen 
estos terrenos para un destino que no fuese un puerto y su 
estructura accesoria. Se estaría violando la ley; en este caso se 
realizarían los controles necesarios para que esto no ocurriese. 


También podría suceder que las concesiones se realizaran 
sorteando las garantías de las licitaciones cristalinas y transpa- 
rentes, pero al respecto hay controles que han jugado más de 
una vez en la historia de la legislación uruguaya para evitar 
que esto ocurra. 
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Debemos partir de la base de que si votamos el marco 
jurídico, posteriormente todo se hará en la debida forma. De no 
ser así, supongo que no van a faltar controles y ámbitos en los 
cuales expresar las irregularidades que pudieran cometerse, Sin 
embargo, no debemos suponer que las irregularidades ya se 
cometieron, cuando aún no creamos el marco jurídico. 


Reitero que nos referimos a una obra tremendamente bene- 
ficiosa más allá de la ciudad de Colonia e insisto, además, en 
que el Estado no tiene los medios para llevarla a cabo por sí y 
ante sí. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que todos estaremos de 
acuerdo, si partimos de la premisa de que, en realidad, lo im- 
portante aquí es la desafectación del uso público. Una vez que 
el bien está desafectado del uso público, el Poder Ejecutivo 
puede enajenarlo, aunque, por supuesto, con sujeción a las nor- 
mas legales. Lo que aquí se hace es limitar el destino del bien, 
porque se expresa que es exclusivamente para este Proyecto. 


Por consiguiente, propongo redactar el inciso final de esta 
disposición de la siguiente manera: “Autorízase al Poder Ejecu- 
tivo a enajenar los referidos inmuebles con destino al Proyecto 
“Puertos de Yates de Colonia” y con sujeción a las disposicio- 
nes de la Ley de Contabilidad y Administración Financiera”. 
Creo que de esta manera queda todo claro. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - No sé si los señores senadores cono- 
cen el terreno donde se va a ejecutar esta obra. Considero que, 
efectivamente, en la proyección del desarrollo de la política de 
puertos deportivos, está bien que se realice un puerto de esta 
naturaleza. De todas maneras, no sé si el lugar elegido -al lado 
de la barranca- es el más apto; personalmente, lo conozco bien 
porque mi familia vivió allí durante 20 años. 


Lo que me parece inaudito es que por medio de una dispo- 
sición legal estemos autorizando la construcción de un puerto 
privado. Es decir que desafectamos del uso público y vende- 
mos al sector privado un terreno que da al mar para que cons- 
truya un puerto. Esto no me parece correcto. Acabamos de 
estudiar una norma en la que se estableció “para fines exclusi- 
vamente deportivos” porque se trataba de la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo. En este caso, como se trata de Colonia, 
damos la concesión al sector privado. Pienso que, por lo me- 
nos, aquí deberíamos tener el mismo cuidado. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR MILLOR. - Quiero aclarar al señor senador Garga- 
no que partimos de la base de que esto se establece con destino 
a un puerto deportivo. Si brinda mayores garantías expresarlo 
en la redacción del aditivo, no tenentos inconveniente. Ade- 
más, este no sería el único puerto privado de características 
deportivas. En este momento, con gran éxito, se está promocio- 
nando una marina muy original -se trata de un Proyecto pione- 
ro- en plena Barra Santa Lucía, que es un lugar tremendamente 
estratégico. Es un emprendimiento privado que está dando a 
nuestro país otras posibilidades, acercando un turismo cada vez 
más extendido, como es el del “yachting” o de la navegación. 
Repito que este es un emprendimiento privado, igual que otros 
que existen en el país. 


Reitero que lo que manifiesta el señor senador Gargano es 
correcto y me parece que si da mayor tranquilidad que en la 
redacción se establezca a texto expreso que es con destino a un 
puerto deportivo, está bien que ello se incluya. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Si existe una disposición que garan- 
tice el uso público, podemos dar la autorización para que se 
construya el puerto deportivo sin desafectar el uso público. 
Como me señala mi ilustre colega, profesor de Derecho, la 
autorización al Poder Ejecutivo es a los efectos de enajenar los 
referidos inmuebles en beneficio. Esto quiere decir que puede 
ser una venta o hipoteca, comodato o donación, que son figuras 
jurídicas. Sin embargo, también se podría tratar de un regalo. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Sigo pensando en que la forma 
más clara de eliminar lo que no está demasiado identificado en 
la letra de la norma, es hacer mención a enajenar los referidos 
inmuebles a los beneficiarios del Proyecto “Puertos de Yates de 
Colonia”. Con esto, incluso, se desvanece también la objeción 
del señor senador Gargano, porque es evidente que este Pro- 
yecto tiene el contenido que se está señalando en sala. No 
tenemos que definirlo, pero es posible que el Proyecto no sea 
únicamente con fines deportivos, sino que también tenga que 
ver con alguna cuestión de índole turística. De modo que, señor 
presidente, si no existen objeciones formulo moción en el senti- 
do que acabo de mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia sugiere votar el 
artículo 61 por incisos, ya que toda la discusión está relaciona- 
da con el inciso segundo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso 
primero. 


(Se vota:) 


-21 en 28. Afirmativa. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso 
segundo, con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
0 en 28. Negativa, 


Se va a votar el inciso segundo con el texto propuesto por el 
señor senador Santoro, que dice “con destino al Proyecto *Puer- 
tos de Yates de Colonia”” y con el agregado propuesto por la 
Mesa “con sujeción a las disposiciones de la Ley de Contabili- 
dad y Administración Financiera”. 


(Se vota:) 
-15 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR MILLOR. - Solicito que se rectifique la votación, 
porque no tuvimos en cuenta la propuesta del señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Propongo que se llame 
a sala, 


(Así se hace) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar nuevamente el 
artículo 61 con la modificación del señor senador Santoro y 
el agregado propuesto por la Presidencia. 


(Se vota:) 
-18 en 29. Afirmativa. 
En consideración el artículo 62. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir cs el 
siguiente: : 


“ARTICULO 62.- Créase en el Programa 004 “Fomento de 
la Investigación Técnico-Científica” el Fondo Profesor Cle- 
mente Estable de Investigación Cientifica y Tecnológica”. El 
objeto será exclusivamente contribuir a la prosecución de pro- 
yectos de investigación científica de excelencia, calificados como 
prioritarios para el país, y que eventualmente pudieran carecer 
de fuente de financiación específica o que ésta pudiera haber 
cesado por cualquier razón. 


El referido Fondo será administrado por el Consejo Nacio- 
nal de Investigaciones Científicas y Técnicas quien otorgará los 
subsidios de acuerdo con la evaluación realizada por una Comi- 
sión Asesora Honoraria integrada por investigadores científicos 
activos. Esta Comisión estará presidida por el ministro de Edu- 
cación y Cultura o su delegado e integrada además por dos 
delegados de la Universidad de la República, un delegado del 
Instituto de Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”, un 
delegado de la Dirección de Laboratorios Veterinarios “Doctor 
Miguel C. Rubino” y un delegado del Consejo Nacional de 
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Investigaciones Científicas y Técnicas que ejercerá la Secreta- 
ría de la Comisión. La Comisión Honoraria fijará, asimismo, 
las prioridades de financiación y el monto de la asignación de 
recursos con cargo al “Fondo Profesor Clemente Estable” de 
Investigación Científica y Tecnológica. 


El Fondo a que refiere la presente disposición estará dotado 
de una asignación presupuestal anual equivalente como míni- 
mo a U$S 500.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
quinientos mil). 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo dentro 
de los noventa días de promulgada la presente ley.”) 


-Si no Ñe hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-12 en 29. Negativa, 

SEÑOR CASSINA. - Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Este artículo fue votado en Comi- 
sión 14 en 14, según mis anotaciones, es decir que hubo un 
acuerdo unánime. Por lo tanto, es inaudito que en el pleno sólo 
se alcancen 12 votos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a rectificar la votación del artículo 62. 


(Se vota:) 
-18 en 28. Afirmativa. 
En consideración el artículo 65. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 65.- El Ministerio de Educación y Cultura 
realizará a propuesta del Consejo Directivo del Servicio Oficial 
de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE), la rees- 
tructura escalafonaria de la Orquesta Sinfónica del Organismo, 
tomando como referencia la totalidad de las retribuciones de 
naturaleza salarial que perciban sus integrantes, con exclusión 
de la compensación establecida por el artículo 260 de la ley N* 
16.226, de 29 de octubre de 1991. El padrón de la Orquesta 
Sinfónica estará integrado exclusivamente por profesores, ar- 
chivistas e inspectores directamente vinculados a la misma: 


99 en la Orquesta Sinfónica; 
5 en Conjunto de Cámara; 
1 Inspector; 
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1 Archivista; y, 
1 Ayudante de Archivista. 


Aféctase a esta reestructura la partida establecida en el 
artículo 301 de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992".) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 65. 
(Se vota:) 

-16 en 28. Afirmativa. 

-En consideración el artículo 66. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 66.- El porcentaje a que se refiere el artículo 
260 de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, podrá ser 
llevado hasta el 10% (diez por ciento), siempre que no se 
alteren las actuales afectaciones de los recursos extrapresupues- 
tales de libre disponibilidad del Servicio Oficial de Radiotelevi- 
sión y Espectáculos (SODRE). 


Inclúyese en el inciso primero del artículo 100 de la ley 
N? 15.851, de 24 de diciembre de 1986, al Instituto Nacional 
del Libro, dependiente del Ministerio de Educación y Cultura. 


Declárase que el cargo de director del Instituto Nacional 
del Libro mantiene el carácter docente establecido por el 
artículo 167 de la ley N* 13.892, de 19 de octubre de 1970”.) 


-La Presidencia quiere señalar que este artículo incluye dos 
materias que no tienen nada que ver una con la otra. 


El inciso primero del artículo 66 original se refiere a la libre 
disposición de recursos extrapresupuestales del SODRE, cuyo 
porcentaje se eleva con referencia a la norma legal vigente en 
la materia. 


Por su parte, el inciso segundo tiene que ver con el Instituto 
Nacional del Libro y con la declaración como docente de su 
Director. 


Considero que estos dos temas deberían figurar en dos 
artículos separados. 


SEÑOR CASSINA,. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Por las razones que ha señalado el 
señor presidente, mociono para que se vote como dos artículos 
separados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar solamente el inciso primero como artículo 66. 
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(Se vota:) 
-20 en 28. Afirmativa. 


Respecto de los dos incisos siguientes, la Presidencia solici- 
taría que se diera una explicación, porque parecen bastante 
confusos, especialmente el segundo, porque no tiene sentido 
declarar que un cargo mantiene el carácter docente establecido 
por una norma legal que está vigente. A ese respecto, si el 
artículo 167 de la ley N* 13.892 declara que el cargo de direc- 
tor del Instituto Nacional del Libro es de carácter docente, ¿por 
qué se lo reitera? 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Este artículo fue propuesto en Comi- 
sión por el señor senador Pereyra, quien en este momento no se 
encuentra en sala. En esa oportunidad explicó que aun cuando 
puede dudarse del carácter docente de este cargo, sin embargo 
esa calidad ha sido puesta en tela de juicio. Por esa razón sugerí 
que la norma tuviera carácter declarativo, porque el señor sena- 
dor Pereyra había propuesto un artículo con una frase inicial 
diferente. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Comparto lo expresado por el señor 
senador Cassina en cuanto a la incongruencia de estas disposi- 
ciones, pero como el señor senador Pereyra manifestó una pre- 
ocupación en Comisión, se votó este artículo a pesar de tener 
esas características. 


Por otro lado, hay otra cosa que me preocupa. Aquí se 
dispone una facultad que tiene el Directorio del SODRE para 
llevar hasta el 10%.... 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador Gargano se está 
refiriendo al inciso que ya votamos. 


SEÑOR GARGANO, - Sí, pero me voy a referir a otra cosa 
que tiene relación con la afectación de algunos recursos. Entre 
otras cosas, quien habla propuso la afectación de esos recursos 
para la conservación de instrumentos en la Rendición de Cuen- 
tas pasada. 


También está la situación del cuerpo de baile, que tiene una 
afectación del 3.5% de recursos para la atención médica de sus 
componentes, que es muy costosa y deben atender en forma 
privada. En ese sentido, propongo que se duplique esa cantidad 
hasta el 7% como facultad del SODRE. Tenemos ejemplos 
muy claros de integrantes del cuerpo de baile que debieron 
atender con sus menguados recursos, porque ganan salarios muy 
bajos, operaciones que cuestan entre U$S 2,000 y U$S 3.000. 
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Por lo expuesto, formulo moción para que se extienda la 
facultad de llevar hasta el 7% lo dispuesto en el artículo 302 de 
la ley N* 16.320. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Cuando le dije al señor senador 
Gargano que esa parte del artículo ya se había votado, entendió 
que tenía derecho a seguir hablando de ese asunto, pero hoy 
votamos una moción de orden en el sentido de que se puede 
hablar cinco minutos sobre cada artículo y no puede haber 
fundamentos de voto. Por lo tanto, solamente podremos volver 
a un artículo que ya se ha votado, por la vía de la reconsidera- 
ción. Hace unos momentos, cuando estábamos tratando otro 
tema referido a un artículo presentado por el señor senador 
Pereyra, el señor senador Gargano propone una especie de adi- 
tivo que no había sido formulado en ningún lado, como un 
agregado a lo que sería el artículo 66. Debo expresar que creo 
que no podemos proceder de esta manera, porque si el señor 
senador Gargano quiere agregar un aditivo al artículo que ya se 
votó, tendrá que pedir su reconsideración. 


Ahora estamos tratando lo que vendría a ser el artículo 67. 
(Campana de orden) 


-Llamo la atención por los rumores continuos que hacen 
difícil entendernos. Tenemos por delante una labor muy difícil 
y larga, por lo tanto, exhorto a todos a guardar silencio y pres- 
tar atención. 


El artículo 100 de la ley N* 15.851 establece que las activi- 
dades docentes prestadas por diversos funcionarios de las Es- 
cuelas de Danza, de Opera y del Centro de Capacitación y 
Producción del Ministerio de Educación y Cultura, de las Es- 
cuelas de Arte Dramático y Música dependientes de las Inten- 
dencias Municipales, así como otras actividades, estarán com- 
prendidas en la excepción prevista por el artículo 74 del llama- 
do Acto Institucional N? 9, 

1 

Quiere decir que es un beneficio de carácter jubilatorio, 
pero allí se incluye a los funcionarios docentes, y esta disposi- 
ción determina que abarque al Instituto Nacional del Libro. 
Esto no tiene sentido, porque el organismo, como tal, no tiene 
derechos jubilatorios. Creo que el artículo debería decir que se 
incluye a los funcionarios docentes de este Instituto, si es que 
los hay. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el scñor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Tradicionalmente el Instituto Nacio- 
nal del Libro ha tenido funciones docentes y dentro de él se 
cumplen dichas actividades, pero un decreto ley de la dictadura 
le quitó esta facultad que le permitía a los funcionarios la 
acumulación de funciones en su carácter de docentes. Lo que 
deseamos en la actualidad es reestablecer la situación anterior, 
manteniendo las funciones docentes que tiene el organismo y, 
por lo tanto, las de su director. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Estamos en un diálogo de sordos, 
no digo que lo que el señor senador ha expresado no sea justo, 
pero pienso que la norma se tiene que referir a los funcionarios 
y no al Instituto, porque éste, como tal, no es docente, y sí lo 
son sus funcionarios. En ese sentido, como el beneficio es para 
los funcionarios, creo que el artículo debería expresar que se 
incluya en el artículo tal de la ley cual, a los funcionarios del 
Instituto Nacional del Libro. 


SEÑOR PEREYRA. - Perfecto. Asimismo, el inciso final 
debe mantenerse porque se refiere al cargo de director. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si la ley vigente establece que se 
trata de un cargo docente, creo que habría que cumplirla y no 
reiterarla, pero si existe un desconocimiento de hecho, vamos a 
repetirla. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los dos 
incisos finales del artículo 66, que pasarían a conformar el 
artículo 67 y luego se hará un corrimiento de un número en 
todos los demás artítulos. 


(Se vota:) 
-22 en 26. Afirmativa. 
En consideración el artículo 67, que pasa a ser 68. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 67.- Facúltase al Consejo Directivo del Ser- 
vicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODREB), a abonar a todo el personal de su dependencia, con 
excepción de los integrantes de los Cuerpos Estables y de los 
funcionarios equiparados a los mismos, una compensación ex- 
traordinaria por diferencia escalafonaria. 


El pago de esta compensación se realizará con cargo a 
recursos extrapresupuestales de libre disponibilidad del orga- 
nismo por un monto al 1* de enero de 1994 de $ 1:000.000 
(pesos uruguayos un millón), incrementados con los recursos 
previstos en el artículo 385 de la ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


La compensación referida se abonará en tal concepto hasta 
que sea integrada a la remuneración de los funcionarios en la 
racionalización administrativa y reestructura del Organismo.”) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 25. Afirmativa. 


En consideración el artículo 80. 


(El texto del artículo cuya lectura resolvió suprimirse es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 80.- Transfórmase en el Programa 001, Uni- 
dad Ejecutora 001, Administración General, un cargo de admi- 
nistrativo VI, Escalafón C, Grado 01, en un cargo de licenciado 
en Ciencias de la Educación, escalafón A, grado 12.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-14 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 82. 


(El texto del artículo cuya lectura resolvió suprimirse es el 
siguiente: 


“ARTICULO 82.- Transfórmase en la Procuraduría del Es- 
tado de lo Contencioso Administrativo, dos cargos de jefe de 
departamento Escalafón A, Grado 12; en dos cargos de aboga- 
do adjunto del escalafón N, con la misma jerarquía y dotación 
de la de los actuales abogados adjuntos de dicha unidad ejecu- 
tora.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 92. 


(El texto del artículo cuya lectura resolvió suprimirse es el 
siguiente: 


“ARTICULO 92.- Créase en el Ministerio de Educación y 
Cultura el Programa “Prevención de la Violencia y Rehabilita- 
ción de sus Víctimas”, que estará a cargo de la Unidad Ejecuto- 
ra “Instituto de Prevención de la Violencia y Rehabilitación de 
sus Víctimas”, con la finalidad de asesorar sobre la forma de 
prevenir la violencia sexual y doméstica, procurar el amparo 
integral de sus víctimas, así como la recuperación del victima- 
rio. 


La referida Unidad Ejecutora dependerá directamente del 
Ministerio de Educación y Cultura, debiendo cl Poder Ejecuti- 
vo reglamentar su funcionamiento.”) 


-Este artículo refiere al famoso tema del Instituto de Pre- 
vención de la Violencia y Rehabilitación de sus Víctimas y fue 
largamente discutido. Por lo tanto, espero que no recditemos la 
polémica sobre el mismo. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Muchas gracias, señor 
presidente. En lo que me es personal, voy a tratar de ajustarme 
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todo lo que sea posible a las aspiraciones planteadas desde la 
Mesa. 


De todos modos, no quiero dejar pasar la oportunidad de 
que esto conste en la versión taquigráfica, porque si bien pode- 
mos compartir la inquietud de legisladores de diferentes secto- 
res que se preocuparon por este tema cuando se discutió el 
Proyecto de Rendición de Cuentas en la Cámara de Represen- 
tantes, entendemos que probablemente no es este el mejor mo- 
mento para analizar una norma de esta naturaleza. Debemos 
recordar que originalmente, de acuerdo con el Proyecto consi- 
derado en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
el resultado de la elaboración de estas normas por parte de 
legisladores integrantes de la Cámara de Representantes que 
habían profundizado en el tema, incluía varias normas, es de- 
cir, no sólo la definición del Programa sino también los cometi- 
dos. En consecuencia, desde nuestro punto de vista, lo que 
básicamente faltaba eran los instrumentos para ponerlo en prác- 
tica. 


Por otro lado, la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda de este Cuerpo, consideró que como forma de de- 
mostrar su voluntad, de todas maneras podía votarse un artículo 
que es, precisamente, éste que lleva el número 92. 


Tal como lo habíamos señalado en la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda, preferiríamos no incorporar esta 
norma en el Proyecto de Rendición de Cuentas, aunque sí ad- 
mitiríamos analizarlo en profundidad de acuerdo a los tiempos 
que sean necesarios, a efectos de que el resultado sea más 
completo que el que surge de un único artículo como éste en el 
que se crea un Programa y no se otorgan posibilidades de 
funcionamiento. Por esta razón, vamos a votar negativamente 
esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se'vota:) 
-16 en 27. Afirmativa. 
En consideración el artículo 94. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 94. - De las vacantes que se suprimen por el 
artículo 11 de la presente ley exclúyense dieciocho cargos, que 
se transforman y se destinan al Registro Nacional de Donantes 
del Ministerio de Salud Pública que funciona en el Banco Na- 
cional de Organos y Tejidos se transforman en los siguientes: 


Escalafón Grado 
l analista programador RI10 
3 programadores R6 
3 jefes de repartición C9 
12 jefes de sección Cc7 
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Los mismos serán designados por el Banco Nacional de 
Organos y Tejidos con arreglo a las normas de provisión de 
cargos públicos, dándose prioridad absoluta a los funcionarios 
que actualmente desarrollen efectivamente dichas tareas. 


La Contaduría General de la Nación transferirá los créditos 
necesarios”.) 


-La Presidencia fue la que solicitó la consideración separa- 
da de este artículo, porque en su parte final el mismo establece 
que una serie de cargos de la Administración Pública -cuya 
necesidad la Presidencia no discute- serán designados por el 
Banco Nacional de Organos y Tejidos. Sin duda esta es una 
novedad de carácter constitucional, porque hasta donde noso- 
tros sabíamos, de acuerdo con el artículo 168 numeral 9), de la 
Constitución la provisión de los empleos públicos en la Admi- 
nistración Central corresponde al Poder Ejecutivo. Entonces, 
desde el punto de vista jurídico, esto supone una innovación 
insólita, porque a estos funcionarios ni siquiera los nombra el 
Ministerio correspondiente, sino el Banco Nacional de Organos 
y Tejidos. Creo que esto no es correcto y quizás lo que se podía 
establecer es que serán propuestos por dicho organismo al Po- 
der Ejecutivo. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Utilizando los mismos términos del se- 
ñor presidente, propongo que se establezca que los mismos 
serán propuestos por el Banco Nacional de Organos y Tejidos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quizás sea más correcto que el 
artículo diga que “los mismos serán designados por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta del Banco Nacional de Organos y Teji- 
dos, con arreglo a las normas de provisión de cargos públi- 
cos...”. Luego la norma seguiría tal como está redactada. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 94 
con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-27 en 28. Afirmativa. 
En consideración el artículo 100. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 100. - Créase el Fondo “Fortalecimiento y 
Desarrollo de la Inspección Nacional del Trabajo y la Seguri- 
dad Social”, que se integrará con el producido del impuesto a 
las entradas a las Salas de Juego y Casinos que se crea en la 
presente ley. 


El referido Fondo financiará una retribución complementa- 
ria porcentual sobre las retribuciones mensuales sujetas a mon- 
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tepío, con excepción de la prima por antigiedad, del personal 
inspectivo del Programa 007. 


Podrá destinarse hasta un 10% (diez por ciento), del produ- 
cido del Fondo para atender los gastos por reintegro de loco- 
moción, alimentación y capacitación técnica de los referidos 
inspectores de trabajo”.) 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pienso que este artícu- 
lo 100 crea un Fondo de “Fortalecimiento y Desarrollo de la 
Inspección Nacional del Trabajo y la Seguridad Social” y de- 
bería corregirse a los efectos de que quede claro que lo que se 
va a usar es el 100% de lo recaudado. 


En este sentido, entonces, plantearía que el primer inciso 
del artículo dijera: “Créase el Fondo “Fortalecimiento y Desa- 
rrollo de la Inspección Nacional del Trabajo y la Seguridad 
Social”, que se integrará con la totalidad del producido del 
impuesto a las entradas a las Salas de Juego y Casinos que se 
crea en la presente ley”. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 100 con la modificación propuesta por 


el señor senador Alonso Tellechea y sustituyendo la palabra 
“producido” por “producto”. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 104. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 104. - Modifícase el artículo 8” de la ley 
N” 16.002, de 25 de noviembre de 1988, el que quedará redac- 
tado de la siguiente manera: 


“ARTICULO $8". - Los ascensos en el Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social, con excepción del Instituto Nacional de 
Alimentación y de la Dirección Nacional de Comercio, se rea- 
lizarán dentro del Inciso”.) 


-La Presidencia pregunta cuál es la modificación que se 
introduce en este artículo. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR CASSINA. - Este artículo, en realidad, fue pro- 
puesto por el Poder Ejecutivo aunque no tiene iniciativa formal 
y lo que sucede es que se incorporó al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social -a través de un decreto reciente- y la Direc- 
ción Nacional de Comercio. Hasta este momento, el régimen 
de ascensos en este Ministerio se hacía considerando a todos 
sus funcionarios con escalafones únicos de acuerdo con los 
mismos. En cambio ahora, lo que se procura es estructurar tres 
cuerpos separados, a efectos de no perjudicar a ninguno de los 
sectores de funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A la Presidencia le preocupa que, 
a través de esta disposición se abra un camino a la discreciona- 
lidad absoluta en los ascensos, porque la norma que se modifi- 
ca establecía que “Los ascensos en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con excepción del Instituto Nacional de Ali- 
mentación, se realizarán dentro del Inciso y por escalafón o 
grupo ocupacional y serie de clases de cargos, de grado en 
grado, de acuerdo con el puntaje resultante del mérito, la capa- 
citación y la antigiledad computables, en la forma que establez- 
ca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo”. 


Resulta que aquí se borra todo eso y se dice, simplemente, 
que se realizarán dentro del Inciso. Por lo tanto, desaparece 
todo lo referente a realizar los ascensos por grupo ocupacional, 
por serie de clase de cargos, de grado en grado y con el puntaje 
resultante del mérito, la capacitación y la antigiiedad. Si todo 
esto desaparece y estaba en la ley, la interpretación es que se 
ha abierto la puerta a una discrecionalidad total y a que los 
ascensos se realicen de cualquier manera. Se me podrá decir 
que esta no era la intención, pero la interpretación es perfecta- 
mente lícita y si se borran todas las garantías y criterios que 
existían, la disposición se aplicará de cualquier manera. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Creemos que las observaciones rea- 
lizadas por el señor presidente son justas, pero debemos señalar 
que esta disposición, a nuestro juicio, se estableció a los efectos 
de que no se introdujeran dentro de las posibilidades de ascen- 
sos a los funcionarios provenientes de la Dirección Nacional de 
Comercio. Este es un problema que se generó por la distribu- 
ción que se realizó de esos funcionarios y, a nivel del estudio 
de la Rendición de Cuentas, en varias oportunidades, conside- 
ramos disposiciones que trataban de evitar posibles enfrenta- 
mientos por su incorporación. En consecuencia, lo que se quiso 
hacer fue una excepción con los funcionarios de la Dirección 
Nacional de Comercio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, el asunto se resuelve 
fácilmente, expresando: “Exceptúase a los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Comercio de lo dispuesto por el artículo 
8* de la ley N* 16.002” y posteriormente se señala la fecha y se 
dice: “con relación a los ascensos en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social”. 
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(Apoyados) 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el sefior senador. 


SEÑOR GARGANO. - Me parece que la intención está 
bien encaminada, pero creo que sería mejor que donde dice 
“Instituto Nacional de Alimentación”, en el artículo original se 
agregara “y de la Dirección Nacional de Comercio”, continuan- 
do la disposición tal como está redactada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Eso obligaría a incluir todo lo 
que sefalé anteriormente, mientras que con exceptuar a esos 
dos organismos, el problema quedaría resuelto. De manera que, 
si los señores senadores no tienen inconveniente, la disposición 
quedaría redactada de la siguiente manera: “Exceptúase a los 
funcionarios del Instituto Nacional de Alimentación y de la 
Dirección Nacional de Comercio, de lo dispuesto en el artículo 
8” de la ley N* 16.002, con relación a los ascensos de los 
funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”. 


Se va a votar el artículo 104 con la redacción propuesta. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 107. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 107.- Extiéndese la compensación especial, 
no sujeta a montepío, dispuesta por los artículos 112 de la 
ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, y 49 de la ley 
N? 16.134, de 24 de setiembre de 1990, a todos los magistrados 
del Poder Judicial, defensores de oficio y fiscales, a quienes el 
Estado no les proporcione vivienda.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Corresponde considerar ahora el artículo 117. 

SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR KORZENIAK. - Espero no generar incomodidad 
en el Cuerpo, pero omití solicitar que el artículo 110 se tratara 
de manera especial. En consecuencia, tengo que recurrir regla- 
mentariamente a solicitar su reconsideración, salvo que la Mesa 


-con su benevolencia característica- entienda que esta petición 
fue realizada anteriormente, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Este artículo aún no fue votado, 
por lo que se pondrá a votación su reconsideración. 


Se va a votar la reconsideración del artículo 110. 

(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

En consideración, nuevamente, el artículo 110. 

SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Esta solicitud de reconsideración 
no tiene como fin oponerse a este artículo tal como viene 
redactado. Se trata de una disposición de carácter interpretati- 
vo, no sólo porque comienza con el vocablo “Declárase”, sino 
porque además añade que es por vía interpretativa y está referi- 
do a funcionarios secretarios letrados. La intención es que este 
artículo contenga otro inciso que realice la interpretación que 
venía aprobada por la Cámara de Representantes y fue poste- 
riormente eliminada por la Comisión Especial de Artículos Des- 
glosados y finalmente en la de Presupuesto integrada con Ha- 
cienda. 


La Mesa cuenta con el texto de mi propuesta -que tendría 
que ser agregada como inciso segundo de este artículo- que 
refiere, concretamente, a los actuarios del Poder Judicial. Se 
trata de una disposición que interpreta que una norma de una 
ley ya vigente que les permitía a estos funcionarios optar por el 
régimen de “part time”, era una de las excepciones a la prohi- 
bición de ejercicio profesional que tienen los actuarios en los 
regímenes constitucional y legal. Aclaro que la Constitución, 
en su artículo 252, permite que la ley establezca excepciones y, 
a mi juicio, la que he propuesto, es perfectamente justificable. 
Lo que se propone es que los actuarios puedan realizar trámi- 
tes, siempre que se trata de sedes judiciales en materias que no 
tengan afinidad ninguna con la de los Juzgados en que ellos 
actúan. A este respecto, quiero señalar que en el seno de la 
Comisión, la Suprema Corte de Justicia -por medio de su presi- 
dente- se opuso a esta disposición. En este punto cabe realizar 
dos aclaraciones fundamentando mi propuesta. La primera es 
que esta disposición no innova en absoluto ya que en la Rendi- 
ción de Cuentas anterior este Senado aprobó un artículo que es, 
precisamente, el que ahora se pretende interpretar en nuestra 
propuesta. En esta disposición se declaraba que los actuarios 
podrían optar por el régimen de “full time” o por el de “part 
time” y, cuando los señores legisladores la votaron, obviamente 
estaban otorgando a los actuarios la facultad de ejercer su pro- 
fesión. 


Creo que no tiene otro sentido establecer que puedan optar 
por el régimen de “part time”. Por lo tanto, repito, esta disposi- 
ción no innova en la materia y, tan es así, que la Suprema 
Corte de Justicia ya había reglamentado el artículo vigente que 
ahora pretendemos interpretar. 
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Por otro lado, me parece que, frente a este artículo los 
actuarios han sido objeto de algunas expresiones que pueden 
poner en duda el alcance del mismo. Considero que ningún 
actuario pretende ejercer la profesión ante su propia sede ni 
ante aquellas que traten materias parecidas. Esto es algo obvio 
que, sin embargo, se ha utilizado para simplificar el problema. 


Además quiero señalar, con todo respeto -porque la Supre- 
ma Corte de Justicia ha procedido dentro de sus facultades 
legales- que este Órgano hace excepciones a la prohibición de 
ejercer la profesión a funcionarios pertenecientes a las oficinas 
internas del Poder Judicial. Sin ánimo de crítica, debo decir 
que el secretario letrado de la Suprema Corte de Justicia, por 
disposición expresa de ese organismo ejerce la profesión en los 
Juzgados. Se podrá decir que el secretario letrado de la Supre- 
ma Corte de Justicia cumple una función en cierto modo gene- 
ral, ya que se le piden consultas en materia administrativa pero 
está habilitado -y me parece muy bien- repito, a ejercer la 
profesión en esa materia. No creo que este funcionario vaya a 
trasponer los límites éticos y tampoco debo pensar que lo va- 
yan a hacer los señores actuarios del Poder Judicial. 


Por consiguiente, solicito que la Mesa dé lectura a la dispo- 
sición que hemos propuesto que considero tiene un contenido 
muy razonable para agregar al artículo 110. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dado que el artículo 110 aún no 
ha sido votado, la Mesa lo pondrá a votación en primer lugar, 
con su redacción original y, en segundo término, se dará lectu- 
ra al agregado propuesto y se votará. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 110 
con la redacción enviada por la Comisión. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase la propuesta aditiva, como 
inciso segundo, del señor senador Korzeniak. 


(Se lee:) 


“Declárase igualmente que la opción prevista en el artículo 
355 de la ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992 que 
comprende a los actuarios y actuarios adjuntos del Poder Judi- 
cial, constituye una de las excepciones autorizadas por el inci- 
so segundo del artículo 252 de la Constitución. En ningún caso 
podrán realizar trámites ante sedes judiciales que conozcan en 
materias afines a las que tienen las sedes en que cumplen 
funciones dichos funcionarios. La Suprema Corte de Justicia 
determinará el concepto de materias afines a los efectos de este 
artículo”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: la propuesta del 
señor senador Korzeniak se ha difundido públicamente -a tra- 
vés de los distintos medios de prensa- por distinguidos juristas 
que han sensibilizado a la opinión pública, fundamentalmente 
en lo que tiene que ver con las circunstancias que se darían si 
una disposición de esa naturaleza fuera aprobada. Me refiero al 
artículo 252 de la Constitución de la República que establece 
en forma muy clara que a los magistrados y a todo el personal 
perteneciente a los despachos de las oficinas internas de la 
Suprema Corte de Justicia, Tribunales y Juzgados, les está pro- 
hibido, bajo pena de inmediata destitución, dirigir, defender o 
tramitar asuntos judiciales o intervenir, fuera de su obligación 
funcional, de cualquier modo en ellos, aunque sean de jurisdic- 
ción voluntaria. 


Quienes en una época ejercimos la profesión de abogados 
observamos -y hacemos hincapié en indicar lo que siempre fue 
un estilo a nivel de la administración de justicia- que si a un 
actuario o a un adjunto de actuario se le encontraba un expe- 
diente de jurisdicción voluntaria -como puede ser un trámite de 
sucesión- en cualquier Juzgado dependiente de la Adminisira- 
ción de Justicia, inmediatamente se le destituía. Más de una 
vez estos casos ocurrieron en el departamento de Canciones. 


En este momento, la propuesta del señor senador Korzeniak 
procura superar esa prohibición basándose cn el argumento de 
que la ley N* 16.320 habilitó a los actuarios a que pudieran 
optar por el régimen de dedicación total o, simplemente, por el 
común. Creemos que se trata de una opción a los efectos de 
percibir la remuneración consiguiente y que más allá de eso, no 
tiene otro alcance. Por lo tanto, no puede elaborarse un razona- 
miento en el sentido de que a través de esta disposición se 
permitiría superar la prohibición tan terminante que establece 
el artículo 252 de la Constitución de la República. 


Se ha dicho que razones de carácter ético posibilitarían la 
autorización de los actuarios a gestionar asuntos de su profe- 
sión en los distintos Juzgados, procediendo a seleccionar la 
Oficina más conveniente -es decir, a qué Juzgado pueden con- 
currir y a cual no- a fin de mantener esa diferencia, línea, 
conducta o cordón de sanidad que ellos mismos elaborarían. 
Creemos que se trata de una disposición evidentemente incons- 
titucional que, además, si se aprobara rompería con una tradi- 
ción permanente que se ha mantenido a nivel del Poder Judi- 
cial. Si este Poder o la Suprema Conte de Justicia permiten que 
el secretario letrado de la Corte tramite asuntos propios en la 
administración de justicia, sería evidentemente un asunto que 
este organismo deberá modificar porque se trata de una viola- 
ción a la Constitución, que tendrá otros alcances si esta disposi- 
ción se autoriza. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR CADENAS BOIX. - Quiero agregar a los argu- 


mentos de mi compañero de bancada, el señor senador Santoro, 
que este artículo fue discutido exhaustivamente en la Comisión 
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y la Suprema Corte de Justicia emitió opinión negativa sobre su 
conveniencia. Si se lleva a la práctica esta disposición, aun con 
las modificaciones propuestas por el señor senador Korzeniak, 
en el interior del país sería inaplicable, habida cuenta de que 
los Juzgados si bien son varios en algunas capitales departa- 
mentales, funcionan con las mismas oficinas. Esta disposición 
establecería un tratamiento diferencial entre los actuarios de 
Montevideo y los del interior de la República. Se me acota que 
estos últimos podrían ejercer su profesión en los departamentos 
limítrofes pero ello iría en desmedro de sus obligaciones fun- 
cionales con respecto a los Juzgados donde están desarrollando 
su actividad. 


Por todas estas razones, además de las objeciones jurídicas 
expuestas por el señor senador Santoro, quiero hacer hincapié 
en la inconveniencia de la aprobación de este artículo desde el 
punto de vista práctico, que a todas luces sería inaplicable, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Muy brevemente, quiero expresar 
que no comprendo la intervención del señor senador Santoro en 
el sentido de que esta disposición sea inconstitucional porque el 
artículo 252 establece claramente: “En lo que se refiere al 
personal de los despachos y oficinas, se estará, además, a las 
excepciones que la ley establezca”. 


Es decir que si la ley lo establece, quedan exceptuados y lo 
que estamos considerando es una norma de esta naturaleza, 


Por otra parte, en el interior de la República no existen 
abogados actuarios, sino que, según tengo entendido, son todos 
escribanos. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Quiero expresar que comparto to- 
talmente las expresiones de los señores senadores Santoro y 
Cadenas Boix. 


Tal como se ha hecho referencia, este tema ha sido discuti- 
do en la Comisión y, al respecto quiczo realizar algunas re- 
flexiones adicionales. Como principio general, creo que siem- 
pre debemos tener en cuenta lo que la Suprema Corte de Justi- 
cia, como responsable del servicio, nos propone y nos aconseja. 
Esto no quiere decir que nos imponga una obligación pero creo 
que con los argumentos que se han vertido en sala por parte de 
algunos señores senadores, se justifica ampliamente. 


Por otra parte, en muchos casos -y no digo que ocurra en 
todos- la inserción de una norma como la que se propondría, en 
el fondo estaría significando un perjuicio para el resto de los 
escribanos que trabajan en esa zona. Pienso que las cosas hay 
que decirlas como son. En numerosas localidades del interior 
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del país sucede -sin perjuicio de la honestidad que se pueda 
tener en el propio ejercicio de la profesión- que algunos escri- 
banos que forman parte de la estructura del Poder Judicial se 
convierten para muchos clientes potenciales en una especie 
“valor llave” -si se me permite la expresión- que los hace 
diferentes a sus colegas. De manera que la postura de mi sector 
político sobre esta disposición, lejos de estar en contra de la 
actuación de dichos escribanos, defiende esos otros profesiona- 
les porque al fin y al cabo, en muchas actividades de la vida no 
existe otra alternativa que la de optar. A veces, es mala cosa 
mezclar el agua con el aceite. 


SEÑOR CASSINA, - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - A mi juicio, este es un tema esencial- 
mente opinable en el que nadie puede pretender tener toda la 
verdad. Hay argumentos que considero aceptables en una y en 
otra posición, aunque creo que el tema hay que examinarlo en 
sus raíces. Estos cargos eran de dedicación exclusiva y la Su- 
prema Corte de Justicia sostenía -pienso que con razón desde 
su posición- que debería seguir siéndolo. En la Rendición de 
Cuentas del año pasado dimos a estos funcionarios el derecho a 
optar por el abandono del régimen de dedicación exclusiva, 
obviamente, perdiendo parte de sus ingresos. Recuerdo que en 
esa oportunidad discutí el tema con los señores ministros de la 
Suprema Corte de Justicia en el seno de la Comisión y mani- 
festé que, a mi juicio, era comprensible el hecho de que ellos 
reclamaran el régimen de dedicación exclusiva para estos car- 
gos. No obstante, en la medida en que se trataba de cargos 
desempeñados por profesionales universitarios, a quienes el Es- 
tado no les podía pagar decorosamente, de acuerdo con el régi- 
men de dedicación exclusiva que les imposibilita el ejercicio 
de su profesión en cualquier otro ámbito, no tenía más remedio 
que admitir la posibilidad de que pudieran optar por abandonar 
dicho régimen. El Estado paga a estos profesionales tres o 
cuatro mil pesos -no sé exactamente cuál es la:cifra, pero re- 
cuerdo que el año pasado se situaba en el orden de los dos mil 
pesos actuales- y, además, les exige dedicación exclusiva; creo 
que no se puede pretender que se conviertan en mártires. No 
debemos olvidar que se trata de profesionales universitarios 
que, si se desempeñan en régimen de dedicación exclusiva, 
deben abandonar su profesión. Ese criterio fue aceptado en la 
ley. Ahora, en una disposición que creo que no recogimos, la 
Suprema Corte de Justicia propone extender esa opción a otros 
funcionarios que no habían sido alcanzados por la norma apro- 
bada el año anterior. 


Si hemos admitido en una ley -que está vigente- que quie- 
nes estaban en régimen de dedicación exclusiva pudieran aban- 
donarlo, es obvio que lo hicimos para que pudieran ejercer su 
profesión. 


Destaco que hay actuarios escribanos -la mayoría- que difí- 
cilmente actúan en el Poder Judicial y, si lo hacen, es en casos 
excepcionales. Asimismo, debo señalar que hay algunos actua- 
rios abogados que, por serlo ejercen su profesión en cl Poder 
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Judicial. Si bien reconozco que pueden tener asesorías, la acti- 
vidad del abogado se desempeña fundamentalmente ante Jos 
estrados judiciales. 


En conclusión, reconociendo lo difícil del tema y la necesi- 
dad de respetar las líneas generales de las prohibiciones del 
artículo 252 de la Constitución, creo que debemos optar por 
una solución razonable, que permita cierto ámbito del ejercicio 
de la profesión liberal dentro del Poder Judicial. A nuestro 
entender, esa propuesta razonable es la que formula el señor 
senador Korzeniak. En ese sentido, la vamos a votar afirmati- 
vamente, aun reconociendo que les asiste buena parte de razón 
a quienes se encuentran en la posición contraria ya que, reitero, 
se trata de un tema muy opinable. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ARANA. - Como bien comprenderán los demás 
miembros del Senado, no es esta un área en la que me pueda 
especializar, pero trataré de extrapolar las experiencias que en 
lo personal he tenido respecto a las actuaciones de arquitectos 
en ámbitos donde sería deseable que tuvieran actuación ex- 
clusiva. Concretamente, me refiero a los arquitectos que se 
desempeñan en el Banco Hipotecario y en las distintas Inten- 
dencias del país, donde quizá no deberían actuar como profe- 
sionales liberales. De todas formas, en la medida en que las 
retribuciones no son acordes con esas exigencias teóricamente 
perfectas, pienso que deberíamos actuar con criterios flexibles, 
En tal sentido, concuerdo con las expresiones vertidas por los 
señores senadores Korzeniak y Cassina. No obstante, entende- 
ría la aplicación de un criterio restrictivo, siempre que tuviera 
un carácter general. Al respecto confieso que me he sentido 
muy sorprendido con lo manifestado por el señor senador Kor- 
zeniak, en cuanto a que la Suprema Corte de Justicia ha admi- 
tido como excepción que su propio asesor letrado pueda litigar 
en cualquier juzgado. Aclaro que esto no va en desmedro de la 
honorabilidad de su titular, a quien, por otra parte, ni siquiera 
tengo el gusto de conocer. En realidad, no puedo comprender 
que se apliquen criterios que no son genéricos, en perjuicio de 
las expectativas lógicas de los funcionarios que desgraciada- 
mente no perciben las retribuciones que merecerían. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar los dos incisos aditivos al artículo 110, propues- 
tos por el señor senador Korzeniak. 

(Se vota:) 

-9 en 26. Negativa. 


En consideración el artículo 117. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


1* de Octubre de 1993 


“ARTICULO 117. - Sustitúyese el inciso segundo del 
artículo 530 de la ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


“Cuando las necesidades del servicio así lo requieran, la 
Suprema Corte de Justicia podrá también designar directamen- 
te los titulares de los cargos de director, subdirector e inspector 
para los que se exige título profesional universitario. En estos 
casos se requerirá la unanimidad de los integrantes de la mis- 
ma”.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 26. Afirmativa. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 

(Se vota:) 

-20 en 27. Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Solicito que se reconsidere el artícu- 
lo 125. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la reconsideración 
del artículo 125. 


(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración, nuevamente, el artículo 125. 

SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Concretamente, quisiera agregar un 
inciso al final de este artículo. Señalo que el mismo responde a 
un acuerdo que alcanzamos a nivel de la Comisión de Presu- 
puesto integrada con la de Hacienda, no sólo entre los miem- 
bros de la mayoría, sino prácticamente con todos los señores 
senadores, en el sentido de recoger el artículo 31 del Mensaje 
del Poder Judicial, por el que se autoriza una partida, por una 
sola vez, de USS 1:300.000 para la remodelación del edificio 
de la ex empresa ONDA, que va a ser afectado a oficinas. 


Ese último inciso, quedaría redactado de la siguiente ma- 
nera: “Créase una partida de Inversión por una sola vez de 
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U$S 1:300.000 para la remodelación del Padrón N* 8322 
ubicado en la 2a. sección judicial del departamento de Monte- 
video, con frente a la Plaza de Cagancha y a las calles Héctor 
Gutiérrez Ruiz y San José”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente, quiero señalar que la 
propuesta del señor senador Pereyra tiene el inconveniente de 
que en el artículo 125 se incrementa una partida establecida en 
el artículo 341 de la ley N* 16.226, que está referida al servicio 
odontológico de los integrantes del Poder Judicial. 


Por consiguiente, creo que ese agregado debería establecer- 
se en otro artículo. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quisiera plantear la po- 
sibilidad de corregir la cifra propuesta, porque si bien es cierto 
que en la iniciativa propuesta por el Poder Judicial se establece 
una partida de U$S 1:300.000, creo que habíamos acordado 
que la misma fuese de U$S 1:000.000. No es nuestra intención 
ser avaros, pero se trata de una cifra importante. 


Concretamente, propongo que la partida sea de U$S 1:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el segundo inciso del artículo 125 con la modifi- 
cación propuesta. 


(Se vota:) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
En consideración el artículo 134. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 134, - El producto de la tasa prevista en el 
artículo precedente será destinado por la Suprema Corte de 
Justicia en la forma que ésta determine, exclusivamente a in- 
crementar en un porcentaje idéntico los sueldos de los funcio- 
narios de los Escalafones II a VI del Poder Judicial, desde el 1* 
de enero de 1994. 


No recibirán este aumento los funcionarios mencionados en 
el artículo 388 de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992, que se encuentren en régimen de dedicación exclusiva”.) 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: obviamente, com- 
partimos los dos incisos que contiene este artículo, que refiere 
al mecanismo que se logró acordar para proporcionar incre- 
mentos en las remuneraciones de los funcionarios del Poder 
Judicial. Aunque, como manifestamos en Comisión, creemos 
que los aumentos deben efectuarse con cargo a Rentas Genera- 
les, dadas las circunstancias, no hubo otra alternativa que apo- 
yar la creación de una tasa que va:a encarecer la prestación de 
Justicia. 


Deseo proponer, además, que se incorpore un inciso final 
que dé justicia a un conjunto de funcionarios de larga trayecto- 
ria en el Poder Judicial. Me refiero a los defensores de oficio 
“part time” y a los procuradores que poseen título de abogado o 
25 años de antigiledad y se desempeñan en la Defensoría de 
Oficio. La idea es relacionar a estos últimos con los defensores 
de oficio en sus retribuciones, porque de lo contrario, la distan- 
cia que existirá entre quienes cumplen régimen de dedicación 
exclusiva y los “part time”, será enorme y, naturalmente, injus- 
ta desde todo punto de vista. 


De modo que votaremos los dos incisos y, a la vez, propon- 
dremos un agregado en el sentido indicado, que haremos llegar 
a la Mesa. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Hemos votado los artículos 133 y 
134, por los que se crea una nueva tasa en el Poder Judicial y 
se establece que la Suprema Corte de Justicia recaudará este 
tributo y lo distribuirá en un porcentaje igualitario para aumen- 
tar los sueldos de sus funcionarios, con excepción de los magis- 
trados y de aquellos que tienen un régimen de retribuciones 
especiales. 


Quiero decir que, como es notorio, estas dos disposiciones 
son producto de un acuerdo político del que no formamos par- 
te, pero que ha permitido una solución a la situación de los 
funcionarios del Poder Judicial. Hubiéramos preferido, en todo 
caso, crear otro tributo a incrementar los que gravan las actua- 
ciones judiciales, ya muy recargadas. Asimismo, hubiéramos 
deseado que se determinara que este aumento fuera con cargo a 
Rentas Generales, a fin de precisar con exactitud el porcentaje 
del incremento en la propia ley y de mantener, por otra parte, 
los regímenes de equiparaciones con los funcionarios de Regis- 
tros y de Fiscalías. Dado que esto no ha sido posible, vamos a 
acompañar esta solución, así como la propuesta de aditivo pre- 
sentada por el señor senador Gargano, que entendemos de toda 
justicia, tanto en lo que hace a los defensores de oficio que no 
actúan en régimen de dedicación total, como a aquellos -mu- 
chos de ellos profesionales- que desempeñan de hecho este 
cargo con una antigúedad de más de 25 años en el Organismo y 
que asisten en la Defensoría como técnicos. Creemos que por 
esta vía se consagra una retribución acorde con las funciones 
que prestan. 
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SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene ta palabra el sefior sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En lo que tiene que ver con este 
artículo 134, queremos señalar la circunstancia de que esta tasa 
que se crea, que ciertamente encarece la actividad de la Admi- 
nistración de Justicia y que tiene un destino especial que deter- 
minará la Suprema Corte de Justicia, tiene la particularidad de 
que su administración estará a cargo del propio Organismo. 
Creemos que esta disposición incorpora a nuestra legislación lo 
que tanto ha reclamado nuestro Poder Judicial: la independen- 
cia desde el punto de vista financiero. 


En cuanto a la propuesta del señor senador Gargano, en el 
sentido de incorporar en esta disposición -es decir, al aumento 
para los funcionarios del Poder Judicial- a los defensores de 
oficio que no tengan dedicación total y a los funcionarios de 
esa Defensoría que tengan determinadas condiciones, quere- 
mos señalar que los primeros ya tuvieron un incremento por el 
artículo 107, que les concede un 15% para vivienda, ya que 
están asimilados a los magistrados. En efecto, esta norma alude 
a los defensores de oficio y fiscales y no hace diferencias entre 
ellos. 


Los otros funcionarios a que aludió el señor senador Garga- 
no, están en condiciones de ser comprendidos en lo que esta- 
blece el artículo 134, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia pregunta al señor 
senador Gargano qué mejora significa sobre el régimen actual 
el agregado que él propone, estableciendo que los defensores 
de oficio que no cumplen régimen “full time” percibirán una 
retribución equivalente al 75% de la de aquellos que están 
comprendidos en dicho régimen, previendo el mismo sistema 
para los procuradores con título de abogado que se desempe- 
fan en la Defensoría de Oficio. 


SEÑOR GARGANO. - La retribución de los defensores de 
oficio que tienen dedicación exclusiva está vinculada a la es- 
tructura de la ley del Poder Judicial, por lo que se fija de 
acuerdo con la de los magistrados. Existe una norma por la 
Cual, quienes no tienen el régimen de dedicación exclusiva, no 
están comprendidos en ese mecanismo. En virtud de los artícu- 
los que se han aprobado, si no se incorpora esta disposición la 
distancia que existiría entre estos funcionarios se ampliaría 
enormemente. 


Por otra parte, quiero decir, en beneficio de la justicia, que 
los defensores de oficio que no están comprendidos en este 
régimen son los funcionarios de más larga trayectoria en ese 
ámbito. Ocurre que estas personas compatibilizaban su función 
de defensores de oficio con su actividad como profesionales. 
Al respecto, recuerdo al doctor Carlos Martínez Moreno y a 
otros que se desempeñaban allí, a quienes conozco desde la 
época en que trabajaba en el Poder Judicial. Lo mismo sucede 
con los procuradores que tienen título de abogado y se desem- 


1* de Octubre de 1993 


pefian, como señalaba el señor senador Cassina, como defenso- 
res de oficio. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - En relación con lo que señalaba el 
señor senador Santoro, quiero decir que si esta disposición se 
vota alirmativamente, como espero que ocurra, y también se 
aprueba la propuesta del señor senador Gargano en lo que tiene 
que ver con los defensores de oficio que no actúan en régimen 
de dedicación exclusiva y de los funcionarios de la Defensoría 
de Oficio que cumplen de hecho esta función, resulta obvio que 
esas personas deberán ser excluidas del aumento que establece 
el inciso primero del artículo 134. 


SEÑOR GARGANO. - Obviamente. 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Hasta donde he sido informado, los 
defensores de oficio llamados “part time”, piden una compen- 
sación del 75% de la que perciben los “full time”. Del mismo 
modo, los procuradores -la mayoría de los cuales son abogados 
o escribanos- solicitan un 75% del sueldo que corresponde al 
“part time”. 


Por lo tanto, solicito que se voten los dos incisos que vienen 
de Comisión y se postergue lo que propone el señor senador 
Gargano hasta la sesión que se celebrará mañana. 


De modo que hago moción en ese sentido. 

SEÑOR PRESIDENTE. - En primer lugar, se va a volar el 
artículo 134, tal como venía redactado de la Comisión, porque 
es lo que corresponde reglamentariamente. 

(Se vota:) 

-28 en 28, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR SANTORO, - Hemos realizado una lectura un poco 
más detenida de la disposición que hemos votado y estimamos 
que este artículo ya se aplica a todos los funcionarios de los 
Escalafones II al VI del Poder Judicial. Por tal razón, pensamos 
que, salvo los defensores de oficio “full time”, los demás fun- 


cionarios están comprendidos. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para hacer una acla- 
ración. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - No me opongo a que el tema sea 
postergado para el día de mañana. Creo que el debate debería- 
mos dejarlo para esa oportunidad, para aclarar mejor el tema. 
Pero considero que sería conveniente dejar consolidado ahora 
lo que venía con acuerdo de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la postergación de los aditivos propuestos por el 
señor senador Gargano. 

(Se vota:) 

-29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 142. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 142. - Créase la siguiente estructura escalafo- 
naria para la Corte Electoral: 


Escalafón!  - profesional universitario 
Escalafón II  - técnico profesional 
Escalafón MH - técnico 

Escalafón IV - administrativo especializado 
Escalafón V  - oficios 

Escalafón VI - servicios auxiliares 


El Escalafón 1, “profesional universitario”, comprende los 
cargos y contratos de función pública a los que sólo pueden 
acceder los profesionales que posean título universitario expe- 
dido, reconocido, o revalidado por las autoridades competentes 
y que correspondan a planes de estudios de duración no inferior 
a cuatro años. 

El Escalafón II, “técnico profesional”, comprende los car- 
gos y contratos de función pública de quienes hayan obtenido 
una especialización de nivel universitario o similar, que corres- 
ponda a planes de estudio cuya duración deberá ser equivalente 
a dos años, como mínimo, de carrera universitaria y en virtud 
de los cuales hayan obtenido título habilitante, diploma o certi- 
ficado. 


El Escalafón 1H, “técnico” comprende los cargos y contra- 
tos de función pública que tienen asignadas tareas en las que 
predomina la labor de carácter intelectual, para cuyo desempe- 
ño fuere menester conocer técnicas especiales. La versación en 
determinada rama del conocimiento deberá ser acreditada en 
forma fehaciente. 


El Escalafón IV, “administrativo especializado”, compren- 
de los cargos y contratos de función pública que tiene asigna- 
das tareas relacionadas con el registro, clasificación, manejo y 
archivo de datos y documentos con la planificación, coordina- 
ción, organización, dirección y control de las actividades rela- 
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cionadas con los cometidos asignados por la Constitución de la 
República y leyes especiales a la Corte Electoral, así como 
toda otra actividad no incluida en los demás escalafones. 


El Escalafón V, “oficios”, comprende los cargos y contratos 
de función pública que tienen asignadas tareas en las que pre- 
dominan el esfuerzo físico o habilidad manual o ambos y re- 
quieren conocimiento y destreza en el manejo de máquinas o 
herramientas. La idoneidad exigida deberá ser acreditada en 
forma fehaciente. 


El Escalafón VI, “servicios auxiliares”, comprende los car- 
gos y contratos de función pública que tienen asignadas tareas 
de limpieza, portería, conducción, transporte de materiales o 
expedientes, vigilancia, conservación y otras tareas similares. 


Los cargos políticos y de particular confianza continuarán 
comprendidos en los Escalafones “P” y “Q” respectivamente, 
los que se seguirán rigiendo por las normas que les son aplica- 
blos”.) 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CASSINA. - Solicito que se voten conjuntamente 
los artículos 142, 143 y 144, porque forman una estructura que 
fue propuesta por la Corte Electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por lo tanto, corresponde poner 
en consideración los artículos 143 y 144. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 143. - Establécese la tabla de sueldos para 
ocho horas diarias de labor a valores del 1% de enero de 1993, 
que regirán para los Escalafones: I “profesional universitario”, II 
“técnico profesional”, III “técnico”, IV “administrativo especiali- 
zado”, V “oficios”, VI “servicios auxiliares” de la Corte Elec- 
toral: 


Grado Escala 
20 2.385,51 
19 2.177,95 
18 1.988,45 
17 1.810,81 
16 1.652,74 
15 1.513,38 
14 1.391,86 
13 1.285,81 
12 1.182,20 
11 1.092,42 
10 1.015,10 
9 948,21 
8 849,45 


E TIAS 
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726,99 
687,59 
609,81 
574,47 
524,87 
479,55 


—NUYRAdmO 


A los funcionarios que realicen seis horas diarias de labor, 
la retribución se les adecuará en forma proporcional. 


ARTICULO 144, - Los grados mínimos y máximos de los 
escalafones a que refiere la tabla establecida en el artículo 
anterior, serán los siguientes: 


Escalafón Grado mínimo Grado máximo 
I 10 20 
u 9 19 
HI 3 18 
IV 3 18 
vV 3 17 
vI 1 14") 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - No hemos votado a 
favor de este artículo en la Comisión y no lo haremos ahora 
porque a través de esta disposición y de la siguiente se crean 
estructuras escalafonarias diferentes a las que existen en otras 
dependencias del Estado. 


Si bien esto vino en el Mensaje original de la Corte Electo- 
ral, después fue rechazado y se insistió en la Comisión para 
incorporarlo. Creemos que es más justo mantener una misma 
estructura escalafonaria en los diferentes Incisos, para que que- 
den establecidos sueldos que remuneren equitativamente car- 
gos similares, relacionándose los cargos y los sueldos básicos. 


Por lo expuesto, no vamos a acompañar el artículo 142. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar los artículos 142 a 144, 


(Se votan:) 
-20 en 29. Afirmativa. 
En consideración el artículo 145, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 145. - La Corte Electoral dispondrá de un 
plazo de sesenta días a contar de la publicación de la presente 
ley, a fin de realizar las modificaciones necesarias para la 
inclusión de los funcionarios en los nuevos escalafones. 
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Al disponer dicha inclusión deberán respetarse las reglas 
del ascenso cuando correspondiere. 


De todo esto se dará cuenta a la Asamblea General y se 
informará a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Conta- 
duría General de la Nación. 


A estos efectos se incrementarán los Rubros 0 y 1, 
en $ 1:056.899 (pesos uruguayos un millón cincuenta y seis 
mil ochocientos noventa y nueve).”) 


-Este artículo es de votación preceptiva porque se fija un 
plazo para realizar las modificaciones necesarias, y si ya se 
votaron las disposiciones anteriores, hay que votar esta. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 145. 
(Se vota:) 

-23 en 28. Afirmativa. 

-En consideración el artículo 150. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 150.- Increméntase el crédito para inversio- 
nes en el ejercicio 1994 en $ 365,444 (pesos uruguayos tres- 
cientos sesenta y cinco mil cuatrocientos cuarenta y cuatro), 
equivalentes a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables), a 
efectos de dotar de local propio a la Junta Electoral de Tacua- 
rembó.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 151. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 151.- Presupuéstase a los cuarenta funciona- 
rios contratados por el artículo 368 de la ley N” 16.226, de 29 
de octubre de 1991, en el escalafón “C” (IV proyectado), grado 
3 (V proyectado del Mensaje Corte). 


La Contaduría General de la Nación habilitará los crédi- 
tos presupuestales necesarios para atender dicha erogación y 
dará de baja la partida creada por el citado artículo de la ley 
N? 16.226, de 29 de octubre de 1991.”) 


-Cabe destacar que la redacción del artículo es muy pecu- 
liar, ya que se establece: “escalafón “C' (IV proyectado), 
grado 3 (V proyectado del Mensaje Corte).” Parece un len- 
guaje críptico. Me parece que sería mejor establecer: “Presu- 
puéstase a los 40 funcionarios contratados por el artículo 368 
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de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, en el escala- 
fón “C”, grado 3.” Luego el artículo seguiría tal como está 
redactado. 


SEÑOR ASTORI. - Por lo tanto, habría que eliminar los 
paréntesis. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 151, con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 163. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


ARTICULO 163.- Sustitúyase el artículo 8” de la 
ley N” 15.869, de 22 de junio de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 8”.- Las peticiones que el titular de un dere- 
cho o de un interés directo, personal y legítimo formule ante 
cualquier Órgano administrativo, se tendrán por desechadas si 
al cabo de 150 días siguientes al de la presentación, no se dictó 
resolución expresa sobre lo pedido. - 

El vencimiento de dicho plazo no exime al órgano de su 
obligación de pronunciarse expresamente sobre el fondo del 
asunto. 


La decisión expresa o ficta sobre la petición, podrá ser 
impugnada de conformidad a lo prevenido en los artículos 3* y 
siguientes, 


Cuando el peticionario sea titular de un derecho subjetivo 
contra la Administración, la denegatoria expresa o ficta no 
obstará el ejercicio de las acciones tendientes a hacer valer 
aquel derecho'.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 164. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 164.- Asígnase a los ministros, secretarios 
letrados y prosecretario letrado del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, las compensaciones, beneficios y mejoras pre- 
supuestales, que por todo concepto, se otorguen a los cargos 
equiparados constitucional o legalmente del Poder Judicial. 
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La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos 
presupuestales correspondientes.”) 


-En la parte final del artículo se establece: “se otorguen a 
los cargos equiparados constitucional o legalmente del Poder 
Judicial”. Entendemos que debería decir: “se otorguen a los 
cargos del Poder Judicial a aquellos que estén equiparados cons- 
titucional o legalmente”. 


(Apoyado) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
164, con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
En consideración los artículos 165 y 166. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 165.- Créase, a valores de 1” de enero de 
1993, una tasa de $ 20 (pesos uruguayos veinte), que se reajus- 
tará el 1* de enero de 1994, por la variación del Indice de 
Precios al Consumo (IPC), durante el año 1993, a ser recauda- 
da por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que gra- 
vará los siguientes actos: la presentación de escritos de deman- 
da, contestación, prueba y alegatos, por cada compareciente. El 
monto de dicha tasa deberá ser actualizado cuatrimestralmente 
de acuerdo al Indice de Precios al Consumo (IPC), a partir del 
1? de enero de 1994. 


La tasa prevista en el inciso precedente entrará cn vigencia 
en la fecha de promulgación de la presente ley. 


Artículo 166.- El producto de la tasa prevista en cl artículo 
precedente será vertido a Rentas Generales.”) 


-Estos artículos fueron incluidos por la Presidencia por lo 
siguiente. El artículo 166 establece que el producto de la tasa 
prevista en el artículo precedente será vertido a Rentas Genera- 
les. Lo mismo se decía respecto a la tasa que se creó cn el 
Poder Judicial. Ahora se fija todo en el mismo artículo. 


Por lo tanto, proponemos que el inciso final del artículo 165 
diga: “La tasa prevista en el inciso precedente entrará en vigen- 
cia en la fecha de promulgación de la presente ley y su produc- 
to será vertido a Rentas Generales.” y que se suprima el artícu- 
lo 166. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 165 
con el agregado propuesto. 


(Se vota:) 


-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 171. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 171.- Autorízase a la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (ANEP), a realizar la adquisición de 
material y equipamiento didáctico con financiación externa por 
hasta $ 12:187.000 (pesos uruguayos doce millones ciento ochen- 
ta y siete mil), equivalentes a USS 3:500.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América tres millones quinientos mil), en el 
marco del convenio celebrado por la República con el Estado 
ue Israel. 


La ejecución de dicho Programa no podrá superar la suma 
de $1:741.000 (pesos uruguayos un millón setecientos cuarenta 
y un mil), equivalentes a U$S 500.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América quinientos mil), en el ejercicio 1994.”) 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - El inciso final dice: “La ejecución 
de dicho Programa no podrá superar la suma de $ 1:741.000 
(pesos uruguayos un millón setecientos cuarenta y un mil), 
equivalentes a U$S $00.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América quinientos mil), en el ejercicio 1994.” 


Como este Programa va a continuar y no significa desequi- 
librar esta Rendición de Cuentas, propongo que se elimine el 
punto y se agregue: “e igual suma para el año 1995.” 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: esa posibilidad a 
la que se ha aludido fue discutida varias veces a nivel de 
Comisión y en reuniones de trabajo que efectuamos junto con 
otros señores senadores en representación de diferentes secto- 
res políticos. 


Creo que es del caso recordar lo que expresa el artículo 216 
de la Constitución de la República en el sentido de que estas 
normas sólo podrán contener disposiciones para aplicar dentro 
del período legislativo o de gobierno correspondiente. Debe- 
mos tener presente que estamos trabajando en una regulación 
presupuestal para cinco años de gobierno. 


Decimos esto sin perjuicio de señalar que existe más de una 
disposición que contiene este tipo de modificación en cuanto a 
que la partida también se establezca para el año siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 171, con la redacción propuesta por la 
Comisión, 


1? de Octubre de 1993 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo hacer una consulta acerca del 
procedimiento. Existe una propuesta del señor senador Pereyra 
que sugiere agregar la expresión “e igual suma para 1995”, 
Entiendo que si se vota en primer lugar el texto venido de 
Comisión, queda excluida la propuesta mencionada. Deseo lla- 
mar la atención sobre este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa aclara que no son nece- 
sariamente contradictorias, ya que se puede votar el texto tal 
como vino de la Comisión y luego el otro. 


SEÑOR ASTORI. - Entonces, modifico mi propuesta: que 
se vote primero el texto enviado por la Comisión y, luego, con 
el agregado propuesto por el señor senador Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Esa era la intención de la Mosa. 
SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Mi inquietud se refiere al artículo 
216 de la Constitución de la República, que establece la prohi- 
bición de fijar disposiciones que excedan el mandato de gobier- 
no. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Confieso que es cierto lo que afirma 
el señor senador Ricaldoni, pero también es verdad que esta- 
mos otorgando autorización a un Programa que, naturalmente, 
no se termina en un año, sino que abarca ése y los siguientes, o 
sea, hasta que se cumplan los objetivos fijados. Si no se quiere 
interrumpir el Programa, no hay más remedio que establecer la 
partida para el año siguiente, como ha ocurrido con la Univer- 
sidad de la República. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador Ricaldoni? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor 


SEÑOR MILLOR. - Quiero hacer una puntualización con 
respecto a lo manifestado por el señor senador Pereyra. Entien- 
do el espíritu que anima su propuesta; sin embargo, dentro de 
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un Programa que votamos en función de un préstamo que insu- 
me U$S 3:500.000, al establecer el monto para el año 1995, 
¿No estamos fijando una limitante para lo que pueda realizar la 
Administración que surja de las elecciones de 1994 en lo con- 
cerniente al préstamo? 


Estamos votando en función de un Programa que debe tener 
continuidad, y partimos del supuesto que la tendrá. Pero es 
Obvio que si fijamos el monto al que se deberá ceñir la siguien- 
te Administración, significará una limitante para su acción fu- 
tura. Estoy seguro de que éste no debe ser el espíritu del señor 
senador proponente. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador Ricaldoni? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Reconozco que lo que dice el señor 
senador Millor es cierto; pero la otra situación es peor, porque 
recién en 1995 vamos a tener un Presupuesto presentado en el 
mes de junio y aprobado a fin de año. Esto quiere decir que va 
a transcurrir todo el año 1995 sin que podamos adjudicar parti- 
das. Pienso que es mejor que la partida resulte insuficiente y no 
que se suspenda la inversión. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador Ricaldoni? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: en relación con la 
norma del artículo 216 de la Constitución, hago la siguiente 
interpretación. Los legisladores votamos cada cinco años un 
Presupuesto y luego, en oportunidad de la Rendición de Cuen- 
tas, le introducimos modificaciones. Normalmente, salvo en los 
rubros para una obra determinada, cuando ampliamos partidas 
presupuestales -a menos que se exprese que es para un ejerci- 
cio, como en el caso de la Corte Electoral- ellas rigen en el 
futuro, excepto que una ley las modifique, ya que no podemos 
quedarnos sin Presupuesto hasta que se sancione otro. 


Por otra parte, opino como el señor senador Millor -natu- 
ralmente, puedo estar equivocado- que en tanto se autoriza a la 
ANEP a contratar un préstamo para la adquisición de material 
por determinada suma de dinero en el marco de un Convenio 
firmado por nuestra República con el Estado de Israel, es claro 
que si no establecemos límites, cuando esta ley entre en vigen- 
cia, podrá comprar el material por el total de ese préstamo. 


Por lo tanto, sólo se establece la limitación para 1994 y, en 
1995 la Administración Nacional de Educación Pública podrá 
disponer del resto de la autorización para comprar ese material 
con lo que quede del préstamo. 
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A mi juicio, es ésta la interpretación correcta. 


SEÑOR BLANCO. - Apoyado. 
SEÑOR IRURTIA. - Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Es absolutamente exacto lo que 
dice el señor senador Cassina. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 171 
con la redacción propuesta por la Comisión. 


(Se vota:) 

-27 en 29. Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. - Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 172. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir cs el 
siguiente: 


“ARTICULO 172. - Autorízase a la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (ANEP), a realizar, con financia- 
miento externo del Fondo Financiero para el Desarrollo de la 
Cuenca del Plata, el Proyecto “Fortalecimiento de la Educación 
Inicial, Primaria y Básica Media”, por $ 87:050.000 (pesos 
uruguayos ochenta y siete millones cincuenta mil), equivalen- 
tes a USS 25:000.000 (dólares de i>s Estados Unidos de Améri- 
ca veinticinco millones), de los cuales $ 17:410.000 (pesos 
uruguayos diecisiete millones cuatrocientos diéz mil), corres- 
ponden a la contrapartida nacional. 


La ejecución del referido Programa para el ejercicio 1994 
no podrá exceder de U$S 100.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cien mil”.) 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: solicito que el 
artículo 172 se vote por inciso, porque me parece que debemos 
suprimir el segundo. En realidad, considero un despropósito 
fijar un límite de U$S 100.000, frente a la magnitud de un 
préstamo de U$S 25:000.000. Obviamente, hay que eliminar 
ese límite, por lo que, reitero, solicito que la votación se realice 
por inciso. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: deseo hacer unos 
comentarios en el mismo sentido que planteaba el señor sena- 
dor Pereyra. Existe una evidente desproporción en el ejercicio 
de 1994, entre una inversión de U$S 25:000.000, con una 
contrapartida nacional de $ 17:410,000, y una ejecución de 
U$S 100.000. Seguramente, eso obedece a un error. 


Me pregunto si la mejor alternativa es eliminar el inciso o 
modificar el tope. Creo que si optamos por la eliminación no se 
hará nada porque se aducirá que hay tope de ejecución. Consi- 
dero que la intención que motivó la redacción de este artículo 
fue la de fijar un tope a la contrapartida nacional; es la única 
interpretación que tiene sentido. 


Si los señores senadores están de acuerdo, propongo modi- 
ficar el segundo inciso, mantener un tope de ejecución razona- 
ble que haga posible la ejecución del Programa y señalar que 
los U$S 100.000 refieren a la contrapartida nacional. Me pare- 
ce una manera más práctica para que haya ejecución, lo que 
estimo no ocurrirá en caso de eliminarse el segundo inciso. 


Pienso que una sugerencia viable podría ser establecer en el 
segundo inciso lo siguiente: “En lo que refiere a la contraparti- 
da nacional, la ejecución de este Programa para el ejercicio 
1994 no podrá exceder de...” 


SEÑOR ZUMARAN. - U$S 1:000.000. 

SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - U$S 1:000.000. 

SEÑOR ASTORI. - En consecuencia, me permito sugerir la 
siguiente redacción para el segundo inciso de este artículo: “En 
lo que refiere a la contrapartida nacional, la ejecución de este 
Programa para el ejercicio 1994 no podrá exceder al equivalen- 
te a U$S 1:000.000 (un millón de dólares de los Estados Uni- 
dos de América)”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 172 con la modificación propuesta por 
el señor senador Astori. 

(Sc vota:) 

-29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 177. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 177. - Agrégase el siguiente inciso al artículo 
449 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991: 


“A los efectos antes indicados será suficiente que las 
comisiones y asociaciones se inscriban en los registros que 
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llevará cada Consejo Desconcentrado de la Administración Na- 
cional de Educación Pública”.) 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor presidente: he visto que en algu- 
nos artículos, seguramente en forma inadvertida, se hace men- 
ción a cifras solamente en moneda extranjera, concretamente, 
en dólares. Me parece que debería indicarse en moneda nacio- 
nal el equivalente de estos montos, a fin de dar mayor coheren- 
cia y seriedad a un proyecto de ley que tiene alcance a nivel 
nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia comparte la in- 
quietud del señor senador Arana y siempre se ha preocupado 
porque las cantidades se expresen primero en moneda nacional. 
Entonces, si en alguna disposición no se procede de ese modo, 
se realizará la corrección pertinente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
177. 


(Se vota:) 
-29 en 30. Afirmativa. 
4) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR RICALDONI - Señor presidente: formulo moción 


a los efectos de que el Senado pase a cuarto intermedio hasta 
mañana a la hora 10, 1 
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SEÑOR ASTORI. - Sugiero que la sesión comience a la 
hora 9. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Esta moción no admite discusión, 
de acuerdo con el Reglamento. 


En consecuencia, se va a votar si el Senado pasa a cuarto 
intermedio hasta mañana a la hora 10. 


(Se vota:) 
-20 en 30. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la hora 
10. 


(Así se hace, a la hora 20 y 8 minutos, presidiendo el doctor 
Aguirre Ramírez y estando presentes los señores senadores 
Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Bata» 
lla, Blanco, Bouzas, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, 
de Boismenu, Elso Goñi, Gargano, González Modernell, 
Grenno, Irurtia, Jude, Korzeniak, Lenzi, Millor, Moreira 
Graña, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Priore, Ricaldoni, Santoro, 
Urioste y Zumarán). 
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